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En defensa de la proposicidn de ley interviene el senor Ban- 
drés Molei, recordando que no es la primera vez que hace 
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uso de la palabra para solicitar la derogacibn de la cono- 
cida popularmente como Ley Antiterrorista. Aclara que no 
se trata de una obsesión suya, sino de una fidelidad a con- 
vicciones personales sentidas muy hondamente y al cum- 
plimiento de un programa de partido que tiene la voca- 
ción de defensa sin concesiones de los derechos humanos. 
Expone seguidamente su posición sobre el fenómeno an- 
titerrorista. señalando su creencia firme de que cualquier 
objetivo polttico es perfectamente defendible, pero siem- 
pre, naturalmente, a través del razonamiento, ya que si se 
trata de imponer por la fuerza y con las armas en la mano 
el pensamiento de grupos minoritarios, su postura tiene 
que ser radicalmente condenatoria, debiendo, en conse- 
cuencia, recaer sobre tales actitudes, cuando constituyan 
delito, el peso de la ley. No obstante, frente al viejo axio- 
ma que dice: «Ninguna libertad para el liberticida., máxi- 
ma que inspira todo el articulado de la Ley citada, su f i -  
losofta es que también al liberticida hay que reconocerle 
derechos en una sociedad democrática. 
Se refiere después al contenido de la ley, que ya ha expli- 
cado muchas veces, manifestando que algunos de sus pre- 
ceptos son, a su juicio. frontalmente contrarios a dere- 
chos constitucionales no susceptibles de suspensión. Tal 
hecho ha dado lugar a que ni una sola opinibn favorable 
a aquélla se haya pronunciado en el ámbito de la doctri- 
na penal contemporánea. Tampoco parece necesario re- 
cordar que un buen número de Diputados impugnaron 
abiertamente la constitucionalidad de la Ley, por ejemplo, 
en relación con su artículo 21, contrario a diversos pre- 
ceptos de la norma constitucional. Se pregunta por qué 
traer de nuevo el tema de la Ley Antiterrorista, que ya es 
vieja y de la que se ha hablado mucho, contestando que 
un Diputado ‘consciente de sus obligaciones debe estar 
atento a los hechos de cada día, y entre éstos está la de- 
tención de una persona, al amparo de la mencionada nor- 
ma, el dta 26 de noviembre de 1985, persona que aparece 
esposada y ahogada el dta 15 de diciembre último en las 
aguas del río Bidasoa. Sercln los tribunales los que en SU 

dta digan, si pueden, lo que pasb entre las fechas anterior- 
mente citadas, y en ello no va, por tanto, a entrar. Lo que 
sí tiene que decir, en cambio, es que tal suceso se produjo 
porque en el país estaba y estd en vigor la LeyjAntiterro- 
rista, al amparo de la cual ocurren tambiéti los sucesos 
terribles de Almerta y han muerto Joseba Arregui y Zabal- 
za. Para evitar que casos semejantes puedan repetirse, es 
por lo que solicita la derogación de aquella norma legal. 
insiste en que muchas gentes importantes corriparten la 
opinión de que la k y  en cuestión es anticonstitucional 
en muchos de sus artículos y ,  desde el punto de vista de 
la ética, se ratifica personalmente en pronunciamientos 
anteriores acerca de que dicha Ley conduce a la tortura, 
cuando no la estimula y provoca. Ciertamente no siempre 
se acreditan todas las denuncias por tortura, pero no debe 
desconocerse que la tortura es de muy diftcil prueba. En 
todo caso, la prensa revela cada día los hechos y las co- 
sas que ocurren al respecto, citando algunos de ellos. 
Alude, por último, el senor Bandrés a la aistencia de unos 
límites poltticos, y a este respecto, en orden a terminar con 
el terrorismo, estima que la Ley criticada no sirve para 

nada e incluso es negativa desde el punto de vista de la 
finalidad perseguida. Por consiguiente, también desde este 
punto de vista, lo acertado es derogar esa Ley y ,  sobre todo, 
pasar al Código Penal ordinario el comportamiento terro- 
rista. 

En turno en contra interviene: en nombre del Grupo Socia- 
lista, el senor Berenguer Fuster. Señala que, como recor- 
daba el propio señor Bandrés, no es la primera vez que 
éste sostiene las mismas posturas ahora defendidas, repi- 
tiendo los mismos argumentos y manteniendo su opinión 
contraria a la existencia de ese tipo de legislacidn. Quie- 
re, en primer lugar, hacer reconocimiento, por considerar- 
lo de justicia, a la posición del señor Bandrés y de su for- 
macibn polttica por los esfuerzos que vienen realizando 
en aras a la pacificación del Pats Vasco y el restableci- 
miento pleno de la convivencia pactfica en aquel tem’to- 
rio. Sin embargo, habrd de convenir el Diputado del Gru- 
PO Mixto que tampoco existen razones para que el Grupo 
Socialista varíe las posiciones mantenidas anteriormente. 
No es cuestibn de repetir los amplios debates habidos en 
la Cámara acerca de la oportunidad de la legislación an- 
titerrorista ni de hacer un balance de la aplicación y efi- 
cacia de esa ley, márime cuando ésta prevé los mecanis- 
mos para analizar la aplicación de la misma y el control 
parlamentario a través de comparecencias trimestrales del 
Ministro del Interior en las Cámaras legislativas. Sí debe 
recordar, no obstante, que determinados preceptos de la 
ley no están Ilaiíiados. en principio, a tener una vigencia 
prolongada en el tiempo, toda vez que limitan ésta a un 
pertodo de dos airos. Ser& al cumplirse dicho plazo cuan- 
do deba desarrollarse un debate en profiindidad para rea- 
lizar el balance correspondiente y ver, en su caso, el grado 
de eficacia en la aplicacidti de unos preceptos destinados 
a la lucha contra la lacra del terrorismo y la actuación de 
las bandas amadas, lacra que los tribunales franceses 
acaban de calificar coino asociación de malhechores. En 
ese momento habrá ocasión de corriprobar si es oportuno 
mantener la vigericia de tina legislación de este tipo, no 
por capricho, por supuesto, de ningrin Grupo político, 
sino porque las causas que hacen necesaria su existencia 
no han desaparecido. Desde luego, el Grupo Socialista, y 
sin duda la totalidad de los Grupos y Diputados indivi- 
duales de la Cámara. deseartati fervienteniente que no fue- 
se necesaria la prórroga de esa legislación, porque ello sig- 
nificada que las causas a que ha aludido hablan desapa- 
recido. Sin embargo, eri el presente momento pregunta a 
la Cámara si cree que las circunstancias que promovie- 
ron la presentación del proyecto de ley han variado en gra- 
do suficiente como para apoyar la derogación de los pre- 
ceptos impugnados. Debe reconocerse la existencia de pro- 
gresos evidentes, gracias precisamente a la aplicación de 
esa Ley, pero todos son conscientes de que se trata de una 
lucha dilatada en el tiempo y que las repetidas causas no 
han desaparecido plenamente. De aht que no concurran 
todavta las circunstancias que hagan aconsejable la de- 
rogacibn de la legislacidn vigente. 
No va a entrar a debatir de nuevo argumentos ampliamen- 
te repetidos en relación con la necesidad o no de una le- 



- 
CONGRESO 

12429 - 
20 DE MARZQ DE 1986.-NÚM. 277 

gislacidn antiterrorista. Unicamente se va a limitar a se- 
nalar que otros países que también han sufrido esa lacra 
han dispuesto de una legislacidn especial, que ha sido ne- 
cesaria y eficaz en su aplicacidn. Tampoco va a entrar en 
debates acerca de la desviacidn o abusos de poder a que 
se ha referido el señor Bandrés, ya que, aun admitiendo 
hipotéticamente que tales hechos se hubieran producido, 
en el conjunto de la legislacidn española se han puesto los 
remedios para evitarlos y,  en su caso, castigar a los cul- 
pables. En  la misma ley cuya derogacidn se pretende se es- 
tablecen los sistemas para evitar que se produzcan abu- 
sos y existe, por supuesto, la intervencidn judicial, ade- 
más del control parlamentario. 
En  cuanto a que no existan opiniones favorables a la ley 
cuya derogación se pretende, tiene que recordar al senor 
Bandrés que, no más lejos de esta Cámara, por encima del 
90 por ciento de sus miembros están a favor de aquélla, 
al darle su voto positivo por considerarla un instrumento 
necesario para la lucha contra el terrorismo. 

En turno de réplica interviene el señor Bandrés Molet y du- 
plica el señor Berenguer Fuster. 

Para fijacidn de posiciones interviene, en nombre del Grupo 
Popular, el señor Ruiz Gallarddn, anunciando el voto en 
contra de la toma en consideracidn de la proposicidn de 
ley debatida. En  relacidn con determinadas críticas del se- 
ñor Bandrés a la legislación antiterrorista. califica a ésta 
de manca, en cuanto que le faltan determinados instru- 
mentos que impidan un  uso torticero de la misma, y no 
precisamente por los servidores de las Fuerzas de Orden 
Público, sino en contra de esos mismos servidores. Alude 
al hecho de que se sigan produciendo día a día denuncias 
que luego resultan falsas, preguntándose por qué el Minis- 
terio Fiscal no hace uso del derecho y obligacidn que le 
confiere la legislacidn vigente en orden a la persecucidn 
de los posibles delitos de calumnias, injurias y acusacio- 
nes o denuncias falsas. En este orden de cosas, entiende 
que el proponente se ha olvidado intencionadamente de la 
defensa de esos servidores del orden público. Por lo demás, 
no se va a atender en la defensa de una legislacidn que 
todos consideran indispensable. 

Sometida a votacidn, es rechazada la toma en consideracidn 
de la proposicidn de ley debatida por 10 votos a favor, 181 
en contra y nueve abstenciones. 
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En defensa de la proposicidn de ley inteniiene, en nombre 
del Grupo Popular, el señor Sanabria Escudero, señalan- 
do que pretende la puesta en práctica del artículo 39.3 de 
la Constitucidn, según el cual los menores tienen derecho 
a exigir del Estado la normativa en la que se protejan sus 
derechos humanos. Ante la falta de iniciativa de otros 
Grupos Parlamentarios, el Popular presenta esta proposi- 
cidn de ley en la casi seguridad de que el Grupo mayori- 
tario de la Cámara apoyará su toma en consideracibn. Ex- 
pone el contenido de la propuesta presentada, cuyas líneas 
generales son las de intentar introducir en el ordenamien- 

to español la figura de un  juez de carrera para vigilar el 
cumplimiento de los derechos de los menores y la adecua- 
ción de las medidas adoptadas, así como la posibilidad 
de su revisidn. Se pretende, por otra parte, que el Tribunal 
Tutelar de Menores no constituya una jurisdiccidn espe- 
cial y sí una jurisdiccidn ordinaria sometida al Consejo 
General del Poder Judicial. 
Considera absolutamente necesaria la ley pedida, a la vis- 
ta de una serie de circunstancias de todos conocidas, 
como son, por ejemplo, que los actuales tribunales tutela- 
res de menores están integrados por jueces que no son de 
carrera y ,  a pesar de su mejor voluntad, no disponen de 
ningún medio material ni econdmico, ni cuentan con nin- 
guna colaboracidn para ser eficaces. Además, estos tribu- 
nales se crean en 1948 y a partir de dicha fecha evidente- 
mente han existido cambios profundos en relacidn con 
este sector de nuestra poblacidn que son los menores. Se 
han producido cambios legislativos y también cambios 
profundos en la sociedad que inciden en la formación del 
menor y obligan a la búsqueda de unos principios tuiti- 
vos de los que hoy carecen los menores entre diez y dieci- 
séis anos. La ley solicitada, además de necesaria, viene 
exigida también por el artículo 39.4 de la Constitucidn y 
por la misma Ley Orgánica del Poder Judicial, que no per- 
mite ya la subsistencia de los tribunales tutelares de me- 
nores en su configuracidn actual. 

En  turno de fijacidn de posiciones interviene, en nombre del 
Grupo Socialista, el Jeñor Moya Milanés. Anuncia el voto 
negativo del Grupo Socialista a la proposición debatida, 
y no porque estén en desacuerdo total con su filosofía v 
contenido, ya que evidentemente han existido unos cam- 
bios en la legislacidn sobre protección de menores y tam- 
bién en la sociedad que, como ha dicho el señor Sana- 
bria, hacen precisa la modificacidn de una legislacidn 
proveniente de 1948 y hoy totalmente obsoleta. Frente a 
la legislacidn paternalista y represiva anterior está la de- 
claración tuitiva respecto de los menores, contenida en el 
artículo 39.4 de la Constituci6n, que aconseja y obliga a 
una refomia de la legislacidn de menores. Compartiendo, 
por tanto, la filosofía y hasta las líneas maestras de la pro- 
posicidn de ley, que es en gran medida aprovechable, sal- 
vando algunos defectos técnicos o lagunas de ia misma, 
hasta el punto de considerarla en gran parte copia de un 
anteproyecto provisional del Ministerio de Justicia, publi- 
cado en el año 1985. justifica el voto negativo del Grupo 
Socialista en el hecho de que tal copia, en primer lugar, 
no ha sido del todo acertada y ,  en segundo lugar, por no 
considerar correcta la técnica empleada de adelantarse e 
intentar sustituir al Gobierno cuando éste tiene estableci- 
do por ley un  plazo fijo. aún no concluido, para presentar 
el proyecto de ley correspondiente. El Gobierno tiene en 
fase muy avanzada la elaboracidn definitiva de ese pro- 
yecto de ley y,  cumpliendo su obligacidn, lo presentar& 
dentro del plazo concedido al efecto por la Ley Orgánica 
del Poder Judicial. 

Replica el señor Sanabria Escudero y duplica el sefior Moya 
Milanés. 

Sometida a votacidn, es rechazada la toma en consideracidn 
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de la proposición de ley por 22 votos a favor, 152 en con- 
tra y 11 abstenciones. 

E n  turno de explicación de voto interviene, en nombre del 
Grupo Centrista, el señor Mardones Sevilla, para manifes- 
tar que su Grupo ha prestado el apoyo a la proposición 
de ley del Grupo Popular, en primer lugar por razón de ne- 
cesidad jurídica, al venir impuesta por el texto constitu- 
cional, y ,  en segundo lugar, porque la filosofía y el plan- 
teamiento de la proposición responde a unos principios 
que suscribe plenamente el Grupo Centrista. Ante la nece- 
sidad de disponer de una legislación moderna y avanzada 
que responda a los mandatos constitucionales y acerca de 
la cual parecen estar de acuerdo los dos Grupos mayori- 
tarios de la Cámara. muestra su sorpresa por el rechazo 
de la proposición. justificado, al parecer, en aspectos fun- 
damentalmente formales o procedimentales. 
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E l  señor Vicepresidente (Torres Boursault) informa a la Cá- 
mara acerca del procedimiento a seguir en el debate sobre 
el mencionado Plan. 

E n  nombre del Gobierno interviene el señor Ministro de 
Obras Públicas y Urbanismo (Sáenz Coscrclluela). Recuer- 
da que en su intervención del pasado díu 5 de marzo, en 
la Comisidn correspondiente, expuso ya básicamente las 
líneas del Plan sometido a la Cámara. Esta planificacidn 
constituye uno de los grandes principios rectores en la po- 
lítica del MOPU. fundamentalmente inversor, debiendo 
contemplarse las actuaciones a medio v largo plazo. Con 
ello se evitan actuaciones sectoriales inconexas y cual- 
quier falta de transparencia en las actuaciones del De- 
partamento. 
En  relación, concretamente, con el Plan General de Carre- 
teras, en 20 de octubre de 1983, se presenta un  documen- 
to de avance ante la Comisión correspondiente de la Cá- 
mara. Esta planificacibn en carreteras ha permirido una 
integracidn en las previsiones inversoras del Gobierno y 
como tal ha quedado incorporada en el programa econd- 
mico a medio plazo elaborado por el Ministerio de Eco- 
nomía y Hacienda. Junto a esas razones generales, que 
por sí solas justificarían la planificación viaria, existen 
otras directamente ligadas con la peculiaridad del sector. 
Dado que la carretera es una competencia compartida en- 
tre la Administración central y la autonómica, la adecua- 
da coordinación de actuaciones entre ambas Administra- 
ciones pasa por la existencip de planes aprobados como 
apresidn de los compromisos adquiridos, lo que permiti- 
rá optimizar y compatibilizar el conjunto de las actuacio- 
nes propuestas y su ejecución con unos calendarios ade- 
cuados. Tal forma de actuar será claramente beneficiosa 
para la mejora de la red de carreteras y consecuente con 
el proceso de transferencias realizado. Se evitarán así dis- 
funcionalidades que podrían distorsionar la imagen del 
conjunto de la red, percibida por el usuario como un todo 
armónico, independientemente de su titularidad. 
Agrega el señor Ministro que la elaboracidn de planes 

como el de carreteras constituye un  primer e importante 
paso en el discurrir de la planificacidn integral del trans- 
porte. El Plan que hoy se presenta afecta a más de 20.000 
kildmetros a cargo de la Admistracidn central y sus gran- 
des directrices pueden concretarse en la dotación de las 
carreteras necesarias, asegurando al mismo tiempo su ca- 
lidad, contribuir a la consecución de un mayor equilibrio 
territorial y social, gestionar y planificar la red estatal con 
criterios econdmicos, aprovechando al máximo la infraes- 
tructura existente, y eliminando de incertidumbres me- 
diante la existencia de un programa de actuaciones que 
favorezca la recuperacidn de la actividad econdmica. 
Acordes con estas directrices se elaboraron las propuestas 
de actuaciones, en cuyo proceso estuvo presente la Cáma- 
ra a través de múltiples intervenciones parlamentarias. Se 
ha prestado también especial atención a la coordinación 
con las Comunidades Autdnomas, de manera que puede 
decirse que hoy son prácticamente inexistentes los temas 
de conflicto o disparidad. 
A continuacidn expone el señor Ministro el contenido del 
Plan General de Carreteras a desarrollar en dos fases de 
cuatro años cada una, que culmina en el ano 1991, com- 
prendiendo los programas de autovías. de acondiciona- 
miento, reposicidn y conservacidn. y de actuaciones en 
medio urbano, programas respecto de los que expone las 
características fundamentales de cada uno de ellos. El 
conjunto de estos programas supone planificar unas in- 
versiones en los ocho años que comprenden del orden de 
800.000 millones de pesetas, cuya financiación está' pre- 
vista con cargo a las partidas presupuestarias ordinarias. 
Finalizadas las actuaciones, nuestra red estatal estará 
constituida por unas carreteras mejoradas v moderniza- 
das, que coadvuvarán decisivamente en el óptimo funcio- 
namiento del sistema de transportes. La planificación pre- 
vista no se configura, por otra parte, como un instrumen- 
to rígido, sino como una acción continua e integrada en 
las prácticas habituales de gestidn. permitiendo su adap- 
tación en cada caso a los nuevos datos que la realidad 
aporte. 

E n  nombre del Gncpo Centrista interviene el señor Ortiz 
González para defender las cuatro propuestas de resolu- 
ción que iiene presentadas y que no fueron incorporadas 
al dictamen de la Comisión. Comienza afirmando que la 
segura aprobación del Plan General de Carreteras consti- 
tuye u n  hecho del que debe congratularse todo Grupo po- 
lítico responsable, al no comportar elementos de dispari- 
dad o confrontación, más propios de otros temas de 
apriencia más espectacular, como los que han estado Ile- 
nando las páginas de los periddicos en las últimas sema- 
nas. Respecto al Plan de Carreteras que se debate, anrcn- 
cia el apovo de su Grupo Parlamentario al mismo, a pe- 
sar de considerarlo como un  mínimo deseable y ,  desde lue- 
go, perfectible. Critica, por ejemplo, el hecho de que el Plan 
se descomponga en dos fases, la primera de las cuales ha 
transcurrido ya en sus tres cuartas partes. El Plan no se 
presenta, por otro lado, en un  marco de referencia más 
amplio y seguro, olvidando quizá que el transporte terres- 
tre, y en concreto la carretera, es una vía de comunica- 
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ción importante, pero no única. No disponer, en conse- 
cuencia, de un  Plan General de Transportes supone cierto 
riesgo en los planteamientos, ya que impide conocer qué 
papel se asigna a cada medio. Construir carreteras y me- 
jorarlas naturalmente siempre es bueno, pero sin un pre- 
vio Plan de Transportes es bastante difícil asignar priori- 
dades a cada uno de los modos que compiten en ese mer- 
cado del transporte. 
Por lo anteriormente expuesto y otras razones, presentan 
unas propuestas de resolución instando al Gobierno a la 
elaboracibn, en el plazo de un ano, del mencionado Plan 
General de Transportes al que se acomode el Plan General 
de Carreteras y cualquier otro relacionado con aquél. La 
segunda propuesta de resolución se refiere al cumplimien- 
to de las previsiones presupuestarias hasta el ano 1991. 
La tercera propuesta trata del tema capital de la elimina- 
ción de las autopistas y su sustitución por las autovías, 
que evidentemente no se corresponden con las vías rápi- 
das de la Europa comunitaria a la que nos hemos incor- 
porado, calificando de forma totalmente negativa la eli- 
minación de las autopistas del Plan General de Carreteras 
que se debate. Por último, formula una propuesta orien- 
tada a dar satisfacciótr a la preocupación existente por las 
vías de comunicación entre Espana y Portugal, en toda 
s u  extensión territorial. 
Concluye el señor Ortiz González solicitando el voto favo- 
rable a las propuestas de resolución presentadas por s u  
Grupo Parlamentario. 

En nombre del Grupo Vasco (PNV), el senor Echeberría 
Monteberría comienza reconociendo el esfuerzo importan- 
te de planificación y racionalización que significa el Plan 
General de Carreteras presentado a la Cámara, para, a 
continuación, centrarse en la defensa de las tres propues- 
tas de resolución presentadas por su Grupo Parlamenta- 
rio. La primera de ellas se refiere al programa de autovías 
previsto en el Plan, pensando que el mismo no es razón 
suficiente para eliminar las posibles autopistas que pu- 
dieran construirse. Entiende que no procede hablar tajan- 
temente de la inviabilidad de las autopistas y que debe de- 
jarse, en su caso, al futuro decidir si verdaderamente to- 
das ellas son inviables o no. 
La segunda propuesta de resolución se refiere a las comu- 
nicaciones de Espana con el resto de Europa, pensando 
que el tratamiento del Plan a este respecto es razonable, 
pero puede ser insuficiente. Sin entrar en quién va a fi- 
nanciar las obras, considera que el Plan debe contemplar 
una coordinación con las Comunidades Autonómas afec- 
tadas, de manera que no se ignoren las actuaciones que 
puedan darse en el futuro para unirnos con el resto de 
Europa. 
Finalmente, presenta una propuesta de resolución en re- 
lacidn con la planificación del itinerario Madrid-Zarago- 
za, de manera que se pueda permitir la conversión del mis- 
mo en una vía con las características de autopista para 
que Madrid quede conectada con el resto de las capitales 
europeas por una red de autopistas. Entiende que esta pre- 
visibn es ldgica. pero también parcial, por insuficiente. al 
ignorarse que el mayor tráfico en ese sentido está en el eje 

Madrid-Burgos. De ahí que solicite también la incorpora- 
ción de este itinerario como vía lógica de acceso a Europa. 

En representación del Grupo Minoría Catalana, el senor Mo- 
lins i Amat expone que, a su juicio, el Plan tiene dos ca- 
rencias fundamentales. En primer lugar, más que una pla- 
nificación global verdadera es la suma de determinadas 
actuaciones que el Ministerio tiene previstas; en segundo 
lugar, tiene s u s  dudas de que el Plan pueda contribuir a 
un mayor equilibrio social y territorial. Estima que esta 
iiltima dehería ser una de las pretensiones de cualquier 
plan, pero tiene sus dudas de que en el presente caso tal 
contribución se realice. Así, por ejemplo, se hacen af i rma-  
ciones sobre la inviabilidad en la continuidad del progra- 
ma de autopistas en régimen de concesión. cuando, aun 
reconociendo los fracasos evidentes que han existido so- 
bre el particular, no es menos evidente que tales fracasos 
no debeii llevar a generalizar, como ahora se propone, eti 
contra de la coristrrtccióri de nuevas autopistas. El mejor 
apovo de su postura lo encuentra en la iniportacia teórica 
que se atribuve a esas vías de comunicación para nuestra 
unión con Europa, que luego no se corresponde con las 
actuaciones concretas planificadas en el Plan de Carrete- 
ras. Muchas de las propuestas de Minoría Catalana van 
dirigidas a este tipo de comunicaciones que no reciben, a 
s u  juicio, el adecuado tratamiento ett el Plan presentado, 
sobre todo respecto a lo que denomina ((eje pireriuicoi). 
Asimismo, sugiere que se contemple el problema que pre- 
senta la red arteria1 de Barcelona. que por la cuantía dr 
sus inversiones requiere una coordinación entre los orga- 
nismos locales v el Ministerio de Obras Piiblic'us, sobre 
todo de cara a la posibilidad de que Barcelona sea nomi- 
nada como ciudad olímpica para el año 1992. 

En nombre del Grupo Popular, v para fijación de posicio- 
nes, interviene el señor Siso Cruellas. Expone que s u  Gru- 
po está de acuerdo con cualquier acción que suponga una 
mejora de la infraestructura actual, y este Plan en conjun- 
to supone, en principio, tal mejora. Sin embargo, aun re- 
conociendo la importancia de este sector concreto dentro 
del más amplio del transporte en general, no puede por ine- 
nos que resaltar la necesidad de un planteamiento c'on- 
junto de todo este sector en aras a establecer la indispen- 
sable coordinación. Incluso restringiendo el examen al 
Plan de Carreteras, estima que éste debería ser más  amhi- 
cioso del que se presenta a la Cámara, de cara a atender 
las demandas de los usuarios. Entiende, en suma, que m á h  

que ante un verdadero documento de planificación se ha- 
llan ante un simple programa de intención de inversiones. 
Analiza después algunos aspectos de este Plan de Carrete- 
ras, comenzando por afirmar que las vías definidas como 
autovías son simplemente desdoblamientos de calzadas, 
con la consiguiente reducción en las inversiones corres- 
pondientes. Tampoco se han tenido en cuenta las conse- 
cuencias derivadas de nuestra integración en la Comuni- 
dad Económica Europea ni el deficiente estado de nues- 
tra red, todo lo cual contribuirá a agravar los efectos ne- 
gativos sobre nuestra economía derivados del déficit de in- 
fraestructura existente. Para paliar nuestra situación de- 
ficitaria. deberían igualmente incrementürse las iriversio- 
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nes para conservación de nuestras carreteras, intentando 
acercarlas al índice de calidad de las carreteras de la Eu- 
ropa occidental. Se ha dejado, además, a Madrid junto 
con Lisboa como únicas capitales de Europa occidental 
sin enlace con las restantes capitales mediante autopis- 
tas, incidiendo también 'negativamente sobre el a h o m  de 
costes para nuestro transporte por carretera. 
Concluye manifestando el senor Sisó que hubiera sido 
más correcto redactar, en primer término, una Ley de 
Carreteras y ,  a continuacidn, el Plan General de Carre- 
teras. 

En  nombre del Grupo Socialista, el senor Sáenz Lorenzo ex- 
presa el apoyo de su Grupo al Plan de Carreteras formu- 
lado por el Gobierno. así como a las resoluciones aproba- 
das por unanimidad en la Comisión. Seguidamente expo- 
ne el criterio de su Grupo Parlamentario en relación con 
las demás resoluciones defendidas ante el Pleno pqr diver- 
sos Grupos Parlamentarios, resaltando sobre el particular 
la necesidad de que exista u n  criterio planificador en ma- 
teria de carreterras, huyendo, desde luego, de actuaciones 
aisladas y presiones localistas que no suelen atender pre- 
cisamente a la necesidad de la demanda de mayor tráfico. 
El Plan presentado justamente tiende a abordar simultá- 
neamente los dos grandes objetivos perseguidos, como 
son: atender, de una parte, a la demanda y necesidades 
del país y ,  de otra. el necesario equilibrio territorial, obje- 
tivos que, en su opinidn, se consiguen. Agrega que el Plan 
de Carreteras es el primero que se presenta en veinticinco 
anos, lo que es motivo para que sea saludado con alegría, 
Y más cuando el mismo es muy positivo para las coniu- 
nicaciones en nuestro país. Ciertamente que, como dice 
el refrán, lo mejor es muchas veces enemigo de lo bueno 
v ,  en este sentido, no niega que el Plan es perfectible. Pre- 
cisamente a ello tiende la previsidn desu correccidn, aten- 
diendo a las circunstancias que sobrevengan en cada 
momento. 
Respecto a las manifestaciones de diversos representantes 
de los Grupos Parlamentarios'sobre la conveniencia de no 
cerrar las posibilidades de las autopistas, entiende que se 
afronta la necesidad de estas vías rápidas con realismo y 
eficacia. Destaca igualmente algunos otros de los aspec- 
tos más relevantes del Plan de Carreteras, para coticlitir 
manifestando que la posición del Grupo Socialista ser& 
desfavorable a la mayor parte de las propuestas de resolu- 
ción que se van a votar a continuacidn. 

Nuevamente hace uso de la palabra el senor Ministro de 
Obras Públicas v Urbanismo (Sáenz Coscullrtela) y en tur- 
no de réplica interviene el senor Ortiz González. contes- 
tándole de nuevo el senor Ministro de Obras Piíblicas. 

A continuacidn se procede a las votaciones de las diversas 
propuestas de resolución presentadas por los Grupos Par- 
lamentarios, así como al dictamen de la Coniisión. que es 
aprobado por 212 votos a favor, seis en contra v uno nulo. 

Página 

Debate de totalidad sobre iniciativas legis- 
lativas ...................................... 12462 

Página 

Proyecto de ley de ordenación de los transpor- 
ter temrtres ................................ 12462 

El señor Ministro de Transportes, Turismo y Comunicacio- 
nes (Caballero Alvarel) presenta, en nombre del Gobierno, 
el proyecto de ley, senalando que el mismo representará 
una vez aprobado por la Cámara, la ruptura con la ana- 
crdnica situación en que se ha venido moviendo el trans- 
porte terrestre en su conjunto y más significativamente el 
transporte por carretera desde su ya lejana legislacidn pro- 
veniente del año 1947. Los drásticos cambios socioldgi- 
cos y econdmicos operados desde entonces hacían inelu- 
dible y urgente la necesidad de su renovación. A dichas 
circunstancias se anaden ahora otras de carácter político 
derivadas del nuevo régimen constitucional y la organiza- 
ción territorial del Estado, así como nuestra integración 
en la Comunidad Econdmica Europea, que hacen autén- 
ticamenre inaplazable la renovacidn emprendida. 
Expone a continuación el senor Ministro las característi- 
cas fundamentales del provecto presentado a la Cámara, 
en el que se contempla u n  mecanismo participativo del 
conjunto de los agentes sociales que operan en el sector y 
de todas las Administraciones públicas competentes, al 
mismo tiempo que se realiza una adaptación a las direc- 
trices de la Comunidad Económica Europea en la que 
acabamos de integramos. Obviamente, ef proyecto de ley. 
como no podía ser menos, nace plenamente adaptad? al 
estado autonómico y no duda que el misnio tendrá gran 
importancia para la correcta y adecuada coordinacidn en 
materia de transportes terrestres entre las distintas Admi- 
nistracioines públicas. Asimismo, la nueva lev viene a re- 
presentar la adaptacidn de nitestro niarco jurídico al de 
las Comunidades Europeas. superando el con f Lision ismo 
que tradicionalrnente ha venido operando en nuestro mar- 
co legislativo, especialmente en relacidn con la profesidn 
del empresario de transportes. El proyecto va a permitir 
tanibibn acabar con initchas prácticas irregirlares qiie tra- 
dicionalmente venían dandose en el sector, llegando a tina 
homogeneidad y armonizacidn de las condiciones de con- 
citrrencia entre las einpresas, lo qiie, al mismo tiempo, va 
a pemiitir una rnayor clarificacidn de los mercados en la 
línea política rtiantenida en los iiltiriio atios. El provecto 
contenipla igualmente, y de manera lógica, el transporte 
de viajeros por carretera y los transportes turísticos con- 
tratados por las agencias de viajes, al igual que el terna 
del transporte ferroviario, donde el proyecto supone la nio- 
dificación de las ya centenarias leyes ferroviarias. adap- 
tdndolas a la realidad actual. 
E n  definitiva, el provecto de ley supone una niptiira total 
con-el modelo de fitncionaiiiiento de los transportes terres- 
tres en los bíltinios cuarenta años, sentando unas bases 
más flexibles en el fiincionamiento del sector v confiando 
más en la capacidad gerencia1 de las empresas. El plan- 
teamiento que se sigue es el del ejercicio de la libre com- 
petencia dentro de un  marco legal plenamente adaptado a 
los tiempos actuales, donde el papel de la Administración 
se reserva al elemental de hacer cumplir a todos las reglas 
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de juego para evitar ventajas basadas en competencias 
desleales. 

En defensa de la enmienda de tqtalidady @volución del Gru- 
po Popular interviene el senor Trillo y López-Mancisidor, 
señalando que es lamentable que el Gobierno no haya te- 
nido el valor suficiente para afrontar el problema del 
transporte en España con carácter integral ni haya hecho 
prácticamente nada para cumplir en este tema su progra- 
ma legislativo. Añade que no tendremos una auténtica po- 
lítica de transportes mientras éste siga dividido entre va- 
rios Ministerios y mientras los parches que se le están po- 
niendo, como sucede con el presente proyecto de ley, ten- 
gan una gestación tan prolongada y accidentada que ha- 
cen temer por su misma supewivencia. Relaciona tam- 
bién una serie de circunstancias que concurren en el mer- 
cado del transporte y que el señor Ministro, como todos, 
sabe muy bien que se están considerando en Europa, pero 
que, desgraciadamente, en muchos casos brillan por su 
ausencia en el proyecto de ley que ahora contemplan. No 
cabe duda de que España, miembro de la Comunidad Eco- 
nómica Europea, debe alinearse clara y decididamente en 
favor de las normas de las Comunidades y en este sentido 
estima que se pierde una oportunidad excepcional para 
afrontar los problemas que afectan al sector del transporte. 
Aqaliza a continuación diversos aspectos del provecto de 
ley debatido, calificando su texto de farragoso, confuso, 
reiterativo, texto que, en su opinión, plantea, además, un 
posible grado de intewencionismo aún mayor que el de la 
Ley del 47, al dejar en manos de la1 Administración una 
enorme discrecionaliddad que coloca a las empresas 
transportistas a merced de aquélla, que tiene facultades 
prácticamente para todo! 
Sin embargo, atendiendo a ofrecimientos formulados por 
el señor Ministro en su anterior intervención. retira la en- 
mienda de totalidad presentada, esperando que, a través 
de la colaboración que suponen las 800 enmiendas par- 
ciales presentadas al provecto de ley, se consiga hacer una 
ley, no sólo mejor que la presentada por el Gobierno, sino 
lo mínimamente buena que se merece. 

En defensa de las enmiendas de totalidad y devolución del 
Grupo de Minoría Catalana interviene el senor Xicoy Bas- 
segoda, señalando que el Gobierno no ha estado acertado 
al presentar este proyecto de ley, ya  que, a su juicio, ado- 
lece de graves defectos que justifican la presentación de 
las enmiendas de totalidad que ahora se discuten. Exis- 
ten razones de inoportunidad, pero también discrepancias 
sobre los principios y el espíritu del proyecto de ley, fun- 
damentos suficientes para justificar las enmiendas de to- 
talidad aludidas. Su Grupo Parlamentario tiene también 
serias reservas acerca de la constitucionalidad del proyec- 
to de ley, pero retira, no obstante, las enmiendas de tota- 
lidad atendiendo a las buenas intenciones expresadas por 
el selíor Ministro para llegar a consensos en posteriores 
trámites parlamentarios, de manera que se consiga hacer 
una ley aceptable para todos. 

En turno en contra de las enmiendas de totalidad intewie- 
ne, en nombre del Grupo Socialista, el señor Abejón Adá- 
mez, agradeciendo la retirada de aquellas enmiendas por 

los anteriores intewinientes en aras a que en el posterior 
trámite parlamentario se puedan acercar las posiciones y 
tener en cuenta muchas de las enmiendas parciales pre- 
sentadas para el perfeccionamiento del texto enviado por 
el Gobierno. También el Grupo Socialista ha contribuido 
a ese elenco de enmiendas con numerosas propuestas de 
perfeccionamiento o de detalle. 
A continuación hace diversos comentarios sobre la opi- 
nión que merece al Grupo Socialista el proyecto del Go- 
bierno y la necesidad de proceder a la modificación de le- 
yes con muchos anos de vigencia, que requerían de un es- 
fuerzo de modernización para su adecuación a la realidad 
de los tiempos actuales. Insiste en que hay razones que ha- 
cen absolutamente necesaria v oportuna la ley presentada 
por el Gobierno, entre las que está la problemática por la 
que ha atravesado el sector del transporte v la necesidad 
de afrontar el tema para evitar más tarde dramáticos in- 
convenientes para la economía nacional, para la sociedad 
española v ,  por supuesto, para el propio desarrollo del 
sector. 
El Grupo Socialista expresa, por último. su deseo de ace- 
lerar los trámites parlamentarios para la aprobación de la 
ley, todo ello dentro de un espíritu de márimo diálogo y 
tolerancia, para conseguir un texto legal que pueda sewir 
de marco al desarrollo de la actividad del transporte. 

Se levanta la sesión a la una v cuarenta v cinco minutos de 
la tarde. 

Se reanuda la sesión a las nueve y diez minutos de la 
mañana. 

TOMA EN CONSIDERACION DE PROPOSICIONES DE 
LEY: 

- DEL GRUPO MIXTO SOBRE DEROGACION DE LA 
LEY ORGANICA 9/84, DE 26 DE DICIEMBRE, CON- 
TRA LA ACTUACION DE BANDAS ARMADAS Y ELE- 
MENTOS TERRORISTAS Y DE DESARROLLO DEL 
ARTICULO 55.2 DE LA CONSTITUCION. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Se rea- 
nuda la sesión. 

Toma en consideración de proposiciones de ley.  Propo- 
sición de ley, del Grupo Parlamentario Mixto, sobre de- 
rogación de la Ley Orgánica 9/84, de 26 de diciembre. 

Para su defensa tiene la palabra el señor Bandrés. 

El señor BANDRES MOLET: Señor Presidente, señoras 
y señores Diputados, no es la primera vez que SS. SS. me 
ven en este mismo lugar defendiendo lo que voy a defen- 
der, es decir, la derogación, o la no aprobación, cn su caso, 
de la llamada popularmente Ley antiterrorista. 

Las sucesivas versiones de esta misma Ley, los debates 
de totalidad, la discusión de su articulado, alguna preten- 
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sión idéntica a la que ahora me trae a la tribuna, es de- 
cir, la abrogación de la Ley con ocasión de la muerte de 
Arregui después de su paso por la Dirección General de 
Seguridad, me han traído a esta tribuna a pedir lo mis- 
mo que hoy pido a sus señorías. No es una obsesión de 
este Diputado que tiene el honor de dirigirles esta maña- 
na la palabra, quiero dejar muy claro que se trata de una 
í‘idelidad a convicciones personales sentidas muy honda- 
mente, pero también al cumplimiento de un programa de 
Partido. 

En el segundo congreso de Euskadiko Ezkerra, cuando 
se trataba de definir nuestro propio Partido, una de las ca- 
racterísticas era la siguiente: Somos un Partido con una 
vocación reconocida por la defensa sin concesiones de  los 
derechos humanos -decíamos allí- aqui, en Euskadi, en 
el Estado y en cualquier lugar del mundo donde se vio- 
len. Creemos que el derecho a la vida y a la integridad fí-  
sica de las personas están en  la base de todos los demás 
derechos, y creemos en el derecho de los pueblos a dcfen- 
derse de la agresión cuando estos derechos humanos pri- 
marios no se respetan. 

No es, pues, señores Diputados, una obsesión. Pero, an- 
tes de ofrecer mi opinión sobre la Ley antiterrorista, que 
me lleva a la obligación moral de pedir su derogación. 
quiero exponer también aquí, para que no  falte nada, 
nuestra posición sobre el fenómeno terrorista. 

Señores Diputados, creo firmemente que cualquier ob- 
jetivo político es perfectamente defendible; que propug- 
nar, por ejemplo, la autodeterminación, la independencia 
de Euskadi o de cualquier otra parte del territorio del Es- 
tado es esencialmente licita; que postular la abolición, 
por ejemplo, de la propiedad privada de los medios de 
producción es esencialmente lícito; que proponer, por 
ejemplo, la modificación de la forma de Estado es esen- 
cialmente licito, y permitir la defensa de tales objetivos 
está en la base precisamente del sistema democrático. El 
respeto a la Constitución es absolutamente conciliable 
con la voluntad de modificarla, v asi debe entenderse, por 
cjcmplo. mi propia promesa de acatamiento a la Consti- 
tución, prestada aqui mismo de modo sincero v en oca- 
sión solemne. Pero, si personas o grupos combaten con las 
armas en la mano, v no con la palabra, el propio marco 
político aprobado por’la mayoría del pueblo v desean im- 
poner por la fuerza, y no con el razonamiento, su propio 
pensamiento minoritario, nuestro juicio, sctiores Diputa- 
dos, es radicalmente condenatorio, nuestra reprobación 
es absoluta y ,  en consecuencia, sobre tales actitudes en- 
lcndemos que debe caer el peso de la lev cuando consti- 
tuvan delito. 

Por eso me adelanto a alguna observación que segura- 
mente luego se me hará en el sentido de que el terroris- 
mo persiste, el terrorismo está presente, el terrorismo goi- 
pea la democracia. Quizá alguien se atreva incluso a de- 
cir: es que en estos momentos un industrial vasco se en- 
cuentra secuestrado. Es verdad y lo lamentamos. Esto es 
una cosa y otra lo que vo voy a pedir. Una cosa es enten- 
der todo lo que yo he dicho hasta ahora v otra profesar 
esa peligrosa doctrina contenida en el viejo axioma: nin- 
guna libertad para el liberticida; máxima que, desgracia- 

damente, inspira todo el articulado de esta Ley a lo largo 
y a lo ancho de la misma y, además, filosofía que subyace 
en casi todos los discursos de quienes defienden la nece- 
sidad de esta Ley. Frente a ellos yo digo: al liberticida 
también hay que reconocerle derechos en una sociedad 
democrática. 

Habría que recordar, aunque brevemente, porque es un 
asunt6 tantas veces explicado, el contenido de esta Ley. 
Vean algunas de las cosas que contiene. Esta Ley se apli- 
ca automáticamente por la propia policía, y tiene una in- 
tervención judicial «a posteriori »; la detención se prolon- 
ga hasta durante diez días y la incomunicación del dete- 
nido se produce sin obligación de comunicar a los fami- 
liares las causas de la detención y el lugar donde se en- 
cuentra el detenido. Cuando nos referimos a otros países 
nosotros llamamos a esto desaparición. Con arreglo a esta 
Ley, durante diez dias la familia no tiene derecho a saber 
dónde está la persona detenida. Esto es una desaparición, 
en términos sociológicos. 

La sumisión de los procedimientos a una jurisdicción 
especializada situada en Madrid, con claro quebranta- 
miento del principio del derecho al juez del lugar y del 
principio de inmediación, propios del Derecho penal; la 
prohibición de la asistencia de letrado de libre elección 
del detenido: la asistencia, en todo caso, del abogado de 
oficio después de la práctica real del interrogatorio, a los 
meros efectos formales de asistir a la firma de la declara- 
ción v no a la propia declaración; la atribución de la ju- 
risdicción del procedimiento del (( habeas corpus” al5 pro- 
pio Juez Central de Instrucción que ha ratificado la de- 
tención y ha acordado su prórroga y la incomunicación; 
la posibilidad de la práctica de registros domiciliarios sin 
mandamiento judicial; la posibilidad de hacer desapare- 
cer un determinado medio de comunicación si así sc lo 
impone el propio Ejecutivo, a través de la función del mi- 
nisterio fiscal, que se impone a la decisión judicial, etci- 
tera, no hace falta seguir hablando; todos ustedes, seño- 
res Diputados conocen el contenido de esta Ley. Algunos 
de sus preceptos son, a mi juicio, frontalmente contrarios 
a derechos constitucionales no susceptibles de suspen- 
sión, a tenor del propio articulo 55.2 de la Constitución. 
y en algunos artículos la inconstitucionalidad golpea, por 
lo menos, los limites de la Constitución. 

No vov a referirme a la doctrina. Ni una sola opinión 
favorable a esta Ley he encontrado en la doctrina penal 
contemporánea, en la que tenemos en estos momentos; ni 
un solo seminario de Derecho Penal, ni la Facultad de De- 
recho Penal, ni un departamento de nuestras Universida- 
des ha dicho que ésta sea una buena Ley, ni siquiera, 
como luego veremos, desde la perspectiva política. 

Quiero recordar aqui que un buen número de Diputa- 
dos jmpuenaron abiertamente la constitucionalidad de 
esta Ley, por ejemplo en el artículo 21, que es el que. a 
través del Ejecutivo v siguiendo la via del ministerio fis- 
cat, se impone a la decisión del juez (v lo conocen muv 
bien S S .  S S . ) ;  articulo contrario al artículo 2 0  de la Cons- 
titución: derecho a la libertad de expresión, derecho de 
comunicar y recibir libremente información; invasión de 
las facultades de los jueces contrario a los artículos 24 v 
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117.3 de la Constitución; precepto que ignora el artículo 
5.0 del Estatuto del ministerio fiscal y que vulnera varios 
preceptos de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. En este 
punto concreto, no en toda la Ley, estábamos de acuerdo, 
no solamente aquellos que estuvimos siempre en contra 
de la totalidad de esta Ley, como el Partido Nacionalista 
Vasco, y,  dentro del Grupo Mixto, el Partido Comunista, 
Euskadiko Ezquerra y Esquerra Republicana de Catalu- 
ña, sino que los propios señores Ruiz Callardón y Trías 
de Bes (y me remito al ((Diario de Sesiones)) del Congre- 
so) consumieron turnos diciendo lo mismo que yo digo, 
bien es cierto que referido a un artículo en concreto. La 
doctrina es unánime, como Del Rosal, Carbonell, Muñoz 
Conde y otros. Respecto a la inconstitucionalidad de al- 
gunos de sus preceptos o de todos ellos ya juzgará, si i n -  
tra en el fondo, el Tribunal Constitucional, porque, como 
se sabe, los Parlamentos vasco y catalán han presentado 
sendos recursos que están pendientes de resolución de- 
finitiva. 

¿Por qué ahora el Diputado Bandrés nos trae a cuento 
esta Ley antiterrorista, que es vieja, que ya la discutimos, 
que está pasada, que ya hemos hablado de ella? Porque 
un Diputado consciente de sus obligaciones tiene la obli- 
gación de estar atento a los hechos de cada día. El día 26 
de noviembre de 1985 fue detenida al amparo de esta Ley, 
una persona, probablemente inocente, y ,  desde luego, con 
la presunción de inocencia que la Constitución otorga a 
todos los ciudadanos, y el día 15 de diciembre del mismo 
año apareció esposada y ahogada cerca de Endarlaza, en 
las aguas del río Bidasoa. Este es un suceso lamentable y 
penoso que está usub iudice» y los Tribunales dirán un 
día que pasó, si nos lo pueden decir, en esos terribles días, 
en esas amargas y oscuras horas transcurridas entre el 26 
de noviembre y el 15 de diciembre. 
Yo no me voy a meter en ello, pero sí he de decir que 

eso, señores Diputados, señor Presidente, ocurrió porque 
en este país estaba y está en vigor una Ley que el pueblo 
llama Ley antiterrorista. Al  amparo de esta Ley ocurrie- 
ron los sucesos terribles y vergonzosos de Almería; al am- 
paro de esa Ley murió, después de pasar por la Dirección 
General de Seguridad, Joseba Arregui; al amparo de esa 
Ley ha muerto Zabalza. Yo les advierto, y no quiero ser, 
augurio de adversidades, que si esa Ley sigue en vigor, se- 
guiremos teniendo .Almerías», seguiremos teniendo uZa- 
balzasm y seguiremos teniendo u Arreguisn, señores Dipu- 
tados, y alguien tiene la responsabilidad de-que eso pase. 

Las leyes en general, y las leyes represivas más parti- 
cularmente, tienen unos límites, límites que impone el de- 
recho, pero que impone también la ética y que impone la 
consideración política, si bien la consideración política 
tiene una estrecha relación y no puede desconectarse de 
los límites jurídicos y de los límites éticos. Recuerden us- 
tedes la magistral conferencia que nos dio en esta misma 
casa, no hace mucho tiempo, el profesor Aranguren. 

Hemos examinado los límites constitucionales. He di- 
cho que, en mi opinión, compartida por mucha gente im- 
portante -mucho más importante que yo-, esta ley es 
inconstitucional en muchos de sus artículos o que golpea 
los Ifmites de la Constitución en casi todos ellos; pero eso 

nos lo dirá, en todo caso, el Tribunal Constitucional, si se 
decide a entrar en el fondo de la cuestión. 

¿Qué me dicen ustedes de los límites éticos? ¿Qué me 
dicen ustedes, señores Diputados, del artículo 14 de esta 
ley? Yo he dicho, aquí mismo y en otros lugares, he es- 
crito, y hoy me ratifico, que esta ley conduce a la tortura, 
que esta ley estimula la tortura y que esta ley provoca la 
tortura. 
Yo tengo una costumbre, que probablemente ustedes 

calificarán de mal gusto, que consiste en pedir que me re- 
corten todas las noticias que surgen en la prensa acerca 
del tema de la tortura. Yo tengo en mis manos un «dos- 
sier» importante. Yo sé que la prensa no es el Credo, yo 
sé que la prensa no es fe pública, pero la prensa revela 
cada día, con las imperfecciones de la comunicación so- 
cial, los hechos y las cosas que ocurren. 

No les voy a leer todo, pero déjenme que les lea algu- 
nas noticias: La Asociación pro Derechos Humanos ha re- 
cibido quinientas denuncias por torturas durante este 
año; el fiscal pide dos meses de arresto mayor y un año 
de suspensión para cuatro guardias civiles; reconoce a 
tres guardias que la interrogaron en Inchaurrondo; el juez 
estima que hay razones para procesar por torturas a po- 
licías implicados en el caso Hernani; petición de procesa- 
miento por torturas contra otros veinte agentes; dos guar- 
dias civiles llamados ante el juez por supuestas torturas; 
Juana Goicoechea reconoció a otro presunto torturador. 
No voy a seguir leyendo. 

Creo honradamente, y lo digo aquí porque creo que es 
mi obligación decirlo, que en España, desgraciadamente, 
a estas alturas, dentro de Europa, con todo lo que uste- 
des quieran, que en España, repito, se sigue torturando, 
y se sigue torturando fundamentalmente porque existe 
esta ley. 

Hace ya muchos años yo tuve una polémica muy fuerte 
con el portavoz de un Gobierno anterior. Hace pocos días, 
en una conversación ppr teléfono muy grata, hecha públi- 
ca por radio, me reconocía que yo trabajé, hice mucho, 
con aquello que en aquel momento parecía que iba con- 
tra él, a favor de la democracia. Hoy aquel suceso está 
muy lejos en el tiempo, pero hay un capitán de la guar- 
dia civil procesado, pendiente de juicio. 

iQue todas las denuncias por torturas no se acreditan? 
Naturalmente, la tortura es un delito de muy difícil prur- 
ba, de una prueba dificilísima. Todos los días se produce 
resistencia de la autoridad civil, del Ministerio del Inte- 
rior, frente a la autoridad judicial para evitar que las tor- 
turas puedan ser conocidas y acreditadas. Lean ustedes 
la prensa de ayer. Ven cómo ayer un alto mando, un alto 
cargo de interior fue pr,ocesado por presunta prevarica- 
ción cuando era Jefe de Policía de Bilbao. ¿Que hizo? 
Romper, archivar, esconder, o no dar curso a una denun- 
cia por malos tratos, por torturas. 

Este es el pan nuestro de cada día, y no vale engañarse. 
Nuestra obligación no es andar etéreamente por las nu- 
bes, nuestra obligación es pisar la tierra y darnos cuenta 
de qué efecto práctico, diario y cotidiano tienen nuestras 
leyes, las leyes que aquí aprobamos. 

¿Que todo el servicio de información de Bilbao (no sé 



- 
CONGRESO 

12436 - 
20 DE MARZO DE 1986.-NúM. 277 

cómo se llama la jurisdicción del Ministerio del Interior 
que tiene sede en Bilbao) está procesado? Naturalmente, 
porque realiza actos que son susceptibles de procesamien- 
to. En este asunto, cuando a alguien se le tiene diez días 
detenido, incomunicado y encerrado, sin dar comunica- 
ción a nadie de que se encuentra allí; cuando no se le deja 
que nombre abogado de su elección, etcétera, se invierte 
la presunción de inocencia. Yo mantengo que hay una pre- 
sunción de inocencia para el policía, que luego se verá en 
el juicio oral. Pero, en principio, se invierte, porque cuan- 
do alguien tiene encerrado a una persona durante diez 
días y no da cuenta a nadie, uno está legitimando para 
pensar que algo malo está sucediendo, y que suele su- 
ceder. 

Finalmente, hay, como decía antes, unos límites políti- 
cos. Quiero decir aquí que, en orden a terminar con el 
terrorismo, esta ley no sirve para nada. Pero soy muy mo- 
desto porque hay que decir más. Esta ley es negativa des- 
de el punto de vista de la propia finalidad perseguida. 

Me van a permitir que cite al magistrado Juan Alberto 
Belloch (Rumores.), Presidente de la Sala Segunda de la 
Audencia Provincial de Bilbao; conocido, ilustre magis- 
trado, hijo de un antiguo Gobernador Civil en Guipúzcoa 
y miembro de UCD. Ha escrito un trabajo que se titula: 
uintroducción al estudio de la Ley Orgánica 8/84, de 26 
de diciembre.. En él se interroga: u i U n a  quiebra del Es- 
tatuto de derecho?.. No sé si S S .  S S .  lo han leído o no, 
pero merecería la pena que lo leyeran. Vean ustedes lo 
que nos dice. Donde existe un sistema represivo totaliza- 
dor, es decir, una dictadura fuerte, no existe terrorismo. 
Parece oportuno, aunque repugne, revisar la vieja máxi- 
ma de que los regímenes que recurren a la represión tien- 
den a la autodestrucción. Más cierto, aunque más insatis- 
factorio éticamente, es recordar que tienden a la autodes- 
trucción aquellos regimens políticos que recurren a un 
grado insuficiente de represión. 
¿Qué quiere decir? Quiere decir que en las so 'edades 

modernas, donde se produce esta.situación de terrorismo, 
una de dos: o se mantiene una situación de respeto a la 
ética y a la conveniencia política v ,  sobre todo, al propio 
respeto que se merece a si mismo el Estado de derecho y 
no se pasan ciertos límites, en cuyo caso no sirven para 
nada las leyes'antiterroristas, las leyes especialmente re- 
presivas, como luego añadiré, o se da el paso siguiente v 
entonces se deja de ser una sociedad de derecho, se deja 
de ser un Estado de derecho. Este es el gran problema que 
se plantea a un gobierno democrático: dar el paso y ser 
suficientemente represivo para acabar con todo el terro- 
rismo, o mantener los derechos del Estado de derecho y 
soportar, de alguna manera, porque ésa es la debilidad 
pero también la grandeza del Estado de derecho, del Es- 
tado democrático, el terrorismo. 

No quiero leer todo -no tengo ya tiemp-, aunque sí 
tengo que decir lo siguiente. Lo lógico, desde opciones de- 
mocráticas, no es singularizar, especializar o privilegiar 
negativamente el fenómeno del terrorismo, la misión debe 
ser justamente la contraria: despersonalizar y generalizar 
su tratamiento hasta lograr su plena integración o, me- 
jor, su confusión magmática con el resto de las conductas 
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de transgresión. Dicho en otros términos, si algún papel 
incumbe al derecho en este campo es el de hacer perder 
al terrorismo sus señas de identidad en cuanto éstas cons- 
tituyen su única fuente de nutrición y reproducción. 

Desde el punto de vista del derecho político, del dere- 
cho aplicado a la política, tampoco es bueno mantener 
una ley como ésta. El consejo acertado es derogarla, mo- 
dificarla profundamente pero, sobre todo, pasar al Códi- 
go Penal ordinario, convertir en ordinario, magmatizar 
como decía el magistrado Belloch, de alguna manera el 
comportamiento terrorista. 

Creo que desde esta triple perspectiva: jurídica, ética y 
política, que yo he tratado de exponer, esta ley no es acer- 
tada, lo acertado justamente es lo contrario, es derogar- 
la; que es lo que estoy pidiendo en este trámite. Creo que 
no hacerlo sería exponerse a las duras pero certeras pa- 
labras del profesor Carbonell, que ha escrito un libro, aCo- 
mentarios a la legislación penal, el Derecho penal del Es- 
tado democráticoN, en cuyo tomo 11 nos dedica a noso- 
tros, a los legisladores, estas palabras que, insisto, son du- 
ras, pero yo creo que son acertadas. Dice así: Resulta del 
todo inaceptable el engaño que se pretende al vulnerar 
materialmente la Constitución a través de un farisaico 
respeto a su letra, que sería más propio de servidores de 
un sistema dictatorial que no se atreve a presentarse así, 
que de representantes democráticos de un pueblo que de- 
muestra cada día su amor a la libertad. 

Esto es todo, señores Diputados, muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 

¿Turno en contra? Por el Grupo Parlamentario Socia- 
cias, señor Bandrés. 

lista tiene la palabra el señor Berenguer. 

El señor BERENGUER FUSTER: Señor Presidente, se- 
ñoras v señores Diputados, efectivamente, nos encontra- 
mos de nuevo ante un debate acerca de la oportunidad 
del mantenimiento o la derogación de la denominada le- 
gislación contraterrorista, la Ley Contra la Actuación de 
Bandas Armadas v Elementos Terroristas, de desarrollo 
del artículo 55.2 de la Constitución, 

Como ha reconocido aquí el señor Bandrés, no es la pri- 
mera vez que S .  S :  ha mantenido las mismas posturas de- 
fendidas en el día de hoy, ha repetido los mismos argu- 
mentos, ha mostrado y ha comunicado su opinión contra- 
ria a la existencia de este tipo de legislación. 
Yo quiero, desde esta tribuna, señor Bandrés, porque 

seria injusto no hacerlo, hacer un reconocimiento a la po- 
sición de s. s. v de la formación política que representa 
por los esfuerzos que están haciendo en aras a la pacifi- 
cación del País Vasco, en aras al restablecimiento pleno 
de la  convivencia pacífica en el territorio del que S .  S .  es 
Diputado. Pero tendrá que convenir conmigo yue si S .  S .  
ha mantenido las mismas posturas que con anterioridad 
habíamos oído -y así lo ha reconocid-, no existen ra- 
zones para que el Grupo Parlamentario Socialista, mayo- 
ritario en esta Cámara, varíe tampoco sus posiciones. 

No vamos a repetir aquí cuáles fueron las tesis que en 
los amplios debates tenidos en esta Cámara acerca de la 
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oportunidad de la legislación antiterrorista mantuvimos 
los distintos Grupos parlamentarios. No vamos a hacer 
aquí un balance de la aplicación, de la eficacia, de los usos 
que ha tenido esta ley. La propia ley precisamente man- 
tiene y dispone cuáles son los mecanismos para analizar 
la aplicación de la misma y el control parlamentario. Por 
ejemplo, y muy importante, la comparecencia trimestral 
del señor Ministro del Interior ante la Comisión de Justi- 
cia e Interior, sea la del Congreso, sea la correspondiente 
u homóloga del Senado. Trimestralmente, como todas 
SS. SS. saben, el señor Ministro del Interior comparece 
ante las Cámaras y da cuenta de cuál ha sido el resultado 
de la aplicación de esta ley de diciembre de 1984, y res- 
ponde a las preguntas que SS. S S . ,  o todos nosotros, te- 
nemos a bien dirigirle, y se abre un debate acerca de la 
misma. 

Hay algo que yo quiero recordarle, porque parece opor- 
tuno tenerlo que recordar en este momento. Determina- 
dos preceptos de la ley, por distintas razones de tipo téc- 
nico jurídico (no toda la totalidad de los preceptos de la 
ley, pero sí determinados preceptos de ella) no son unos 
preceptos que estén llamados, en principio, a tener una vi- 
gencia prolongada en el tiempo, sino que limitan su vi- 
gencia a un período de dos atim. 

La Ley de Bandas Armadas, cuya derogación solicita 
S .  S . ,  entró en vigor en el mes de enero de 1985 y, por tan- 
to, nos encontramos cerca -a menos de un año vista- 
de su derogación por haber transcurrido el tiempo. 

Yo creo, señor Bandrés, que será en aquel momento, a 
principios del ano 1987, cuando debamos tener aquí un 
debate en profundidad acerca de la realización de un ba- 
lance de la aplicación de toda la legislación antiterroris- 
ta, de cuáles son las circunstancias anormales que pre- 
suntamente se hayan podido presentar con una aplicación 
indebida, en su caso y también, por qué no, puesto que 
también es un elemento importante de la lucha contra- 
terrorista, cuál es el grado de eficacia que la aplicación 
de sus preceptos ha tenido para luchar contra la lacra del 
terrorismo, contra la lacra de la actuación de las bandas 
armadas, contra la lacra de la actuación de lo que los tri- 
bunales franceses acaban de calificar como asociación de 
malhechores. 

Yo creo, pues, que será en aquel momento cuando de- 
bamos de nuevo -y ningún debate es obvio y superflu- 
analizar en profundidad todos y cada uno d e  los supues- 
tos que se hayan podido producir por si allí y entonces se 
considera oportuno todavía mantener una legislación de 
este tipo, no por un capricho, no por una voluntad de nin- 
gún Grupo político, sino por la consideración que puedan 
tener presuntamente y en algún caso Grupos políticos ma- 
yoritarios de esta Cámara, porque las causas que hacen 
necesaria la existencia de una legislación contraterroris- 
ta no hayan desaparecido. 

¡Qué más quisiéramos desde el Grupo Parlamentario 
Socialista! Es más, yo estoy convencido de que ¡qué más 
quisiéramos, sin lugar a dudas, la totalidad de los Gru- 
pos Parlamentarios de esta Cámara, la totalidad de los Di- 
putados individuales de esta Cámara, que allá en 1987 no 
fuera necesaria la prolongación de la vigencia de ningu- 

no de los preceptos de esta Ley! Ello significaría, señor 
Bandrés, que las causas que hace necesaria la existencia' 
de una legislación especial de estas características habría 
desaparecido. Es más, yo me atrevería a decir que ¡qué 
más quisiéramos desde el Grupo Parlamentario Socialis- 
ta, y qué más quisiéramos la totalidad de los Diputados 
de esta Cámara que, en fecha de hoy, poder votar a favor 
de la proposición de ley que S .  S. ha defendido! N o  por 
otras razones, no por las razones estrictamente que S. S .  
ha mantenido aquí, sino porque ya hubiera desaparecido 
el fenómeno que la hace aconsejable, que la hace, más 
aún, necesaria. 

La primera pregunta que habría que contestar, y que 
yo me permito formular a la Cámara, es si en este poco 
más de un ano de vigencia de la Ley antiterrorista, de di- 
ciembre de 1984, han variado las circunstancias que pro- 
movieron a presentar un proyecto de ley ante esta Cáma- 
ra y que promovieron a que la inmensa mayoría de los Di- 
putados de la misma la apoyaran con su voto favorable. 

Hay que reconocer -porque justo es realizarl<t que 
en materia de lucha contra el terrorismo, contra la actua- 
ción de las bandas armadas, ha habido progresos eviden- 
tes, progresos en los que me permito manifestarle cuál es 
mi opinión personal, que han sido debidos gracias a la 
aplicación de esta ley. Por tanto, hay que reconocer que 
algunos progresos ha habido. Todos predecimos, todos he- 
mos mantenido que la lucha contra el. fenómeno terroris- 
ta es una lucha larga, dilatada en el tiempo, y que no han 
desaparecido plenamente las causas. Se ha avanzado, dc 
acuerdo, pero no ha desaparecido aún, lamentablemente, 
el fenómeno terrorista. Y si tal es así, y si perviven, aun- 
que disminuidas, las circunstancias que aconsejaron en 
su día la promulgación de una legislación de este tipo, es 
evidente que no concurren aquí y ahora las circunstan- 
cias que hacen aconsejable su derogación. 

No vamos a entrar aquí de nuevo en argumentos larga- 
mente repetidos acerca de si es necesario o no una legis- 
lación especial antiterrorista. No vamos a repetir aquí, 
una vez más, puesto que se ha dicho por voces mucho más 
autorizadas que la mía, cómo todos los países que han  su- 
frido la lacra del terrorismo han dispuesto -incluso sin 
un engarce constitucional, como ocurre en España- de 
una legislación especial antiterrorista que ha servido y ha 
sido eficaz para combatir el fenómeno terrorista y la ac- 
tuación de las bandas armadas. 
Yo podría preguntar aquí también si ha resultado efi- 

caz en su aplicación, si ha sido posible el avanzar en la 
lucha antiterrorista con la legislación que S .  S .  pretende 
derogar. Ahí están los datos -no voy a repetirlos- ma- 
nifestados y puestos en conocimientqde la Cámara por el 
señor Ministro del Interior en sus respectivas compare- 
cencias ante la Comisión de Justicia e Interior. A ellos, se- 
ñor Bandrés. me remito. 

Mi opinión -y respeto cualquier otra contraria, como 
siempre- es que ha sido un instrumento eficaz y necesa- 
rio. Su señoría mantiene que se han podido producir des- 
viaciones, abusos de poder, vulneración de los derechos 
humanos en aplicación de los distintos preceptos de esta 
ley. No vamos a entrar en un debate -y no voy a hacerlo 
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por mi parte- en el que yo, en representación del Grupo 
Parlamentario Socialista, vaya a negarle determinados 
datos. No vamos a hacerlo así. N o  vamos a entrar en la 
certeza o falta de certeza de algunos de los datos que han 
podido ser mencionados por S .  S .  Vamos a admitir teóri- 
ca, hipotéticamente, a efectos dialécticos exclusivamente, 
y sin que de ello pueda deducirse más que su propia ad- 
misión, que se hayan podido producir abusos en la apli- 
cación, pero es que su propia senoría me ha reconocido 
cómo en aplicación 'de los preceptos, no  solamente de la 
ley que S .  S.  pretende derogar, sino del conjunto de los 
preceptos de la legislación espanola, se han puesto los re- 
medios para que esto no ocurra; se han puesto los remc- 
dios en el sentido de que se ha procesado, en su caso, a 
los culpables; de que se han abierto sumarios, se han pro- 
ducido denuncias y de que las denuncias, cuando se ha de- 
mostrado la realidad de los hechos, han producido proce- 
samientos y tambikn, en algunos casos, condena. 

iOué mayor prueba de validez de la pervivencia del sis- 
tema que cuando el que se sale del sistema, el que abusa 
de alguna de las prerrogativas que le concede la lev es cas- 
tigado por los propios mecanismos de la ley? Si esto se 
produce -e insisto en que estamos hablando y admitién- 
dolo en términos dialécticos v hablando en términos hi- 
potéticos-, ¿qué mayor garantía para la pervivencia de 
la ley, para la pervivencia del sistema que cuando alguien 
se salga de los cauces establecidos por e l  sistema, que 
cuando alguien no respete los derechos fundamentales en 
la ley, reconocidos por la lev y por la Constitución, cuan- 
do alguien se salga de esos cauces sea el propio sistema 
el que se encargue de corregir los abusos? Este es el Es- 
tado de Derecho, senor Bandrés, como S.  S. conoce per- 
fectamente. 

Otra cosa: derogar una legislación que consideramos, 
algunos, necesaria; derogar una legislación que se ha de- 
mostrado eficaz en su aplicación para los fines que persi- 
gue y para la defensa del provecto político quc persigue 
y que, al fin y al cabo, no es más que la democracia, la 
convivencia, la paz y la libertad, me parece que no  es el 
criterio más adecuado. Existen en la propia Iev los siste- 
mas para evitar que se produzcan abusos. Existen -aun- 
que S.  S. no lo haya querido reconocer expresamente- la 
intervención judicial. Cuando se prorroga la detención 
existe un control judicial; existe tambikn un control par- 
lamentario, y lo he dicho anteriormente; existe tambikn 
-y el propio párrafo 2 del número 2 del artículo 55 de la 
Constitución así lo preve- unas medidas rígidas y duras 
para todos aquellos que se salten los procedimientos es- 
tablecidos en la ley y que hagan desaparecer o se salten 
las garantías que la propia legislación establece. 

Yo no voy a defender, en absoluto -nunca lo he hecho, 
ni nadie del Grupo Parlamentario Socialista lo ha he- 
cho-, la afirmación realizada por S.  S .  de que ninguna 
libertad cabe para e¡ liberticida. Para el liberticida, como 
para cualquier tipo de delincuente, todos los derechos y 
garantías reconocidos en la Constitución v en la legisla- 
ción. Todos. Absolutamente todos. Pero tambien hav que 
reconocer que, desde la postura de la responsabilidad, no 
es licito, no es admisible v ,  por tanto, no va a votar el Gru- 

po Parlamentario Socialista a favor de quitar a quienes 
luchan contra la barbarie terrorista un instrumento efi- 
caz. 

Su señoría ha manifestado aquí que existen algunas 
opiniones fuera de la Cámara -y ha totalizado las opi- 
niones contrarias a la legislación que S. S. pretende de- 
rogar-, que existen opiniones contrarias a la existencia 
de este tipo de legislaciones. Ha dicho S. S .  que es difícil 
encontrar opiniones favorables. Para encontrar opiniones 
favorables no tiene S .  S .  que recorrer un largo trecho, no 
tiene S .  S .  que buscar demasiado. En esta misma Cáma- 
ra, más del 90 por ciento de los Diputados estamos a fa- 
vor, como representantes del pueblo espanol, de la Ley 
que S .  S., con la proposición de ley que presenta en el día 
de hoy, pretende derogar. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 

Senor Bandrés. 
cias, senor Berenguer. 

El señor BANDRES MOLET: Señor Presidente, señoras 
y señores Diputados, tengo que agradecer al señor Beren- 
guer que haya reconocido públicamente el esfuerzo per- 
sonal y el esfuerzo de mi Partido por la pacificación de 
nuestro pueblo vasco y por la tranquilización y normali- 
zación de todo el pueblo español, porque es cierto que si 
desaparecieran algunas cosas, como todos deseamos aquí, 
sería más fácil la discusión. Pero compruebo una vez más 
que no estamos de acuerdo o, al menos. no estamos de 
acuerdo públicamente, porque pienso que muchas veces 
-no me refiero a S.  S .  en particular-, muchas veces, las 
expresiones y manifestaciones que deben hacerse por ra- 
zones políticas de modo público no suelen coincidir con 
las personales y particulares. 

Lo cierto es que lo oficial es que el Grupo Socialista no 
está de acuerdo, como tampoco lo están otros Grupos, con 
mi propuesta de derogación de la Ley antiterrorista. 

Me dice el senor Berenguer que hay un elemento im- 
portante de control de esta Ley, que es la comparecencia 
del señor Ministro del Interior. Yo  la he calificado, y tam- 
bien desde aquí o en Comisión -no recuerdo ahora-, de 
comparecencia ridicula. Es decir. es una comparecencia 
estadística en la que los Diputados no tenemos el más mi- 
nimo elemento de contraste. Si a mí me dice el Ministro 
del Interior: Hemos detenido a 3.725 personas y 3.403 son 
culpables. y o  no tengo ningún elemento, ningún dato, que 
pueda presentar frente a los del Ministro para decir que 
eso no es cierto. Tengo que fiarme de la veracidad del Mi- 
nistro. Pues, fiándome de la veracidad del Ministro, en su 
última Comparecencia nos dijo que el 36 por ciento de las 
personas detenidas al amparo de la Ley antiterwrista fue 
puesto a disposición judicial. El 36 por ciento. Y no nos 
ha dicho cuántas fueron puestas inmediatamente en l i -  
bertad por el Juez, sin cargo. No nos lo ha dicho. Y o  tam- 
poco lo sé, pero son bastantes. Y quiere decir que de 731 
personas detenidas, 260 fueron llevadas a presencia del 
juez v 371 fueron, injusta e ignominiosamente, sometidas 
a una Lcv antiterrorista, sin ser terroristas. Eso lo hemos 
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podido deducir de la comparecencia última del señor Mi- 
nistro. Y me da pena que 371 ciudadanos, si son ciertos 
los números que nos ha dado el Ministro, hayan sufrido 
esa situación vejatoria de modo innecesario. 

Me dice el señor Berenguer: Mire usted, esta asociación 
(se refiere a ETA, evidentemente) ha sido declarada por 
la Justicia francesa como asociación de malhechores. Eso 
es lo que estoy pidiendo, señor Berenguer; lo que les pido 
a ustedes es que hagan uso del Código Penal ordinario y 
llamen malhechores a los malhechores. Los franceses, 
mucho más listos que nosotros, señor Berenguer, no han 
caído en la tentación de hacei una ley antiterrorista -y 
sufren terrorismo en su tierra-, sino que llaman malhe- 
chores a los malhechores y castigan con igual pena a los 
malhechores de ETA que se confabulan en su territorio 
para hacer atentados aquí o allí, que a una asociación de 
proxenetas, que de tráfico de drogas, porque todos esos 
son delitos comunes. Ustedes, precisamente con esta Ley, 
hacen del delito común un delito político; ustedes rodean 
de un halo a una actividad penal, que podría no estar ro- 
deada de ese halo, al convertirla en una actividad penal 
ordinaria y castigarla con arreglo a la ley, al Código Pe- 
nal ordinario, con la Ley de Enjuiciamiento Criminal, que 
es suficiente. Y eso es lo que digo y o  y’lo que dicen los 
franceses, y usted me trae ese argumento como argumen- 
to en su favor. (Un senor DIPUTADO: N o  estamos en 
Francia.) 

Me diie: Ya tendremos ocasión en 1987 de ver qué ha 
pasado con esta Ley. Mire, yo no sé qué va a pasar en 
1987, ni si vamos a tener ocasión o no de poder estudiar 
el resultado de esta Ley en su conjunto, pero me atrevo a 
decir que de aquí a entonces nos vamos a encontrar con 
que tendremos -Dios no lo quiera- otras  alm me rías^ y 
otras situaciones semejantes, y es terrible esperar a 1987 
a que ocurra eso para lamentarnos luego aquí. Mejor exi- 
gir que eso ocurra ahora, porque lo que ocurre con esta 
Ley, señor Berenguer, no son meras desviaciones, no, a ve- 
ces son asesinatos. Es decir, que lo de Almería fueron ase- 
sinatos pronunciados así en un juicio contradictorio con 
derecho a la defensa, esa defensa que se negó, en cambio, 
a otros contrarios y que.a ellos se les ofrece, que me pa- 
rece muy bien, pero son asesinatos. No todos los países eu- 
ropeos, señor Berenguer, y no sólo Francia, han hecho le- 
yes antiterroristas, han magnificado el delito de terroris- 
mo y lo han privilegiado de alguna manera negativa, pero 
privilegiado en definitiva; solamente Italia y Alemania y 
ahora también España, pero otros países no. Entonces, no 
hay por qué sacar aquí que en toda Europa se hacen le- 
yes antiterroristas, porque no es cierto, y aquí hay que de- 
cir la verdad. 

Le digo únicamente eso: que cuando volvamos a reu- 
nimos a ver esta Ley -y hablaremos más de una vez, por- 
que yo pienso presentar siempre proposiciones de dero- 
gacibn de esta Ley siempre que se trate de un hecho real- 
mente grave, no por los hechos cotidianos, que, aunque 
son graves, yo los paso por alto a esta finalidad-, y vol- 
veremos a hablar en 1987, ustedes tendrán que pasar por 
la vergüenza de ver pegatinas como las que yo he visto 
ayer que llevaba la gente, en las que se decía: *Primer 

concurso de natación con esposas” (El orador hace un ges- 
to uniendo ambas munecas) (pero de estas esposas, no de 
las otras). «Inscripción en el primer cuartelillo más cer- 
cano de la Guardia Civil.» 

Muchas gracias. 

El senor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 

Tiene la palabra el señor Berenguer. 
cias, señor Bandrés. 

El señor BERENGUER FUSTER: Gracias, senor Pre- 
sidente. 

Mire, señor Bandrés, estoy convencido de que cuando 
algún miembro del Partido Socialista de Euskadi, PSOE, 
lee determinados carteles o determinadas pintadas exis- 
tentes en el País Vasco, donde acusan a S .  S .  y donde acu- 
san a la organización política que S .  S .  preside de cola- 
borar con la Policía, siente vergüenza, cualquier miem- 
bro del Partido Socialista, porque sabe que es injusto. Yo 
espero de la bonhomía de S .  S .  que cuando lea determi- 
nadas pegatinas, determinados carteles que contienen 
acusaciones injustas contra el Gobierno o contra la actua- 
ción del Grupo Parlamentario Socialista, también sienta, 
cuanto menos, esa sensación de vergüenza (Algunos seño- 
res DIPUTADOS: ;Muy bien!), porque me parece injusto, 
me parece tremendamente injusto que S .  S .  vuelva a ha- 
cer mención aquí -y no lo he querido citar anteriormen- 
te- de lo ocurrido con el «caso Almería., cuando todo el 
mundo sabe que aquellos lamentables sucesos ocurrieron 
en el año 198 1 ,  en 198 1 ,  y lo ,que S .  S .  está proponiendo 
en el día de hoy es la derogación de una Ley que tiene fe- 
cha de diciembre de 1984. Acusar a la legislación promo- 
vida por el Gobierno socialista, y apoyada por muchos 
Grupos de esta Cámara -y también mayoritariamente 
por el Grupo Parlamentario Socialista- de lo que ocurrió 
tres años antes, me parece que es un ejercicio bastante im- 
procedente de la retroactividad de las leyes. 

Yo pienso que el Grupo Parlamentario Socialista con- 
sidera y ha considerado siempre que las comparecencias 
del señor Ministro ante la Comisión pueden ser cualquier 
cosa menos ridículas. Su señoría ha manifestado en otras 
ocasiones que la aplicación de preceptos del Reglamento, 
de carácter reglamentario, impedía la existencia de un de- 
bate, porque impedía a cualquiera de los intervinientes 
la existencia de dos turnos. Sabe S .  S .  perfectamente, aun- 
que no haya asistido a la última sesión informativa, cele- 
brada el 21 de febrero del presente año, de la Comisión 
de Justicia e Interior -sus razones tendría, que respeto 
profundamente-, que en esa comparecencia y en otras 
anteriores han existido los dos turnos, como S .  S .  con an- 
terioridad ha solicitado. 

Dice que los datos son insuficientes. Desde luego, los da- 
tos son los que son y no se pueden citar esos datos falsea- 
dos, porque S .  S .  ha hecho una tergiversación -y permí- 
tame que se lo diga- de los datos manifestados en la úl- 
tima comparecencia - e n  ausencia, por cierto- del senor 
Ministro del Interior, y dice que de 731 casos de deteni- 
dos al amparo de esta Ley, solamente 260, es decir, el 36 
por ciento del total de las detenciones, fueron puestos a 
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disposición judicial. Pero lo que S .  S .  ha omitido -no hay 
que olvidar que parte de la verdad no es toda la verdad- 
es que, en la propia comparecencia, el Ministro manifes- 
tó que de esas 371 detenciones solamente en 210 supues- 
tos se solicitó la prbrroga de la detención; solamente en 
2 10 supuestos. 
Y basando S .  S .  la argumentación para la derogación 

de esta Ley en el hecho de la prórroga de la detención, 
del alargamiento hasta los diez días, tendrá que convenir 
conmigo que en un número inferior de supuestos -210 
frente a 26& se produjo, se solicitó y se obtuvo la prórro- 
ga de la detención de los supuestos que culminaron en la 
puesta a disposición judicial de los detenidos. Por tanto, 
señor Bandrés, no es cierto que se puedan utilizar las ci- 
fras como S .  S .  lo ha hecho. 

No  nos ponga ejemplos. Yo he pasado muy suavemente 
sobre los ejemplos de la legislación comparada; ésta tie- 
ne un valor relativo; lo hemos dicho todos aquí: es cierto: 
toda la legislación comparada siempre tiene un valor re- 
lativo, porque para ver si estamos ante los mismos su- 
puestos hay que analizar no solamente el contenido de la 
legislación, sino también el engarce constitucional que se 
tiene, el engarce constitucional del que se parte y del que 
la determinada legislación antiterrorista es consecuencia, 
para ver si es conveniente o necesaria la existencia de esta 
legislación. No  solamente han sido los dos paises que S .  S .  
ha dicho; también el Reino Unido de la Gran Bretaña tuvo 
en su día, y tiene todavía, una legislación especial an- 
t i  terrorista. 

No me ponga S .  S .  el ejemplo de Francia, porque con- 
siderar que la forma de golpear el fenómeno terrorista en 
Francia es equiparable a cómo golpea en España, creo que 
supone una exageración. Estoy convencido (y eso es, al fin 
v al cabo, una presunción; no voy a discutir si S .  S. o cual- 
quier otro Diputado me llevan la contraria) de que si en 
el Estado francés, en la República francesa golpeara el fe- 
nómeno terrorista con la misma cuantía, con la misma 
gravedad que lo ha hecho en los últimos años en España, 
también considerarían necesaria la existencia de una le- 
gislación especial. 
' 

Créame, señor Baidrés, yo estoy convencido de que qui- 
Lá en breve plazo podremos convenir todos, absolutamen- 
te todos, en que no es necesaria una legislación antiterro- 
rista, absolutamente todos. Pero ello será, no por volun- 
tarisrno político, no porque se puedan producir abusos en 
el ejercicio de los derechos que la propia legislación re- 
conoce, sino porque haya desaparecido ese fenómeno 
terrorista. Esperemos y confiemos todos que eso sea en 
breve plazo. 

Muchas gracias. 

El senor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Mu- 

¿Algún Grupo Parlamentario desea fijar su posición en 

Por el Grupo Parlamentario Popular tiene la palabra el 

chas gracias, señor Berenguer. 

el debate? (Pausa.) 

señor Ruiz Gallardón. 

El señor RUIZ GALLARDON: Señor Presidente, seno- 

rías, el Grupo Parlamentario Popular anuncia en este mo- 
mento que va a votar en contra de la toma en considera- 
ción de la proposición de ley defendida, en nombre del 
Grupo Mixto, por el Diputado señor Bandrés. 

Mi intervención va a ser brevísima, señor Bandrés. Y 
lo va 'a ser porque creo que cuanto había que decirle, en 
orden a una crítica pormenorizada de las afirmaciones de 
S .  S .  ha sido, en gran parte, dicho ya. 
Yo, que he sido uno de los que he criticado en un punto 

concreto, sólo en un punto, esa ley en orden a su posible 
inconstitucionalidad -me refiero a la obligatoriedad de 
las decisiones del Fiscal para con el Poder Judicial-, ten- 
go que decirle, sedoría, que,.sin embargo, me parece que 
esa ley es manca; que le faltan determinados instrumen- 
tos que impidan un uso torticero de la misma, y no pre- 
cisamente por los servidores de las Fuerzas de Orden Pú- 
blico, sino precisamente en contra de esos mismos ser- 
vidores. 

Mire usted, señor Bandrés, cuando se siguen producien- 
do asesinatos, cuando se siguen produciendo, día a día, 
determinadas denuncias, que luego resultan falsas, y el 
Ministerio Fiscal, -todavía no sé por qué- no hace uso 
del derecho y la obligación que le confiere su propio es- 
tatuto y la legislación española en orden a la persecución 
de los posibles delitos de calumnias, injurias, acusaciones 
o denuncias falsas: cuando se trata de desmentir desde de- 
terminadas posiciones todo el aparato de seguridad del 
Estado, sencillamente por el procedimiento hábil de ci- 
tar a unos policías que han cumplido con su deber para 
ser reconocidos en rueda -más de 600, señor Bandrés, en 
los cuatro primeros meses- v de esa manera desarticu- 
lar la organización que hace posible una cierta paz ciu- 
dadana, que todavía no es completa, a mí me suena que 
lo que ha dicho S .  S .  aquí puede que tenga su justifica- 
ción en defensa de los terroristas, de los presuntos terro- 
ristas o de los que, sin serlo, se ven molestados por la car- 
ga del proceso;, pero me da la sensación también de que 
S .  S .  olvida intencionadamente la defensa de esos otros 
servidores del orden publico, que sería el primero, el más 
obligado, porque es de aquella tierra, en asumir desde 
esta tribuna. 
Yo no se si eso obedece a una intencionalidad, ni somos 

quien para juzgarlo. pero entiendo que seguir un momen- 
to más en el uso de la palabra sería hacer el juego que us- 
ted en este momento, objetiva o subjetivamente, está pre- 
conizando de que de este tema se siga hablando, y se siga 
hablando en perjuicio de una legislación que todos con- 
sideramos indispensable. 

Nada más. muchas gracias. 

El senor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Vamos 
a proceder a la votación. 

Toma en consideración de la proposición de ley del Gru- 
po Mixto sobre derogación de la Ley Orgánica 9í1984, de 
26 de diciembre, contra la actuación de bandas armadas 
y elementos terroristas y de desarrollo del artículo 55.2 
de la Constitución. 

Comienza la votación. (Pausa.) 
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Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 190; a favor, 10; en contra, 171; abstenciones, 
nueve. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Oue- 
da, por consiguiente, rechazada la toma en consideración 
de la proposición de ley del Grupo Parlamentario Mixto 
sobre derogación de la Ley Orgánica 911984. de 26 de 
diciembre. 

- DEL GRUPO POPULAR, SOBRE PROTECCION DE 
MENORES 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Toma 
en consideración de la proposición de ley del Grupo Par- 
lamentario Popular sobre protección de menores. Tiene 
la palabra el señor Sanabria para su presentación y 
defensa. 

El señor SANABRIA ESCUDERO: Con la venia, señor 
Presidente. 

Señoras y señores Diputados, vamos a hablar en esta 
toma en consideración de otros derechos humanos, de los 
derechos humanos de un sector de la población de los que 
apenas se habla; de los derechos humanos de un sector 
de la población que casi no tiene voz; de los derechos hu- 
manos de un sector de nuestra sociedad que casi no tiene 
valedores. Me refiero a esta proposición de ley que tiene 
el honor de presentar el Grupo Parlamentario Popular y 
que pretende la protección de aquellos menores de diez a 
dieciséis años que realizan hechos que, en el caso de que 
fueran mayores de edad penal, hubieren constituido deli- 
tos o faltas; me refiero a una proposición de ley en la que, 
sin perjuicio de los derechos que tienen las Comunidades 
Autónomas, se intenta poner en práctica aquel artículo de 
la Constitución, que es el artículo 39.3, según el cual los 
menores tienen derecho a exigir del Estado la normativa, 
la promulgación de disposiciones legales en las que se 
protejan los derechos humanos de los menores. Una ley 
que, ante la falta de iniciativa de otros Grupos Parlamen- 
tarios, toma sobre sí el Grupo Parlamentario Popular, en 
la casi seguridad de que, a lo mejor, el grupo mayoritario 
pueda tomarla en consideración. 

Una ley que tiene cinco capítulos, en el primero de los 
cuales se refiere a las disposiciones de carácter general; 
en el segundo -son las líneas generales del proyect- se 
refiere a la competencia, organización y funcionamiento 
de los Tribunales Tutelares de Menores; en el tercer ca- 
pítulo se trata del procedimiento, distinguiendo el proce- 
dimiento con la audiencia previa y luego el procedimien- 
to verbal; en el cuarto, de los capítulos, de las medidas a 
adoptar frente a los hechos o realizaciones del menor de 
edad, desde la simple amonestación hasta su interna- 
miento en establecimientos cerrados; en el último capf- 
tulo se refiere a la ejecución de las sanciones, terminando 
con las disposiciones adicionales, disposiciones‘finales y 
disposición derogatoria. 

Una ley, que, en líneas generales, intenta introducir, 

dentro del ordenamiento legislativo español, la figura de 
un juez que pertenece a la carrera; que intenta introducir 
en el ordenamiento legislativo español una figura nueva 
que es el vigilante y la sección de vigilancia, que persigue 
la contrastación y el cumplimiento de los derechos de los 
menores, la adecuación de las medidas adoptadas me- 
diante acuerdo dictado por el tribunat y ,  al mismo tiem- 
po, la duración y la adecuación de estas medidas, la po- 
sibilidad de su revisión; que introduce también, como 
adscrito al Tribunal Tutelar de Menores, algo que parece 
desconocido y que cae por su propia base, como es el he- 
cho de la existencia de un médico forense, que debe ser, 
y es, según la ley, el titular de un equipo de expertos en 
materia de psicología, etcétera, de adecuación al trata- 
miento de los menores de edad, que potencia la policía 
masculina y la policía femenina y que viene a ser, en de- 
finitiva, la consagración de un precepto, dentro de nues- 
tra Ley Orgánica del Poder Judicial, de la disposición adi- 
cional, en la cual el juez pertenece a la carrera y,  al mis- 
mo tiempo, el Tribunal Tutelar de Menores no constituye 
una jurisdicción especial, sino una jurisdicción ordinaria 
que está sometida al Consejo General del Poder Judicial. 

Nadie, absolutamente nadie, nos podrá decir que es una 
ley ¡necesaria. Muy por el contrario, es una ley absoluta- 
mente necesaria. Basta la consideración de un conjunto 
de circunstancias. En primer lugar, que la materia que in- 
tenta regular este proyecto de ley tiende a sustituir otro 
Decreto, que es Decreto del año 1948, en el cual se regu- 
laba esta materia mediante la constitución de los Tribu- 
nales Tutelares de Menores, integrados por jueces que no 
son de carrera y que realmente no tienen, pese a la mu- 
cha voluntad de eficacia, ningún medio material ni eco- 
nómico, no tienen ninguna colaboración para que puedan 
ser eficaces. 

Ha habido no solamente ese cambio profundo que su- 
pone el tiempo pasado desde junio de 1948 al ano 1986, 
sino también unos cambios normativos profundos que in- 
ciden de un modo directo, o al menos indirecto, en todo 
lo que se refiere a este sector de la población que son los 
menores. Una Ley del divorcio, una Ley de despenaliza- 
ción de la droga, una Ley sobre tutela, Reforma del Códi- 
go penal, Reforma del Código Civil, que nadie podrá ne- 
gar que son sustancialmente causas fundamentales para 
que se tienda a la necesidad de buscar otro ordenamiento 
legislativo en el que se pretenda la protección de estos de- 
rechos humanos del menor. Pero ha habido también, al 
lado de estos acontecimientos normativos profundos, 
cambios en la sociedad. Nadie nos podrá negar la existen- 
cia de unas nuevas costumbres desde el ano 1948 al ano 
1986; nadie nos podrá negar la existencia de una terrible 
lacra, que es el paro; el paro de los padres y de las ma- 
dres de estos menores que, naturalmente, incide en la for- 
mación del menor y que nos obliga a buscar unos princi- 
pios tuitivos, de los que hoy carece ese menor de diez a 
dieciséis atios. 

Es, por otra parte, esta ley no solamente necesaria, 
como decía antes, sino también una ley obligada, prime- 
ro, por que as1 lo determina el artículo 39, párrafo 4.”, de 
la Constitución Espariola, en el cual se da derecho al me- 
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nor para exigir del Estado, del poder del Estado, ordena- 
mientos legislativos que protejan estos derechos; en se- 
gundo lugar, porque la Ley Orgánica del Poder Judicial, 
en su disposición adicional primera, no permite ya la exis- 
tencia de los Tribunales Tutelares de Menores de la ma- 
nera en que hoy están organizados, de la manera en que 
hoy son competentes y tienen sus funciones. 

Es necesario que los Jueces y Magistrados pertenezcan 
al Poder Judicial y es necesario también terminar con ju- 
ridcicciones especiales, que se sometan, dentro del Con- 
sejo General del Poder Judicial, como otra jurisdicción de 
carácter ordinario, si bien jurisdicciones ordinarias, pero 
espgcializadas en cuanto a la materia de que se trate. 
Y tan es así, tan necesario y obligado es que precisa- 

mente en el día de ayer, o en el de anteayer, se han ter- 
minado en Madrid unas jornadas organizadas por la Aso- 
ciación Pro Derechos Humanos, y una de las conclusiones 
en las que se asientan los estudios realizados durante es- 
tas jornadas, que fueron inauguradas por el Defensor del 
Pueblo, senor Ruiz-Giménez, es precisamente esta conclu- 
sión que viene preconizando el Grupo Parlamentario 
Popular. 

Es absolutamente obligado, es absolutamente necesa- 
rio, es absolutamente oportuno que termine esa normati- 
va histórica que ya no sirve, que está totalmente vacía de 
contenido y que le demos, con arreglo a la orientación le- 
gislativa del nuevo ordenamiento jurídico espanol, una 
nueva disposición legal, y esa disposición legal es preci- 
samente esta proposición de ley que yo me honro en de- 
fender y que pido a los distintos Grupos Parlamentarios 
de esta Cámara que, en atención al contenido, en aten- 
ción a sus circunstancias, en atención a la necesidad y a 
la obligación legal de tenerla, se tome en consideración, 
para que esta iniciativa legislativa sea el punto de arran- 
que que nos dé un conjunto'de ordenamiento que sirva 
para la protección de los derechos humanos del menor. 

Nada más. 

El senor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Mu- 
chas gracias, setior Sanabria. 

iTurno en contra? (Pausa.) 
iGrupos Parlamentarios que desean intervenir para f i -  

Por.el Grupo Parlamentario Socialista, tiene la palabra 
jar su posición? (Pausa.) 

cl señor Moya. 

El señor MOYA MILANES: Gracias, senor Presidente. 
Señorías, voy a anunciar, de entrada, que el Grupo So- 

cialista va a votar negativamente la toma en considera- 
ción de esta proposición de ley. Pero hemos utilizado el 
turno de explicación o fijación de posiciones, en lugar del 
turno en contra, porque no estamos en desacuerdo abso- 
lutamente, por supuesto, con la filosofía y con el conteni- 
do de la proposición de ley que hoy nos presenta el Gru- 
po Popular. A l  contrario, la filosofía que refleja esta pro- 
posición de ley y las propias palabras del señor Sanabria 
evidencian que necesitamos un cambio en la legislación 
sobre la jurisdicción de menores, porque, evidentemente, 
se ha producido un cambio en el tratamiento de la delin- 

cuencia infantil y juvenil, pasando de ópticas estricta- 
mente sancionadoras a claros enfoques de reinserción so- 
cial y educacional. Existe, evidentemente, también un cla- 
ro desfase.de1 sistema procesal sobre el tema, que sigue 
regulado por el Decreto de 11 de junio de 1948, que es 
una legislación obsoleta, paternalista, con una atribución 
a órganos jurisdiccionales peculiares, como son los Tri- 
bunales Tutelares de Menores, que no se hayan incardi- 
nados en el Poder Judicial y cuya mera existencia vulne- 
ra el artículo 117.5 de la Constitución, como ha dicho el 
senor Sanabria. Eq todo eso estamos de acuerdo. 

Es necesaria también, evidentemente, esta legislación, 
atendiendo no sólo a preocupaciones de organización o 
competencia jurisdiccional, por importantes que sean, 
sino que ante todo es un problema sustantivo quebrar esta 
orientación, como digo, paternalista y represiva, que no 
propicia la asunción de responsabilidad por parte del me- 
nor y dificulta el proceso de maduración y socialización. 

También hay reparos graves en la legis1,ación actual al 
Derecho procesal de menores. No voy a entrar en este mo- 
mento en ellos. 

La expresa declaración tuitiva, por otra parte, respecto 
de los menores, que hace nuestra Constitución en el artí- 
culo 39.4, aconseja la necesidad de una reforma sobre la 
legislación de menores. 

Estamos de acuerdo con la filosofía, estamos de acuer- 
do, incluso, con el contenido, con la estructura, con las l i -  
neas maestras de la proposición de ley que hoy nos pre- 
senta el Grupo Popular; por eso no voy a entrar en el con- 
tenido de fondo, porque, en definitiva, hago ya de entra- 
da La observación inicial de que es bastante compartible, 
muv aprovechable v ,  salvo algunas incorrecciones, algu- 
nos defectos técnicos o algunas lagunas, que pueden sub- 
sanarse perfectamente, el fondo de la filosofía de la pro- 
posición del Grupo Popular es asumible. 

Pues bien, si es asumible la filosofía de fondo, si la es- 
tructura y las líneas maestras son en gran parte aprove- 
chables, ustedes se estarán preguntando por qué el Gru- 
po Socialista vota negativamente esta proposición de ley. 

Cuando leí la proposición de ley, la primera cuestión 
que me asaltó fue la siguiente: esta proposición de lev no 
tenía o no tiene el aire de otras proposiciones, iniciativas 
o filosofías del Grupo Popular defendidas en esta Cámara 
en temas colaterales o próximos, como pudo ser la refor- 
ma del Código Penal, o algunas iniciativas en torno a pro- 
tección familiar, etcétera. Entonces me pregunté qué ha- 
bía ocurrido con este cambio en cuanto a la estrategia o 
en cuanto a la filosofía en torno a estos temas. iSe había 
producido una conversión ideológica del Grupo Popular 
en esta materia? Si así fuera, bienvenida sea, evidente- 
mente. Pero vo creo que la explicación es mucho más sen- 
cilla que todo eso. Tengo que decir con toda contunden- 
cia que ustedes, ni más ni menos, al presentar esta pro- 
posición de ley han copiado literalmente, textualmente 
-y tengo aquí los datos y las pruebas-, el anteproyecto 
provisional del Gobierno socialista, publicado en 1985 en 
el libro #Jornadas de Estudio de la Legislación del Me- 
nor., editado por el Ministerio de Justicia, Consejo Supe- 
rior de Protección de Menores. No me podrá usted des- 
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mentir esta afirmación, y cuando usted quiera podemos 
cotejar artículo por artículo la proposición de ley con este 
anteproyecto publicado, ya digo, por el Ministerio en este 
libro que tengo aquf delante. 

La identidad es tal en casi todos los artfculos que ape- 
nas si se han tomado la molestia de modificar las pala- 
bras ni el estilo y,  a veces, ni las puntuaciones. Las varia- 
ciones son mínimas, prácticamente intrascendentes, casi 
de estilo y hay algunas correcciones envidentemente. Yo 
tengo cotejado todo el articulado y, repito, las variacio- 
nes son escasas. N o  voy a cansar a la Cámara haciendo 
una comparación de los 60 artículos que tiene la propo- 
sición de ley con los 6 0  ó 62 artículos que tiene el ante- 
proyecto del Ministerio de Justicia. Insisto en que sería 
cansar a la Cámara con una repetición de texto que, ya 
digo, ofrece escasas variaciones. Incluso su celo copiador 
les ha llevado a no subsanar cuestiones que no eran error 
en el anteproyecto y sí lo son en la proposición de ley. Por 
ejemplo, en el artículo 33 del anteproyecto, que habla de 
la creación de salas para las audiencias territoriales, us- 
tedes, tras la aprobación de la Ley Orgánica del Poder Ju- 
dicial, lógicamente ya no hablan de audiencias territoria- 
les, sino de audiencias provinciales, pero se les ha olvida- 
do quitar lo de las usalas» y mantienen ese error, porque 
la copia les ha llevado a no darse cuenta de este preciso 
detalle. Es un ejemplo de cómo esa copia la han extrema- 
do incluso hasta los propios errores. 

¿Qué podemos decir ante este plagio tan no disimula- 
do? Pues que cuando ustedes presentan algo aceptable, 
bueno, con una filosofía realmente positiva, es porque lo 
han copiado, y en este caso lo han copiado de las tesis so- 
cialistas, concretamente del anteproyecto provisional del 
Ministerio de Justicia publicado en este libro de .Joma- 
das de estudio de la legislación del menor». No me pare- 
ce, quizá, una técnica muy original, a no ser que ustedes 
se hayan convencido de que la mejor manera de presen- 
tar cosas aceptables es inspirarse en las tesis socialistas. 

Pero yo les diría una segunda cosa de mayor trasceden- 
cia que todo esto. Al fin y al cabo creo que éste es un pro- 
blema, que ustedes han copiado literal y prácticamente 
el texto de este anteproyecto provisional, que al fin y al 
cabo es su responsabilidad, y ustedes podrán decir: si está 
copiado y es el mismo texto del anteproyecto, ipor qué 
no lo votan también favorablemente? Pues voy ahtwa a la 
segunda rgzón,'que es la verdadera, la fundamental y la 
que nos lleva a votar negativamente esta proposición de 
ley. 

Entramos en una consideración, a nuestro juicio, im- 
portante, porque tenemos la impresión de que asistimos 
a una nueva técnica parlamentaria: la de intentar adelan- 
tarse y sustituir al Gobierno cuando éste se encuentra 
obligatoriamente constreñido, por mandato de las Cortes, 
por medio de una Ley Orgánica como es la Ley Orgánica 
del Poder Judicial, el Gobierno se encuentra mandatado 
expresamente para traer a esta Cámara, en un plazo fijo 
que no ha concluido todavía, al que le faltan cuatro me- 
ses para su conclusión, traer, digo, un proyecto de ley so- 
bre esta materia de la legislación del menor. Estos son los 
hechos y estos son los datos del punto de partida. 

La disposición adicional primera de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial, de 1 de julio, ordena al Gobierno la redac- 
ción de un proyecto de ley de reforma de la legislación de 
menores y le concede el plazo de un año. Dicho plazo si- 
gue en vigor, finaliza el 3 de julio de 1986, quedan cuatro 
meses. Si tenemos en cuenta que la fecha de la proposi- 
ción de ley es de enero, cuando ustedes presentaron la pro- 
posición de ley todavía quedaban siete meses para que 
ese plazo caducara, y ahora quedan cuatro meses, repito. 

El Gobierno tiene en fase avanzada, muy avanzada, la 
elaboración del definitivo proyecto de ley (uno de cuyos 
anteproyectos o borradores es el que ustedes han copiado 
en esta proposición de ley) y presentará el proyecto de ley 
asumiendo con responsabilidad su obligación dentro del 
plazo concedido por la Ley Orgánica del Poder Judicial. 
La presentación de esta proposición de ley en tan preci- 
sas circunstancias, como son dentro del plazo concedido 
al Gobierno y respecto a un texto que el Parlamento ha 
rncargado de manera expresa preparar al Gobierno, re- 
basa, entendemos, las normales funciones colegislativas 
de la oposición y supone una distorsión en el esquema de 
Funcionamiento de los diversos órganos en materia Ie- 
gislativa. 

Tampoco hay precedentes sobre este tema. Este no es 
un caso normal y habitual en el que un Grupo Parlamen- 
tario presenta una iniciativa legislativa de acuerdo con 
sus reconocidas funciones colegisladoras, las que le otor- 
ga el Reglamento del Congreso en su artículo 108.5." Este 
es un caso distinto, porque existe un mandato expreso de 
la Cámara al Gobierno, mandato reconocido por una Icy 
orgánica votada con mayoría absoluta y a plazo fijo obli- 
gándole a presentar un proyecto de ley sobre esta mate- 
ria. Sólo sería correcto, entendemos, por parte de cual- 
quier Grupo presentar iniciativas legislativas al respecto 
una vez transcurrido ese plazo e incumplida habitual- 
mente por el Gobierno su obligación. 

Pero situados en la perspectiva de la toma o no en con- 
sideración de la proposición de ley, la cuestión todavía e5 
mucho más clara: iqué puede hacer la Cámara ante la 
presentación de una proposición de ley en las circunstan- 
cias referidas, en estas circunstancias concretas? Sólo 
puede rechazarla por tres razones y prácticamente todas 
se refunden en la misma. Primero, porque la propia Cá- 
mara en virtud de la Disposición adicional primera remi- 
te al Gobierno -al Gobiern- la iniciativa legislativa en 
esta materia, en este proyecto concreto. Segundo, dicho 
mandato es, pues, una manifestación expresa de la volun- 
tad de la Cámara que, en el caso de aceptar la proposi- 
ción, cuestionaría esa voluntad de la Cámara expresada 
de manera explícita en la aprobación de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial. Y, tercero, si la Cámara ha expresado, 
como así lo ha hecho, su voluntad de hacer recaer en el 
Gobierno la presentación de un proyecto de ley respecto 
a este tema y a plazo fijo, ella misma, la misma Cámara 
está cerrando el camino para que surjan durante ese pla- 
zo iniciativas en su seno sobre este tema concreto. Y en 
el caso de que incorrectamente surgieran, como así ha 
ocurrido con la presentación de su proposición de ley, la 
Cámara no puede sino rechazarlas, porque, de lo contra- 
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rio, la eventual aceptación de la proposición de ley de esta 
iniciativa supondría una revisión de sus propios actos y 
de sus propios mandatos. 

Consiguientemente, es absolutamente inaceptable des- 
de el punto de vista formal, desde el punto de vista de la 
distribución competencia1 entre los órganos legislativos, 
que la Cámara pueda rechazar el propio mandato que por 
Ley Orgánica del Poder Judicial en la Disposición adicio- 
nal primera mabdató expresamente al Gobierno para que 
en un plazo fijo de un año, que todavía no ha cumplido 
y al que le quedan cuatro meses, presentara a esta Cáma- 
ra un proyecto de ley sobre esta materia. Por tanto, éstas 
son las razones que nos obligan a no aceptar la proposi- 
ción de ley del Grupo Popular que, repito, no son razones 
de fondo por el contenido de la proposición (que ya digo 
que es aceptable, tan aceptable que la han copiado uste- 
des de un anteproyecto del Ministerio de Justicia), sino 
que son razones, como he dicho evidentemente, que im- 
piden en la técnica parlamentaria más correcta aceptar 
su proposición de ley. 

Y concluvo. No nos molesta que nos copien, evidente- 
mente. Pero si copian háganlo y presenten el fruto de su 
copia en el momento oportuno, no antes. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 
cias, señor Moya. 

El señor Sanabria se siente contradicho, sin duda, por 
la fijación de posiciones del Grupo Socialista, por lo que 
tiene la palabra. 

El senor SANABRIA ESCUDERO: Gracias, senor Pre- 
sidente. 

Señoras y senores Diputados, una de las primeras im- 
presiones que sufrí como Diputado al principio de esta le- 
gislatura, no sé en qué fecha, pero sí sé que era al princi- 
pio, fue cuando se estaba discutiendo en este Pleno la Lev 
de Tutela. Recuerdo que en esta parte del hemiciclo al- 
guien se levantó, concretamente don Manuel García Ami- 
go, y sostuvo una enmienda a aquella ley, por ent.ender 
que técnicamente había una contradicción con otro artí- 
culo de la ley. El entonces portavoz del Grupo Parlamen- 
tario Socialista le dijo en público, aquí, en el Pleno -v 
de ahí el impacto que a mi me produj-: Señor Garcia 
Amigo, si ustedes retiran su enmienda, nosotros la hace- 
mos nuestra y la votamos. Y el señor García Amigo que 
lo que pretendía era únicamente que la Lev de Tutela fue- 
ra lo mejor, técnicamente lo mejor y aséptica desde el 
punto de vista político, no tuvo inconveniente en renun- 
ciar a aquella enmienda y ,  efectivamente, el Grupo Par- 
lamentario Socialista aceptó aquella enmienda que está 
hoy introducida en la Ley de Tutela, y ello hace que aque- 
lla contradicción que técnicamente existía entre determi- 
nados artículos no exista ya. La ley era más perfecta. 
Yo no sé si efectivamente -puede ser que sea verdad- 

nosotros hayamos visto ese anteproyecto del Ministerio 
de Justicia; puede ser que sea verdad. Lo que no dice el 
portavoz del Grupo Socialista es si el que hizo el antepro- 
yecto vio o no vio algo antes para poderlo redactar; pue- 

de ser. Todos ROS copiamos y nos copiamos bien. Y si la 
copia es buena -y usted me reconoce que la copia es per- 
fectamente buena y solamente en algunos puntos habría 
que modificarla-, pregunto yo: ¿Por qué no aceptan y to- 
man en consideración esta proposición de ley? Porque si 
esta proposición de ley ya decía yo cuando la leía que era 
buena y ahora me doy cuenta que es buena porque no hay 
duda que es copia de un proyecto socialista. Me satisface 
tanto que yo creía que el Grupo Socialista iba a tomarla 
en consideración. Sin embargo, casi ya como una cláusu- 
la de estilo en todas las intervenciones del Grupo Socia- 
lista, basta que cualquiera de los Grupos Parlamentarios 
tome la iniciativa legislativa sobre algún tema, sobre al- 
guna manteria, para que el Grupo Socialista rechace esa 
iniciativa legislativa. Es algo así como .ni como ni dejo 
comern. Y lo comprendo perfectamente, porque en el Mi- 
nisterio de Justicia están más ocupados o preocupados 
por otros temas, nombramientos de magistrados del Con- 
sejo ... 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): No es 
el tema, señor Sanabria. 

El señor SANABRIA ESCUDERO: Vuelvo al tema. Pa- 
rece que no tienen tiempo y, teniendo ya hecho el ante- 
proyecto, ¿por qué no viene el proyecto? 

Más debo añadir. Compromisos v mandatos expresos 
de ordenamientos legislativos concretos, vo le podría re- 
cordar al portavoz del Grupo Socialista alguno que per; 
sigo de una.manera muv especial v es la Ley de Arrenda- 
mientos Urbanos; compromiso del Partido Socialista y 
del Gobierno socialista para formular una Lev de Arren- 
damientos Urbanos. No es que sea un solo compromiso, 
es reiterativo el compromiso y,  sin embargo, la Ley de 
Arrendamientos Urbanos tampoco viene al hemiciclo. Si 
nosotros hubiésemos tomado la iniciativa de traer un tex- 
to articulado de la Lev de Arrendamientos Urbanos, nos 
hubieran podido decir que a lo mejor era copia de algún 
texto articulado que tenía en anteprovecto el Partido So- 
cialista. Tráiganlo. 

Pero es que, además, yo tengo grandes dudas de que la 
copia sea tan fiel, de que la copia sea tan total. En reali- 
dad esta lev, cuva toma en consideración yo defiendo, no 
es simplemente una ley, es un conjunto de leves que van 
todas dirigidas a la protección del menor. El Grupo Par- 
lamentario Popular no tiene culpa en absoluto de que las 
cuatro leves que se presentaron el mismo día, una con el 
registro de entrada número 23.943, otra con el 23.944, 
otra con el 23.945 v otra con el 23.946, presentadas todas 
el día 26 de diciembre, perseguían un ordenamiento le- 
gislativo conjunto en el que se encuentra esta ley, la Ley 
de Adopción, la Lev de Reforma del Código Penal y una 
Ley sobre la Patria Potestad. La copia, por tanto, no res- 
ponde a la estrategia del Grupo Parlamentario. 

De todas maneras, vo va sé que por muchos esfuerzos 
que haga en esta tribuna, si el Grupo Parlamentario So- 
cialista ha decidido no tomar en consideración esta pro- 
posición no se va a tomar en consideración. Lo acepto y 
lo acepto humildemente. Ya terminarán las mayorías 
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arrolladoras, pero, ¡por favor!, mayorfa o minoría, trái- 
gannos ese texto legal, porque entiendo que ese texto le- 
gal es tan bueno como para que se pueda tomar en con- 
sideración por la Cámara, sea cual sea el Grupo Parla- 
mentario que tome la iniciativa legislativa. 

Nada más. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Mu- 

Tiene la palabra el señor Moya. 
chas gracias, señor Sanabria. 

El señor MOYA MILANES: Señor Presidente, señorlas, 
voy a ser muy breve porque prácticamente todo está 
dicho. 

Ha reconocido el seiior Sanabria que puede haber ha- 
bido una copia. Evidentemente ha existido una copia. 
Luego podremos cotejarlo como le he dicho anteriormen- 
te. Pero el problema de la aceptación o no de la proposi- 
ción de ley, ya se lo dije con anterioridad, no está en re- 
lación con que ustedes hayan o no hayan copiado la pro- 
posición. Evidentemente, si nosotros sostenemos que la 
han copiado, y la han copiado de nuestras propias tesis, 
lo coherente sería aceptarla, pero no la aceptamos no por 
ese tema, sino por el segundo argumento que he expresa- 
do profusamente durante mi intervención anterior y que 
quiero volver a subrayar. 

El señor Sanabria trata de envolver este tema en una 
serie de consideraciones que no son las específicas de esta 
cuestión, y él, que es una persona razonable, creo que es- 
tará de acuerdo conmigo. Sabe perfectamente que éste es 
un tema especial; que no es el caso normal de una inicia- 
tiva legislativa de la oposición que nosotros podemos 
aceptar o no porque el Gobierno vaya a presentar even- 
tualmente un proyecto de ley. Ese no es el caso. Aquí hay 
un mandato expreso al Gobierno, y éste está obligado, en 
plazo fijo, a presentar ese proyecto de ley sobre esta ma- 
teria, y a este plazo le restan cuatro meses, señor Sana- 
bria, y usted lo sabe perfectamente. 

Por tanto, no hable de compromisos incumplidos. Aquí 
no se puede hablar de compromisos incurhplidos cuando 
todavía no ha tenido lugar la fecha para baremar si ha ha- 
bido ese cumplimiento o no cumplimiento. Faltan cuatro 
meses, ya le digo, y el Gobierno tiene avanzado el ante- 
proyecto que se convertirá en el momento oportuno, y an- 
tes del plazo fijado, en proyecto de ley. 

Finalmente, le quiero decir algo más. No es un proble- 
ma del Grupo Parlamentario Socialista aceptar o no su 
proposición de ley, el hacer nuestra esa proposición de ley 
que en el fondo coincide generalmente con nuestras tesis. 
No es problema de que un Grupo acepte o no las inicia- 
tivas de otro Grupo. No es ése el caso. Se trata de que la 
decisión del Grupo Parlamentario Socialista se basa ex- 
clusivamente en el respeto a las decisiones de la Cámara, 
lo cual me parece que es un motivo suficientemente serio 
y grave como para que SS. SS. del Grupo Popular tam- 
bién reflexionasen y respetasen esta decisión de la Cáma- 
ra. Y esa decisión de la Cámara, por mayorfa absoluta, ex- 
presada en la Disposición adicional de la Ley Orgánica 

del Poder Judicial, es tan taxativa, tajante y clara que deja 
lugar a pocas y escasas interpretaciones. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 
cias, señor Moya. 

Vamos a proceder a la votación. (El señor Mardones Se- 
villa pide la palabra.) 

Antes he preguntado qué Grupos Parlamentarios desea- 
ban intervenir en fijación de posiciones, señor Mardones. 

El señor MARDONES SEVILLA: Entonces para expli- 
cación de voto, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Le 
daré la palabra para explicación de voto. 

Votamos la toma en consideración de la proposición de 
ley del Grupo Parlamentario Popular sobre protección de 
menores. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 195: a favor. 32: en contra, 152; abstenciones, íí. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Que- 
da, por tanto, rechazada la toma en consideración de la 
proposición de Ley del Grupo Parlamentario Popular so- 
bre protección de menores. 

Para explicación de voto tiene la palabra el señor 
Mardones. 

El señor MARDONES SEVILLA: Con la venia, señor 
Presidente, señorías, el Grupo Parlamentario Centrista ha 
votado afirmativamente esta proposición de ley que ha 
presentado el Grupo Popular en la palabra de su porta- 
voz, el señor Sanabria, y lo ha hecho por dos razones. En 
primer lugar por una razón de necesidad jurídica, enten- 
diéndose que es oportuna la publicación y aprobación dc 
una legislación oompetencial sobre el ámbito de la pro- 
tección y tutela de menores, porque la protección y tute- 
la de menores, empleando una frase muy al día, consti- 
tuye con relación al imperativo del texto constitucional 
una asignatura pendiente todavía en la legislación espa- 
ñola sobre la materia. En segundo lugar, porque entende- 
mos que la filosofía, el planteamiento y la sistemática que 
se contemplan en la proposición presentada por el señor 
Sanabria responden a unos principios que suscribe ple- 
namente el Grupo Parlamentario Centrista de racionali- 
dad, de legislación moderna y avanzada; responden a los 
mandatos constitucionales, por supuesto, y responden a 
lo que es una necesidad sentida fundamentalmente por 
nuestra sociedad española y,  sobre todo, al imperativo y 
exigencia que tenemos con relación a armonizar de algu- 
na manera y adelantarse esta Cámara, con una compe- 
tencia legislativa plena, sobre una materia en que ya mu- 
chos órganos de las Comunidades Autónomas vienen 
preocupándose, por competencias señaladas en' sus res- 
pectivos Estatutos de Autonomfa, como es, fundamental- 
mente, la materia de asistencia social. 
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Pero, si no fueran suficientes estos argumentos, diga- 
mos que, ante la situación en que se encuentra nuestra so- 
ciedad moderna, por las complejidades e influencias de 
distinta índole, peyorativas la mayoría, no se puede tener 
((sine dieu aplazado un problema que afecta fundamen- 
talmerlte a los ciudadanos del mañana inmediato, a esta 
juventud que, haciendo una serie de actividades, por de- 
sarraigo social, por múltiples razones sociológicas, está 
entrando en el umbral de la delincuencia. Por tanto, toda 
acción protectora de la Administración de Justicia, toda 
acción protectora de las instituciones de la sociedad en 
este terreho, señorías, debe ser de una inmediatez y de 
una premura verdaderamente sobresalientes. Yo  entien- 
do que no caben dilaciones, y sobre todo cuando he escu- 
chado aquí que las dilaciones se pueden producir por una 
especie de exigencia protocolaria entre lo que ha dicho el 
portavoz del Grupo Popular y lo que ha dicho el portavoz 
del Grupo Socialista. 

Y dicho esto, desde un espacio puramente centrista en- 
tre ambos, señorías, si están ustedes de acuerdo plena- 
mente en la filosofía del planteamiento que se trae aquí, 
iqué mejor documento para el consenso que éste? Si algo 
se puede consensuar, hágase aquí. Por otra parte, en nues- 
tra Cámara hav antecedentes de que sobre una misma 
materia Grupos Parlamentarios distintos, incluidos el 
Grupo Socialista y creo recordar que el Grupo Vasco, hace 
un año o dos, coincidieron en una o dos proposiciones de 
ley y no hubo, digamos, ninguna dilación atribuida a ese' 
medio. 

Por supuesto que tiene razón el portavoz socialista se- 
ñor Mova en que indudablemente la Lev Orgánica del Po- 
der Judicial, Lev 6í1985, contiene un mandato imperati- 
vo acerca de que el, Gobierno mesentará ante el Parla- 
mento este provecto de lev de protección o de tutela de 
menores. Es cierto. Pero también es cierto que no hay nin- 
guna disposición en contrario que menoscabe la compe- 
tencia de protección legislativa de cualquier otro Grupo 
Parlamentario en la materia. Es decir, el ,que haya un 
mandato o una encomienda expresa en una'Ley Orgánica 
al Gobierno para traer aquí este tema entiendo vo que de 
ninguna manera excluve ni impide que otros Grupos Par- 
lamentarios presenten iniciativas legislativas. Se han 
puesto ejemplos. Yo aver mismo, en la sesión de control 
del Gobierno. preguntaba al señor Ministro de Economía 
y Hacienda sobre el tema de un compromiso en una pro- 
posición no de ley del Grupo Mixto, del Partido tomunis- 
ta, sobre el estatuto de la empresa pública, v me respon- 
día que se había acordado traerlo a finales de 1984 y has- 
ta la fecha no se ha traído. 

Pues bien, hagamos una labor no de'trinca, no de opor- 
tunismo, no de engancharse antes, sino sencillamente una 
labor complementaria dentro de la propia Cámara, sin- 
tiéndonos todos en un momento determinado, ante pro- 
blemas jurídicos y sociológicos que y o  llamaría de bien 
común, sintiéndonos Cámara en su totalidad, colegislado- 
res todos los Grupos Parlamentarios que aquí se sientan, 
para sacar adelante un tema que no tiene dilación. 

No voy a entrar, porque sería entrar un poco más en 
un tono irónico por mi parte y quiero tcrminar pronto, 

en si la proposición del Grupo Popular se ha copiado, 
como ha dicho el portavoz del Grupo Parlamentario So- 
cialista. Pues que se reconozcan los derechos de plagio. 
En la Cámara estamos discutiendo la Ley de Propiedad 
intelectual. Léanse SS. SS. determinados artículos de la 
Ley de Propiedad intelectual donde se reconoce el dere- 
cho moral de autor en determinadas cuestiones, pero no 
entremos en estos bizantinismos. Ojalá hubiéramos teni- 
do aprobada la Ley de Propiedad Intelectual, porque me 
parece que la podíamos haber aplicado al contencioso que 
ha surgido entre ambos portavoces. 

Por estas razones, nosotros entendemos que se ha pro- 
ducido en la sociedad española, como en toda la sociedad 
occidental, un proceso sociológico fundamentalmente de 
reconsideración de la persona del menor, de aquel siste- 
ma decimonónico de consideración puramente predelin- 
cuencial del joven, incluso delincuencia1 en el siglo pasa- 
do, y entramos ya, a partir de la legislación del Decreto 
de 1948, en una consideración todavía penal, mientras 
que ahora se ha producido en la sociedad un reconoci- 
miento muy sano sociológicamente, que es propiciar lo 
que llamaríamos hov con otro lenguaje la reinserción so- 
cial de estos jóvenes, en que los Tribunales Tutelares de 
Menores tengan una acción protectora y encauzadora 
para evitar el descarrío posterior de una persona joven cu- 
yas formaciones todavía no han alcanzado la madurez de- 
bida para que esto se consiga hacer de esta manera. Esa 
evolución es buena y la tiene la sociedad. Ya no se ve so- 
lamente una acción punitiva sobre este joven, sino w a  ac- 
ción protectora educacional, moral y sociológicawnte 
considerada. 

Nosotros entendemos que si hay la posibilidad de un 
acuerdo y si el texto responde a estos principios de Iógi- 
ca, de racionalidad y de respuesta sociológica, se podía 
haber adoptado esta posición en el trámite de los traba- 
jos en Ponencia y Comision, refundiendo lo que son sus le- 
gítimos derechos de autor si es que, efectivamente, como 
usted ha traído aquí la prueba documental, el Grupo So- 
cialista en la jornada al respecto presentó prácticamente 
un anteproyecto sobre este tema. 

Por esta razón y por entenderlo de mutuo consenso, el 
Grupo Parlamentario Centrista ha votado favorablemen- 
te esta proposición. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 
cias, señor Mardones. 

DEBATE SOBRE EL DICTAMEN DE COMISION ACER- 
CA DEL PLAN GENERAL DE CARRETERAS 1984-1991 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Vamos 
a pasar al dictamen de la Comisión de Obras Públicas v 
Urbanismo sobre el Plan General de Carreteras 

La ordenación del debate será la siguiente. Tras un tur- 
no del Gobierno, si desea presentar el provecto, se puede 
producir un debate de totalidad si hubiera un turno en 

1984- 1991. 
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contra de la globalidad del dictamen. En todo caso, pos- 
teriormente, se haría la defensa de las propuestas de re- 
solución presentadas por diversos Grupos Parlamentarios 
y la fijación de posiciones por aquellos Grupos que no hu- 
bieran intervenido ni en el debate de totalidad, en su caso, 
ni en la defensa de propuestas de resolución. A efectos de 
tramitación, les indico que las propuestas de resolución 
aprobadas en Comisión formarán parte del bloque que 
consideramos dictamen de la Comisión. Es decir, que no 
requerirán nueva defensa ni serán objeto de turno en con- 
tra, sino que se considera que forman parte del dictamen 
y serán votadas conjuntamente con éste en el momento fi- 
nal del debate. 

El señor Ministro de Obras Públicas y Urbanismo tiene 
la palabra. 

El señor MINISTRO DE OBRAS PUBLICAS Y URBA- 
NISMO (Sáenz Cosculluela): Señor Presidente, señoras y 
señores Diputados, el objeto de mi intervención ante el 
Pleno de esta Cámara es la presentación del Plan General 
de Carreteras, elaborado por el Ministerio de Obras Pú- 
blicas y Urbanismo, aprobado por el Consejo de Minis- 
tros el pasado mes de diciembre de 1985 y comunicado a 
la Comisión de Industria, Obras Públicas y Servicios el 
pasado 5 de marzo, donde se produjo un debate que va a 
justificar la brevedad de mi intervención ante el Pleno de 
esta Cámara. 

La planificación constituye uno de los grandes princi- 
pios rectores en la política del MOPU, fundamentalmente 
inversor, en el que las actuaciones deben contemplarse a 
medio y largo plazo. Si no fuera así, la ausencia de una 
adecuada planificación daría lugar a actuaciones secto- 
riales inconexas que no responderían a un esquema racio- 
nal de correspondencia entre las necesidades reales exis- 
tentes y la asignación de los recursos disponibles. Ade- 
más, no se podría hacer un oportuno seguimiento ni lo- 
grar una correcta integración dentro de la política socioe- 
conómica general del Gobierno. Asimismo, la ausencia de 
planificación determinaría una falta de transparencia en 
las actuaciones del Departamento, de modo que dificil- 
mente sería posible establecer unas justificaciones conve- 
nientemente valoradas. Tampoco sin planificación se po- 
dría esbozar una programación coherente de actuaciones 
a medio y largo plazo ni, por tanto, se tendría una idea 
clara y explícita de cuáles sean los objetivos perseguidos 
por una determinada política. Por ello se ha puesto en 
marcha un amplio proceso de planificación abarcando los 
variados ámbitos de actividad del Departamento. (El se- 
ñor Vicepresidente, Verde i Aldea, ocupa la Presidencia.) 

El cumplimiento del propósito general enunciado se 
materializa en lo relativo a carreteras con la presentación 
del Plan General de Carreteras. De esta manera se con- 
cluye la formulación de un plan iniciado al comienzo de 
esta legislación y cuyo documento de avance fue ya pre- 
sentado ante la correspondiente Comisibn de esta Cáma- 
ra en sesión del 20 de octubre de 1983. La planificación 
iniciada en carreteras ha permitido su integración en las 
previsiones inversoras del Gobierno y, como tal, ha que- 
dado incorporada en el programa económico a medio pla- 

zo elaborado por el Ministerio de Economía y Hacienda. 
Junto con estas razones generales, que por sí solas jus- 

tifican la planificación viaria, existen además otras direc- 
tamente ligadas con las peculiaridades del sector. Nues- 
tra ordenación legal define la carretera como una compe- 
tencia compartida entre la Administración central y au- 
:onómica. La adecuada coordinación de actuaciones en- 
:re una y otras administraciones pasa por la existencia de 
danes aprobados como expresión de los compromisos ad- 
quiridos, a partir de los cuales será posible optimizar y ,  
:n su caso, compatibilizar el conjunto de las actuaciones 
wopuestas, así como proceder a su ejecución con unos ca- 
endarios adecuados. Esta forma de plantear las actuacio- 
nes será claramente beneficiosa para la mejora de la red 
de carreteras y plenamente consecuente con el proceso de 
transferencias llevado a cabo. En caso contrario podrían 
aparecer descoordinaciones, tanto en la definición de las 
ictuaciones.como en su programación en el tiempo. Es- 
tas se traducirían en la presencia de disfuncionalidades 
que podrían distorsionar la imagen del conjunto de la red, 
que es percibida por el usuario como un todo armónico 
con independencia de su titularidad. 

La elaboración de planes como el de Carreteras consti- 
tuye un primer e importante paso en el discurrir de la pla- 
nificación integral del transporte; planificación, por otra 
parte, incipiente entre algunos países de la Comunidad 
Europea. El Plan que se presenta al Pleno de esla Cáma- 
ra se refiere a los 20.108 kilómetros a cargo de .la Admi- 
nistración central, una vez concluido el proceso de trans- 
ferencias de carreteras a las comunidades Autónomas. En 
diciembre de 1984 se publicó el último decreto de trans- 
ferencia de carreteras. Resultado de este proceso fue el 
cambio de titularidad de cerca de 60.000 kilómetros an- 
teriormente gestionados por el Ministro de Obras Públi- 
cas y Urbanismo, entre ellos la totalidad de las carretc- 
ras en cuatro Comunidades Autónomas. 

Todo plan ha de enmarcarse bajo unas directrices ge- 
nerales y persigue la consecución de determinados obje- 
tivos. Las grandes directrices del Plan General de Carre- 
teras pueden reducirse someramente a: Uno, dotar a la 
nación de las carreteras necesarias, asegurando su inte- 
gración en  el medio natural, histórico y social y asegu- 
rando su calidad. Dos, contribuir a la consecución de un 
mayor equilibrio territorial y social. Tres, gestionar v pla- 
nificar la red estatal de carreteras con criterios económi- 
cos, es decir, aprovechando cuanto se pueda la infraes- 
tructura existente y asegurando un uso eficaz de los re- 
cursos disponibles. Cuatro, eliminar incertidumbres e n  
base a la existencia de un programa de actuaciones que 
favorezca la recuperación de la actividad económica. 

Acordes con las directrices indicadas y teniendo en 
cuenta el diagnóstico de la red, se elaboraron las propues- 
tas de actuaci6n. Dichas propuestas proceden de un do- 
ble proceso de perfeccionamiento. Por un lado, con la pro- 
fundización y continuación de.los estudios técnicos Ileva- 
dos a cabo desde el avance. Por otro lado, con la revisión 
de las propuestas iniciales a lo largo de un amplio perío- 
do de difusión e información pública y de contactos ins- 
titucionales. A este proceso no ha sido ajena esta Cáma- 
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ra. Prueba de ello son las múltiples intervenciones parla- 
mentarias, orales y escritas, de los distintos Grupos rela- 
tivas al Plan General de Carreteras y a las que se ha ido 
dando cumplida respuesta. 

Especial atención se ha prestado a la coordinación de 
las propuestas del Plan con las Comunidades Autónomas 
después de una dilatada fase de contraste con los progra- 
mas o, en su caso, planes autonómicos de carreteras. Pue- 
de decir que son hoy prácticamente inexistentes los temas 
de conflicto o disparidad. El contenido del Plan General 
de Carreteras puede explicarse en base a su estructura de 
programas a desarrollar en dos fases de cuatro años cada 
uno que culminan en 1991. Los programas son los siguien- 
tes: programa de autovias, programa de acondiciona- 
mientos, programa de reposición y conservación y pro- 
grama de actuaciones en medio urbano. 

Comenzando por el programa de autovías. dentro del 
Plan se considera de primera importancia el estableci- 
miento de una red estatal de vías de gran capacidad que, 
contemplando la incompleta red de autopistas de peajes 
existente. estructure y equilibre el territorio. El agota- 
miento en la práctica del modelo seguido para dotar al 
país de infraestructuras viarias de gran capacidad, mode- 
lo basado en la Ley de Autopistas de 1972, ha obligado a 
estudiar las ventas e inconvenientes de otras opciones 
para la construcción de carreteras de gran capacidad. 
Como resultado de distintos v detenidos análisis, se ha de- 
cidido que las infraestructuras que completen la red es- 
pañola de alta capacidad sean autovías. Estas deben uti- 
Iilar, siempre que sea posible, las carreteras convencio- 
nales existentes para un sentido de circulación, contro- 
lando los accesos a las mismas v construvendo cruces a 
distinto nivel en las principales intersecciones con otras 
infraestructuras de transporte. Cuando no resulte factible 
cl aprovechamiento de la calzada existente, bien por sus 
características geométricas deficientes. bien por las pecu- 
liaridades de su entorno. se procederá entonces a la cons- 
trucción de dos nuevas calzadas. 

El programa de autovías enploba todas las actuaciones 
dc vías de gran capacidad y se configura como uno de los 
programas de mayor alcance y envergadura del Plan. Los 
2.359 kilómetros inicialmente previstos en el avance se 
han visto sustancialmente incrementados hasta 3.250 ki- 
lómetros. El coste de construcción estimado es de 330.000 
millones de pesetas. 

El segundo programa de acondicionamientos actúa so- 
bre 6.635 kilómetros de la red v persigue modernizar los 
principales itinerarios de larga distancia no incluidos en 
el programa de autovias. Este programa incluve varios 
subprogramas: acondicionamiento de trazados en 5.808 
kilómetros, acondicionamientos locales en 827 kilóme- 
tros, realización de más de 200 variantes de problación 
en otros tantos núcleos de menos de 50.000 habitantes 
atravesados conflictivamente en la actualidad por las 
carreteras estatales incluidas en este programa. 

El programa de reposición y conservación tiene por f i -  
nalidad conseguir que el conjunto de la red estatal de 
carreteras alcance y mantenga las debidas condiciones, 
tanto de capacidad estructural y de acabado geométrico 

de su plataforma como de señalización y otros elementos 
auxiliares de la carretera. En el programa de reposición 
y COnSeNaCi6n se engloban diversos subprogramas de ac- 
tuación: Mejora de la plataforma y pavimentación en 
8.320 kilómetros no incluidos en anteriores programas, 
con una valoración aproximada de 70.000 millones de pe- 
setas. Conservación ordinaria, en donde se incluyen todas 
las operaciones habituales de conservación, estimándose 
su valoracGn en 50.000 millones de pesetas. Mejora de la 
seguridad vial, especificamente destinada a disminuir los 
índices de peligrosidad de las carreteras; está previsto 
destinar 12.000 millones de pesetas a este subprograma. 
Señalización, un subprograma que ha representado un 
volumen de inversiones inferior a las anteriores; su im- 
portancia es de primer orden para conseguir una adecua- 
da y satisfactoria explotación de la-red de carreteras. 

El conjunto de las actuaciones ctmtenidas en el progra- 
ma de conservación y reposición, asciende a 140.000 mi- 
llones de pesetas, y la mavor parte de sus realizaciones se- 
rán ya palpables en la primera fase del plan. Deben 
S S .  SS., por último, tener en cuenta que en'el programa 
de conservación v reposición se contienen actuaciones que 
son más próximas a la de acondicionamiento de carrete- 
ras, de manera que hay determinados tramos que, inclui- 
dos en el programa de conservación, sin embargo contie- 
nen particulares condiciones más próximas a lo que sería 
el programa de acondicionamiento. 

Por último, el programa de actuaciones en medio urba- 
no contempla las actuaciones en la red estatal a su paso 
por los principales núcleos urbanos, así como los accesos 
a los puertos v aeropuertos de interes general del Estado. 
Es del máximo interés del Departamento racionalizar las 
actuaciones en medio urbano, teniendo presente que la re- 
solución de los problemas de viario y de transporte urba- 
no es un cometido fundamentalmente municipal y auto- 
nómico. De ahí que en el presente programa la interven- 
ción estatal en zonas urbanas se concentre en lo necesa- 
rio para garantizar la continuidad de los itinerarios esta- 
tales y facilitar el acceso a las principales ciudades, así 
como a los puertos y aeropuertos de interés general del 
Estado. 

Las inversiones consideradas en este programa ascien- 
den a 90.000 millones de pesetas. El conjunto de los cua- 
tro programas expuestos supone planificar una inversión, 
en los ocho años programados, de 800.000 millones de pe- 
setas. Su financiación está prevista con cargo a las parti- 
das presupuestarias ordinarias. Una vez finalizadas' las 
actuaciones programadas, la red estatal estará constitui- 
da por unas carreteras mejoradas y modernizadas, de ta- 
les características que no sólo no constituirán un condi- 
cionante, sino que coadvuvarán decisivamente en el ópti- 
mo funcionamiento del sistema de transportes. 

Pudiera parecer que el Plan, por el alcance v enverga- 
dura de las actuaciones indicadas, es inviable v,  por tan- 
to, una simple declaración de intenciones. Para refutar 
esta pojible opinión no me extenderé en más considera- 
ciones genéricas, sino que basta comprobar lo va realiza- 
do en 1984 y 1985 v lo programado para 1986, como ex- 
presión clara de la voluntad política de llevar adelante 
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un Plan que en este aíio quedará consolidado firmemente 
en sus inversiones básicas. 

Asimismo, cabe resaltar la indudable trascendencia so- 
cial de la construcción de obras públicas, como ha que- 
dado reflejada con la asignación a las carreteras de una 
partida apreciable de la inversión pública adicional con- 
templada en el acuerdo económico y social suscrito entre 
el Gobierno, la Confederación de Organizaciones Empre- 
sariales y la Unión General de Trabajadores. Garantizar 
el mantenimiento de los ritmos inversores, con ser impor- 
tante, no agota la necesidad de implementar distintos ins- 
trumentos para facilitar la viabilidad del plan. Es preci- 
so reformar la normativa legal sobre carreteras, con el fin 
de modernizarla y adaptarla a la realidad de las diversas 
competencias y a las necesidades y características de este 
Plan. La adecuación a la estructura orgánica del Ministe- 
rio de Obras Públicas y Urbanismo a los planes y el mar- 
co competencial, ha conllevado una reorganización gene- 
ral de los servicips centrales y periféricos del Depar- 
tamento. 

En lo que atañe a carreteras, la nueva configuración 
aprobada permitirá una más ágil y eficaz gestión, que po- 
sibilitará la mejor puesta en práctica del Plan. 

Además de estas acciones de carácter legal y organiza- 
tivo, se han de maximizar los esfuerzos dirigidos a con- 
seguir una mejor coordinación de las Administraciones 
implicadas. Pero junto a las medidas destinadas a de- 
sarrollar el Plan, es conveniente arbitrar otras orientadas 
a la profundización, mejora y seguimiento de la planifi- 
cación ya realizada. 

En una época de crisis como la actual, resulta arries- 
gado efectuar previsiones a medio y largo plazo, y por ello 
es necesario realizar un seguimiento de los principales pa- 
rámetros del Plan para confirmar la bondad de las previ- 
siones efectuadas y,  en caso de observarse disparidades 
apreciables entre lo supuesto y lo realmente acaecido, 
proceder a su adaptación con los nuevos datos de la 
realidad. 

En definitiva, señorlas, de lo que se trata es de estable- 
cer la planificación no como un instrumento rígido pro- 
ducto de un evento excepcional realizado esporádicamen- 
te, sino como una acción continua e integrada en las prác- 
ticas habituales de gestión. 

La ejecución total en tiempo y forma de los programas 
y, por tanto, la consecución de los objetivos propuestos, 
precisa del respaldo gubernamental explicitado en la 
aprobación del Plan por el Consejo de Ministros del día 
11 de diciembre de 1985 y del apoyo parlamentario. Para 
la obtención del respaldo parlamentario - q u e  confío en 
obtener- se somete a la consideración de este Pleno las 
resoluciones ya aprobadas por la Comisión de Industria, 
Obras Públicas y Servicios con ocasión de mi compare- 
cencia el pasado cinco de marzo. 

Así aseguraremos el cumplimiento, requerido por la so- 
ciedad, del primer Plan General de Carreteras que se ha 
elaborado en los últimos veinticinco años. 

Muchas gracias. 

El serlor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Muchas 
gracias, serlor Ministro. 

Conforme se ha indicado por la Presidencia, vamos a 
proceder seguidamente a la defensa de las propuestas de 
resolución que no figuran incorporadas al dictamen de la 
Comisión. 

En primer lugar, tiene la palabra, por el Grupo Parla- 
mentario Centrista, el señor Ortiz para la defensa de las 
cuatro propuestas de resolución. 

El señor ORTIZ GONZALEZ: Muchas gracias, señor 
Presidente. Señorías. una intervención tan breve como re- 
quiere el estado del debate, bastante agotado y consumi- 
do en el trámite de Comisión, para defender las propues- 
tas de resolución presentadas por el Grupo Parlamenta- 
rio Centrista en relación con el Plan General de Carre- 
teras. 

La presentacibn, y segura aprobación de un Plan Gene- 
ral de Carreteras -la aprobación es segura, es obvi- 
constituye un hecho del que debe congratularse todo Gru- 
po político, todas las fuerzas políticas responsables; su- 
pone el que frente a los grandes temas de apariencia más 
espectacular, como las decisiones de política exterior o de 
defensa, que han llenado las páginas de los periódicos en 
las últimas semanas y algunos hogares españoles prime- 
ro de zozobra y después de alivio, no cabe duda que hay 
que llegar a los temas como éste que componen la políti- 
ca de la realidad, la política de los asuntos nuestros de 
cada día, la política no de los políticos, sino de los ciuda- 
danos en una contraposación que, ciertamente no nos fa- 
vorece a aquellos que hemos hecho de la actividad polí- 
tica el núcleo fundamental de nuestro quehacer, el núcleo 
preferente. 

Quien tiene el honor de dirigirles la palabra en este mo- 
nento, señoras y señores Diputados, ha ocupado, como es 
Iien conocido, la Cartera de Obras Públicas y tiene, por 
anto, una especial sensibilidad ante la trascendencia que 
:omporta el que este hemiciclo apruebe - c o m o  va a ser 
:1 c a s w  un Plan General de Carreteras. Plan que es ex- 
Jresión de una política de Gobierno con objetivos intrín- 
iecamente dignos de planteamiento y defensa, como son 
a calidad de vida, la ordenación del territorio y el bie- 
iestar social, pero también como expresión de otros ob- 
letivos de política económica de no menos trascendencia, 
:omo es el aumento de la inversión pública y ,  consecuen- 
Lemente, la defensa del empleo. 

Pues bien, creemos que este Plan General de Carreteras 
que debatimos hoy, y que nosotros vamos a apoyar -por 
:Sta razón no hemos hecho turno en contra-, creemos 
que este Plan General de Carreteras que como digo apo- 
yamos como un mínimo deseable es, si se me permite el 
lenguaje eufemfstico, perfectible y estoy seguro de que el 
señor Ministro entiende que este Plan, como toda obra hu- 
mana, es perfectible. 

Dos observaciones muy concretas respecto a la mecá- 
nica de elabotach. 

Mi Grupo cree a pies juntillas toda los datos técnicos 
que sirvetí de apoyatura al estudio, porque estllrtea el 
mundo de la tecnología de la carretera como datos admi- 
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tidos y porque, en definitiva, el equipo redactor del Plan 
General de 'Carreteras no es distinto del que había en el 
Ministerio allá por los años 1981 y 1982, cuando yo tuve 
la oportunidad de dirigir ese Departamento. 

Una segunda observación menor, señorfas, es que el 
mañana es el año 1987. No tiene sentido que el Plan se 
descomponga en dos fases, una de las cuales, la primera, 
ha transcurrido en sus tres cuartas partes. El ano 1984 ya 
es historia; el año 1985 ya es historia, y el ano 1986 -el 
señor Ministro lo sabe y los técnicos del Ministerio lo sa- 
ben también- es historia, desde el punto de vista de las 
obras públicas, que tienen un largo proceso de contrata- 
ción, licitación, adjudicación y ejecución. 

Consiguientemente, no acabamos de entender por qué 
se habla de dos fases y de un Plan de Carreteras 
1984-1991, como no sea por un ejercicio de cortesía con 
el antecesor del señor Ministro actual, entendiendo que 
aquello era un avance y esto es un plan. El mañana del 
Plan General de Carreteras, desde hoy, 20 de marzo de 
1986, es el año 1987. No hacemos énfasis en esta materia, 
pero ciertamente valdría la pena revisar esta periodifica- 
ción del Plan. 

Entrando ya en temas de más enjundia y de más fon- 
do, queremos decir que, en primer término, el Plan Gene- 
ral de Carreteras nos parece que se presenta sin un mar- 
co adecuado de referencia más amplio y más seguro. La 
carretera es una vía de comunicación importante, pero no 
es la única. El transporte terrestre es importante, pero no 
es el único. Hacer un Plan General de Carreteras sin el 
marco previo de un Plan General de Transportes es posi- 
ble -aquí está el Plan General de Carreteras-, pero es 
arriesgado y parcial sin esa política de transportes clara 
y explícita, y no bastan enunciados de carácter general. 
Así no se puede plantear, seria y rigurosamente, un Plan 
de Carreteras, porque hay que saber qué papel correspon- 
de a cada medio. Hay que saber que función se asigna a 
la carretera y ,  en la carretera, al transporte de la misma 
naturaleza, y al ferrocarril, al avión y al buque, en el con- 
junto. Y no basta con la idea elemental de que hacer carre- 
teras y mejorarlas es siempre bueno, sea lo que sea lo que 
se haga, porque, en definitiva, creemos que la construc- 
ción y conservación de carreteras, actividad central del 
Ministerio de Obras Públicas y Urbanismo, es una activi- 
dad económica y,  por tanto, es la aplicación de medios l i -  
mitados a fines ilimitados. Estoy seguro de que el señor 
Ministro comparte este punto de vista de que estamos en 
presencia de medios limitados. Y para ello hay que asig- 
nar recursos y hay que establecer prioridades en base a 
una política previa de transportes. Sin Plan de Transpor- 
tes es bastante difícil asignar prioridades a cada uno de 
los modos que compiten en este mercado que es el 
transporte. 

Y en este ámbito no estoy seguro de que el Plan Gene- 
ral de Carreteras se acomode a las exigencias del progra- 
ma electoral del Partido Socialista Obrero Español, en cu- 
yos apartados de planiticación concertadí-y en el de 
transporte, en e!.punto 3.?, se contienen unas referencias 
y unaeáfltmaciones a necesidades de coordinación que 
entendemos que no se han cumplido, o no se han cumpli- 

do del todo. En efecto, en el punto 3.7, en la página 13 
del programa electoral socialista, se dice que el criterio 
básico para las inversiones de la infraestructura será la 
coordinación de las correspondientes a los distintos mo- 
dos del transporte. No sabemos cómo se ha hecho esa 
coordinación y nos gustaría estar seguros de que se ha rea- 
lizado de un modo formal en el marco de un Plan Gene- 
ral de Transportes. 

Por estas razones, hemos presentado una propuesta de 
resolución en la que simplemente afirmamos que el Con- 
greso de los Diputados insta al Gobierno a la elaboración, 
en el plazo de un ano, del Plan General de Transportes, 
en el que se integrarán los correspondientes a los distin- 
tos modos -terrestre, aéreo y marítim- y se incorpo- 
rarán las respectivas demandas de tráfico, los recursos 
para atenderlas, así como las infraestructura necesarias. 
Una vez aprobado el Plan General de Transportes, se aco- 
modarán a él el Plan General de Carreteras y cualesquie- 
ra otros del mismo carácter. 

Habría sido deseable contar con el Plan General de 
Transportes de antemano. Ya que no es así, hágase el Plan 
General por el próximo Gobierno, que esperamos que no 
sea socialista, y acomódese después a este Plan General 
de Transportes, el Plan General de Carreteras. 

La segunda consideración que nos sugiere el Plan es -y 
me gustaría que se me entendiera- que no estamos se- 
guros de que este Plan General de Carreteras sea un plan 
del Gobierno: que el Gobierno ha aprobado el Plan, no 
cabe duda; que el Gobierno quiere el Plan, no cabe duda; 
que el Gobierno lo asume en todas sus consecuencias'eco- 
nómico-financieras, suscita alguna duda. Este Diputado y 
portavoz no está seguro de que el Gobierno asuma las con- 
secuencias económico-financieras de este Plan General de 
Carreteras. 

En el Plan se prevén unas inversiones de 800.000 millo- 
nes de pesetas en pesetas de 1983, v el señor Ministro ha 
hablado en diferentes ocasiones de una cifra redonda de 
un billón de pesetas. Como quiera que en 1984 se han gas- 
tado -según los datos dados por el señor Ministro en Co- 
misión- 56.970 millones de pesetas; en el año 1985, 
74.921 millones de pesetas, y en 1986 (previsión del señor 
Ministro), 83.402 millones de pesetas, quiere decirse que 
de ese billón de pesetas en números redondos se han gas- 
tado 215.000 millones de pesetas, que supongo que en pe- 
setas de 1983 son del orden de 200.000 millones de pese- 
tas. Por tanto, queda un montante, un orden de magni- 
tud comprendido entre 800.000 millones de pesetas y un 
billón de pesetas para sólo cinco anos, para el año 1987 
v para los que van hasta el año 1991. Yo le pregunto al 
señor Ministro v al Gobierno: ¿De verdad existe el propó- 
sito serio de gastarse 200.000 millones de pesetas de pro- 
medjo cada año hasta 1991, en pesetas de 1983? Yo no 
dudo de que el Gobierno tenga este propósito, pero seria 
bueno que se comprometiera de un modo más claro. En 
este sentido es en el que afirmo que no tengo la certidum- 
bre de que el Gobierno de la nación, en su conjunto, haya 
asumido esta cifra. Y el tema es muy serio porque, si no, 
lo que estamos haciendo son excelentes declaraciones de 
voluntad, planes bastante fáciles de hacer para los servi- 
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cios competentes del Ministerio de Obras Públicas y Ur- 
banismo, pero, en definitiva, papel mojado si no tienen el 
aval de la realidad, si no tienen el respaldo de los recur- 
sos económicos necesarios para llevarlos a cabo. Esta es 
la razón por la que hemos elaborado una propuesta de re- 
solución, la segunda, en la que proponemos lo siguiente: 
el Gobierno incorporará en las sucesivas leyes de Presu- 
puestos, hasta el año 1991, las dotaciones precisas para 
el cumplimiento de las previsiones económicas del Plan 
General de Carreteras. Los remanentes que se produjeron 
en los créditos de un ejercicio se imputarán de modo au- 
tomático al inmediato siguiente. Del mismo modo, las di- 
ferencias entre previsiones del Plan y necesidades se cu- 
brirán con los necesarios créditos presupuestarios o re- 
cursos equivalentes. 

En definitiva, se trata de dar viabilidad, de dar realis- 
mo al Plan General de Carreteras y salirse de las declara- 
ciones de intenciones que recuerdan aquellas del artículo 
6." de la Constitución de Cádiz, bien conocidas y ya tópi- 
cas, de que los españoles debemos ser justos y benéficos. 

La tercera consideración se refiere a un tema capital 
por el cual el Plan General de Carreteras pasa como de 
puntillas, aunque ciertamente fue abordado por el señor 
Ministro en su intervención en Comisión; me refiero a la 
eliminación de las autopistas y a la sustitución por las au- 
tovías, de las que se ha hecho muy poca mención o hay 
muy poco respaldo en el Plan General de Carreteras y en 
la Memoria que lo acompaña. 

El Ministro, repito, fue más explícito al respecto en su 
intervención en Comisión. Aquí quisiera hacer, en nom- 
bre de mi Grupo, dos afirmaciones fundamentales. Prime- 
ra, autovía y autopista no son, en absoluto, conceptos 
coincidentes, ni siquiera análogos. Una autovía es una 
carretera un poco mejor, es una carretera con dos calza- 
dos dobles y una separación intermedia, y algunas de las 
autovías que se mencionan en el Plan General de Carre- 
teras no son más que puros desdoblamientos de vías ac- 
tualmente existentes. Ni los requerimientos técnicos -ra- 
dio de las curvas, pendientes máximas admisibles, her- 
meticidad garantizada salvo a los tráficos-, ni las exi- 
gencias de seguridad -puntos SOS, áreas de servicio, 
atenciones mecánicas y técnicas-, ni 'las exigencias de 
conservación -un bache no es compatible con una auto- 
pista-, son en absoluto comparables. (El señor Presidente 
ocupa la Presidencia.) 

Las vías rápidas de Europa (la Europa defensiva en la 
que ya estamos después de tantas vicisitudes; la Europa 
comunitaria en la que estábamos con anterioridad a las 
pasadas semanas) no son las autovías que contempla el 
Plan General de Carreteras, y uno se pregunta, jrealmen- 
te las vías de penetración en Europa o de Europa en Es- 
paña son las autovías. las modestísimas autovías de! Plan 
General de Carreteras que tenemos delante y que es ob- 
jeto de debate? 

La segunda afirmación es menos clara y es que la de- 
cisión de sustituir las autopistas por las llamadas auto- 
vías parece que es económica, parece que es el fracaso del 
sistema de autopistas de peaje de la Ley de Autopistas de 
1972. Y aquí hay que decir que el Plan General y el Go- 

bierno confunden las cosas, porque admitido el fracaso 
del sistema de autopistas de peaje, del sistema de conce- 
sión de la Ley de 1972, con toda su secuela de costes enor- 
mes para el Tesoro Público, como es el seguro de cambio, 
etcétera, que conoce tan bien el señor Ministro como yo 
-mucho mejor el seíior Ministro que yo  en estos momen- 
tos-, una cosa es el fracaso de la fórmula económica y 
otra el fracaso de la fórmula técnica llamada autopista, 
io es que no caben autopistas por sistemas distintas al de 
peaje de la Ley de 1972? 

Me parece que se ha proscrito la autopista en el deseo 
de proscribir la fórmula económica que ha servido de base 
hasta la fecha desde 1972 y ,  desde !uego, tenemos que afir- 
mar que entre las autopistas de la Ley de 1972 y su sis- 
tema de peaje, y las autovías, las modestas autopistas del 
Plan General de Carreteras, hay fórmulas intermedias, y 
en esta línea presentamos una propuesta de resolución 
para evitar esa eliminación definitiva de las autopistas 
del mapa de nuestras vías de comunicación. 

En nuestra propuesta de resolución decimos: El Con- 
greso de los Diputados insta al Gobierno a que estudie la 
posiblidad -sólo que estudie- de que los tramos de au- 
tovías coincidentes con los del Plan de Autopistas, se pue- 
dan transformar en vías de estas características, median- 
te las inversiones adicionales necesarias total o parcial- 
mente a cargo del Estado. Se arbitrarán las fórmulas em- 
presariales de explotación, públicas o privadas, más ade- 
cuadas para que, mediante la aplicación de peajes no di- 
suasorios para el usuario, aseguren la conservación v la 
infraestructura de seguridad -puntos S O S ,  áreas de ser- 
vicios, atenciones mecánicas y sanitarias, ctcktera- v se 
acomoden a las exigencias de la Red Europea de Au- 
topis tas . 

En definitiva, señorías, lo que pretendemos es evitar 
que se consuma lo que nos parece un disparate, con el de- 
bido respeto, que es la proscripción, la eliminación de las 
autopistas del Plan General de Carreteras que estamos 
debatiendo. 

Hay una última propuesta de resolución que presenta 
nuestro Grupo, que se orienta a dar satisfaccih a la preo- 
cupación por las vías de comunicacibn entre España v 
Portugal. No oculto una preocupación justificada por el 
distrito electoral. 

El señor PRESIDENTE: Senor Ortiz, sin perjuicio de 
que sea muy respetable esa preocupación, le ruego que 
vaya terminando. 

El señor ORTIZ GONZALEZ: Acabo ya, senor Pre- 
sidente. 

Se trata, senorías, de asegurar unas vías de comunica- 
ción fluidas con el país vecino en toda su extensión terri- 
torial: en el norte, en el centro y en el sur. Por esta razón, 
en nuestra propuesta se dice que las comunicaciones en- 
tre Portugal y España se articularán en base a itinerarios 
principales, carretera nacional 550 o autovía; carretera 
nacional 122, nacional V y carretera nacional 431, que 
aseguren la fluidez de los tráficos en todas las áreas fron- 
terizas de ambos países. 



- 12452 - 
CONGRESO 20 DE MARZO DE 1986.-NÚM. 277 

Señor Presidente, seíiorias, creemos que con la incor- 
poración de estas propuestas, singularmente de las tres 
primeras, no tan consensuadas como las aprobadas en Co- 
misión (ya hubiera deseado este Diputado cuando tuvo el 
honor de dirigir el Departamento de Obras Públicas en- 
contrar una complacencia en la oposición a unas propues- 
tas tan amigablemente establecidas), se mejora sustan- 
cialmente el Plan General de Carreteras, al que cierta- 
mente no nos oponemos como un niínimo deseable. 

En definitiva, señorías, Plan de Carreteras sí, pero cuan- 
to antes en el marco de un Plan General de Transportes 
para que se asigne a cada modo su papel. Plan de Carre- 
teras sí, pero con unas previsiones económicas realistas y 
vinculantes, para evitar que el Plan sea papel mojado. 
Plan de Carreteras sí, pero con unas vías rápidas autén- 
ticamente europeas, acomodadas a la red europea de au- 
topistas, frente a estas modestísimas autovías del Plan Ge- 
neral que debatimos. 

Por estas razones, pedimos el voto favorable a nuestras 
propuestas de resolución. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ortiz. 
Por el Grupo Parlamentario Vasco, PNV, tiene la pala- 

bra el señor Echeberría. 

El señor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: Señor Presi- 
dente, señorías, en primer lugar queremos dejar constan- 
cia de nuestra apreciación de que este Plan General de 
Carreteras que presenta el Gobierno implica un esfuerzo 
importante de planificación y de racionalización de esta 
importante materia, desde el punto de vista de los trans- 
portes y de la economía, en general, del Estado. 

En segundo lugar quisiera hacer una defensa concreta 
de las tres propuestas de resolución que ha presentado 
nuestro Grupo al Plan v que pensamos que pueden mati- 
zar algunas de las propuestas que han sido consensuadas 
en la Comisión por los dos Grupos mavuritarios. 

La primera de ellas hace referencia a la propuesta pa- 
ginada con el número 5 ,  que se refiere al tema del pro- 
grama de autovías previsto en el Plan. 

Nosotros desearíamos que en el texto de la propuesta 
de resolución consensuada se eliminase la última frase 
que dice exactamente: (!Frente a la inviabilidad que hoy 
presenta la continuidad del programa de autopistas en ré- 
gimen de concesión.. Pensamos que, efectivamente, es 16- 
gico el plantear un programa ambicioso de autovías. pero 
pensamos que esa no es razón suficiente para eliminar, 
sin más, las posibles autopistas que pudieran construir- 
se. Concretamente esta propuesta de resolución que va a 
aprobarse nos sugiere la duda de si se ha estudiado sufi- 
cientemente esa inviabilidad de las autopistas; donde 
constan esos estudios y esa inviabilidad económica. Por 
dar un dato concreto nosotros entendemos que dentro de 
la autopista Burgos-Málzaga, que no se contempla en el 
Plan, el tramo Armitión-Málzaga pudiera ser rentable. En 
consecuencia, no se puede hacer una afirmación tan ge- 
nérica como la que se hace en esta propuesta de resolu- 
ción que. de alguna manera, condicionaría las futuras ac- 
tuaciones del Gobiernp. 

Por tanto, proponemos que se elimine esa afirmación 
tan tajante de la inviabilidad de las autopistas y que se 
deje, en su caso, al futuro el decidir si verdaderamente to- 
das las autopistas son inviables o no. Téngase en cuenta 
que estamos hablando de un Plan cuyo horizonte es el ailo 
1991, y que en cinco, seis, siete arios pueden pasar mu- 
chas cosas. Simplemente. como anécdota, puede citarse, 
a estos efectos, lo que ha ocurrido, por ejemplo, con el pre- 
cio del petróleo, que no tiene nada que ver con esto, pero 
quiero decir que nadie hubiese dicho hace unos años que 
pudiera pasar lo que está pasando actualmente en una 
materia prima de esta importancia. 

En consecuencia, las apreciaciones económicas que ac- 
tualmente existan pueden tener modificaciones sustancia- 
les. Pensamos que una afirmación de este tipo, que cierra 
el paso, de alguna manera, a que el Gobierno contemple 
esa posibilidad, es negativa. 

La segunda propuesta de resolución a la que nos vamos 
a referir es la que tiene número 7 entre las consensuadas, 
y que se refiere, concretamente, a las comunicaciones de 
España con el resto de Europa. 

Nosotros pensamos que el tratamiento que se hace en 
el Plan de estas comunicaciones con Europa es acertado, 
es razonable, pero puede ser insuficiente. Puede ser insu- 
ficiente porque concretamente en lo que se refiere al eje 
pudiéramos decir Madrid-Burgos-Segovla no se contem- 
pla en el Plan ninguna actuación ni ningún tipo de coor- 
dinación con la carretera Nacional-1, de manera que, de 
alguna forma, esta carretera queda ignorada en el Plan. 

Comprendemos perfectamente que el Plan contempla 
aquellas carreteras de competencia estatal, y que esta 
carretera, la N-1, en el tramo que afecta a la Comunidad 
Autónoma del País Vasco, está transferida y que, en con- 
secuencia, es competencia de la Comupidad Autónoma 
del País Vasco. Pero pensamos que eso no es óbice para 
que en el Plan se previesen algunos mecanismos de coor- 
dinación que pudieran facilitar, por ejemplo, la conside- 
ración de carretera de interés de la Comunidad Económi- 
ca Europea a este tramo, a este trozo que atraviesa el País 
Vasco y sin el cual no tendría excesivo sentido el resto de 
la carretera. 

Por tanto, el igrtorar, como digo, en el Plan posibles ac- 
tuaciones (sin entrar en este momento a cargo de quién 
serían esas actuaciones), nos parece que tampoco es po- 
sit ivo.  Téngase en cuenta, por ejemplo, que según los da- 
tos del año 1984, la Nacional-1 tiene una intensidad me- 
dia diaria de circulación de 8.134 a 43.215 vehículos en 
el tramo Vitoria-San Sebastián; la autopista Bilbao-Be- 
hovia. en el tramo Bilbao-San Sebastián, tiene de 6.993 a 
10.363, v la autopista Bilbao-Zaragoza, en el tramo Bil- 
bao-Miranda, tiene de 6.447 a 11.844. ¿Qué significa esto? 
Significa’que, a pesar de que existen dos autopistas, no la 
mavor parte, pero sí una intensidad mavor de tráfico to- 
davía sigue vendo por la Nacional-1. 

En consecuencia, es innegable que esa carretera tiene 
una importancia fundamental y ,  como digo, aunque el 
tramo que atraviesa el País Vasco no sea de competencia 
estatal,,es un tramo que no puede ignorarse a efecto de 
las actuaciones de este Plan y ,  desde luego, debe de tener- 
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se en cuenta como un eje fundamental de acceso a Europa. 
Por otra parte, también cabe citar como un ejemplo si- 

milar el de la prolongación de la autopista de Navarra 
hasta Andoatn, en Guipúzcoa, que es un eje lógico de ac- 
ceso a Europa. Téngase en cuenta que también es un eje 
lógico de salida de una gran parte del valle del Ebro como, 
por ejemplo, de Logroño y Zaragoza, porque si esta auto- 
vía no se construyese y no se tuviera en cuenta, práctica- 
mente el tráfico de Logroño y Zaragoza tendría que ir has- 
ta Miranda. Nos parece que el ignorar también en el Plan 
este trozo que se va a construir -porque parece que ya 
está acordada la construcción- es una ignorancia verda- 
deramente importante, porque es algo que va a existir y 
que va a tener, indudablemente, un gran tráfico. 

Por eso, nosotros entendemos que, sin entrar, como 
digo, en quién va a financiar las posibles obras, lo que 
debe de contemplar el Plan es una coordinación con las 
Comunidades Autónomas afectadas, de manera que no se 
ignoren en el Plan las actuaciones que puedan darse en 
esas carreteras. Por este motivo, nosotros planteamos una 
redacción de esa propuesta de resolución 7, que sería al- 
ternativa a la que se aprobó en Comisión, porque pensa- 
mos que es lógica, en cuanto que hace una referencia ex- 
presa a esa coordinación. Comprendemos que la coordi- 
nación con las Comunidades Autónomas está contempla- 
da incluso en alguna otra propuesta de resolución, pero 
como es en ésta en la que se hace una referencia concreta 
y expresa a la comunicación con Europa, por eso es por 
lo que pedimos que sea en ésta en la que se introduzca ex- 
presamente también esa llamada a una posible coordina- 
ción y a un tener en cuenta la existencia de esas carrete- 
ras y de su tráfico, a efectos de las futuras actuaciones del 
Ministerio. 

Por último, hemos presentado también una propuesta 
de resolución alternativa a la propuesta de resolución 
aprobada en Comisión con el número 1 1 .  Esta propuesta 
aprobada en Comisión hace referencia a la planificación 
del itinerario Madrid-Zaragoza, de manera que esa plani- 
ficación pueda permitir la conversión de ese itinerario en 
una vía con características de autopista, con el fin de que 
Madrid quede conectado con el resto de las capitales eu- 
ropeas a través de una red de autopistas. 

A nosotros, por supuesto que esta propuesta de resolu- 
ción nos parece lógica, lo que pasa es que nos parece tam- 
bién indudablemente parcial. Es decir, el hacer una cita 
expresa a la comunicación de Madrid con el resto de Eu- 
ropa a través del eje Madrid-Zaragoza, nos parece insufi- 
ciente, porque es ignorar la carretera de mayor tráfico en 
este sentido, que es la de Madrid-Burgos. Entonces, lo que 
pedimos simplemente es que en esa propuesta de resolu- 
ción, además de citar ese itinerario Madrid-Zaragoza 
como un itinerario lógico de acceso a Europa, se cite tam- 
bién el itinerario Madrid-Burgos. 

A estos efectos, puede decirse que según el plano de afo- 
ros del Ministerio de Obras Públicas y Urbanismo del año 
1983, el tráfico por el itinerario Burgos-Madrid no ha des- 
cendido nunca de 5.609 vehículos/día, mientras que el tra- 
mo Madrid-Zaragoza no ha descendido de 4.32 1 : es decir, 
estamos en lo mismo, el tramo Madrid-Burgos tiene 1 .O00 

vehículoddfa más que el tramo Madrid-Zaragoza. Esto no 
quiere decir que el tramo Madrid-Zaragoza no sea impor- 
tante, nosotros estamos de acuerdo en que es importante 
y en que hay que contemplarlo. En lo que no estamos de 
acuerdo es en que se ignore y no se cite expresamente (sí 
es que se cita expresamente el otro), el tramo Madrid- 
Burgos. 

En consecuencia, desearíamos que en esa propuesta de 
resolución se cite también, como digo, el tramo Madrid- 
Burgos, o si es una alternativa que no se puede aceptar, 
propondríamos una transacción según la cual se aceptase 
una propuesta de resolución con el mismo texto exacta- 
mente que la que ha sido aceptada en Comisión, pero po- 
niendo en lugar de Madrid-Zaragoza, Madrid-Burgos, de 
manera que ambas propuestas de resolución fuesen acep- 
tadas. 

Nada más y muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Eche- 

Tiene la palabra el señor Molins. 
berría. 

El señor MOLINS 1 AMAT: Senor Presidente, señorías, 
nuestro Grupo Parlamentario comprende la alegría, po- 
dríamos llamarla así, del señor Ministro en la presenta- 
ción de este Plan de Carreteras, porque ciertamente es 
este un plan integral de carreteras, el único en los últi-  
mos veinticinco anos, como nos ha recordado el señor Mi- 
nistro y como pretende también recordar la propuesta de 
resolución aprobada en Comisión. 

Pero nosotros consideramos que este Plan de Carrete- 
ras, senor Ministro, señorías, tiene dos carencias funda- 
mentales. En primer lugar, que probablemente más que 
ser o representar una planificación verdadera, no es más 
que la suma de unas determinadas actuaciones que el Mi- 
nisterio tiene previstas. Es decir, que no se actúa sobre 
una realidad global de conjunto, vista precisamente en 
ese conjunto, sino que se suman las distintas actuaciones 
en orden a las necesidades puntuales, y eso conforma lo 
que creemos nosotros es más un plan de actuaciones que 
una planificación verdadera. 

En segundo lugar, tenemos dudas sobre la afirmación 
que aparece en la primera de las resoluciones aprobadas 
en Comisión respecto a que este plan de carreteras pueda 
ayudar y contribuir a procurar un mayor equilibrio so- 
cial y territorial. Ciertamente debería ser una de las pre- 
tensiones de cualquier planificación, una de las preten- 
siones de cualquier plan, pero entendemos que, por lo me- 
nos en lo que hace referencia a este plan, esa contribu- 
ción no queda, a nuestro entender, suficientemente pues- 
ta de manifiesto; es decir, no creemos que pueda decirse 
que este plan contribuye a dotar de una mayor equilibrio 
social y territorial a nuestra realidad en carreteras. 

En tercer lugar, contiene, por otra parte, el plan, y más 
concretamente todavía las resoluciones aprobadas en Co- 
misión, alguna afirmación de validez dudosa que ya ha 
sido puesta de manifiesto aquí por quienes me han pre- 
cedido en el uso de la palabra. Hago referencia, señor Mi- 
nistro, seriorías, a la afirmación de la inviabilidad en la 
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continuidad del programa de autopistas en régimen de 
concesión. Creo que todos podemos reconocer los. fraca-. 
sos evidentes, que han existido en nuestra historia, estas 
autopistas en régimen de concesión. Todos debemos re- 
conocer esos fracasos; pero nos parece, señor Ministro, 
que no es menos evidente que esos fracasos no pueden Ile- 
varnos a generalizaciones como las que se contemplan en 
esa resolución. El señor Ministro es consciente de que 
existen hoy, y estoy seguro de que él lo comparte, tramos 
en la realidad viaria española que son susceptibles de ser 
explotados a través del régimen de concesion. Otra cosa 
es que deba estudiarse un equilibrio concesional distinto 
de las premisas que se contienen en los planes anteriores 
de autopistas. Otra cosa es, incluso, que buena parte de 
los planes de autopistas previstos no sea posible realizar- 
los y llevarlos a cabo, por cuanto que esas autopistas no 
aguantan el equilibrio concesional a través de un peaje, 
digamos, normal; pero, repito, esos fracasos evidentes v 
esas realidades concretas no deben llevarnos a la genera- 
lización de la inviabilidad del régimen de concesión en  la 
construcción de autopistas. 

En cuarto lugar, señor Presidente, entendemos que exis- 
ten, dentro de este plan de actuaciones, actuaciones que 
no se corresponden, con lo que podríamos llamar las de- 
claraciones de principios. o con el objetivo que según el 
plan se persigue con ellas. Estov pensando. por ejemplo, 
en el tema de la importancia, con la que estamos absolu- 
tamente de acuerdo, que se atribuve a la red de conexio- 
nes con Europa. Esa importancia teórica que se da a esas 
vías de comunicación con Europa entendemos nosotros 
que desputis no viene correspondida con las actuaciones 
concretas planificadas en este Plan de Carreteras. 

Muchas de nuestras resoluciones, señor Presidente, se- 
ñorías, van dirigidas precisamente a este tipo de comuni- 
caciones. Lo que en el momento de las transferencias, de 
traspasos de red viaria se dio en llamar el «eje pirenai- 
co» ,  que por cuestiones estrattigicas sigue siendo de atri- 
bución de la Administración Central del Estado. en su tra- 
mo concreto de la provincia de Gerona, entre Olot v Fi- 
gueras. no recibe. a nuestro entender, el adecuado trata- 
miento en este Plan de Carreteras v es objeto, como ve- 
rán SS. SS., de tres de nuestras resoluciones. Entendemos 
que es necesario que se continúe el esfuerzo que el Minis- 
terio está llevando a cabo en otros tramos de ese mismo 
eje pirenaico, entre Seo de Urge1 v Puigcerdá, que cierto 
es que está en período de ejecución v presupuestado para 
las próximas anualidades; pero, en cambio, no se corres- 
ponde -repito- con ese tramo Olot-Figueras que, como 
el señor Ministro conoce muv bien, es de gran importan- 
cia para esas poblaciones a las que podría teóricamente 
servir. 

Por otra parte, un itinerario enormemente importante, 
Mongat-MatarO, importante por la intensidad viaria de 
tráfico que como media soporta el tramo Mongat-Mata- 
ró, a nuestro entender, tampoco recibe el tratamiento que 
requeriría, donde podría ser necesario ese logro positivo 
que contiene el plan de  autovías, donde podría ser nece- 
sario - r e p i t e  aplicar autovía a ese tramo, que con una 
media actual de 25.000 vehículos diarios y una previsión 

hacia el ano 1993 de 40.000 vehículos diarios, pasa por 
ser uno de los tramos que soporta un mayor tráfico, como 
el Ministro sin duda conoce. 

Por último, señor Presidente, otra de nuestras resolu- 
ciones, la última, pretende que sea contemplado el pro- 
blema que presenta la red arterial de Barcelona que, 
como ya es normal en las grandes capitales y así ha mo- 
vido a actuaciones conjuntas de ese estilo a las distintas 
administraciones en otras ciudades españolas, requiere, 
por la cuantía de sus inversiones, una coordinación entre 
el Ayuntamiento, la Corporación Metropolitana, la Gene- 
ralidad, obviamente, y también el Ministerio de Obras Pú- 
blicas. Esa red arterial de Barcelona se hace tanto más pc- 
rentoria por cuanto, como S S .  S S .  conocen, con el esfuer- 
zo unánime de todas las fuerzas políticas, existe la posi- 
bilidad de que Barcelona pueda ser nominada como Ciu- 
dad Olímpica para el año 1992. 

Nos parece, señor-Presidente, que es necesario que el 
Plan contemple esa posibilidad, esa contribución por par- 
te del Ministerio de Obras Públicas de esa conjunción de 
intereses compartidos con las administraciones Local y 
Autónoma v que, por tanto, eso debería ser contemplado 
también v a eso obedece nuestra resolución número 8, la 
última de las presentadas por nuestro Grupo Parlamen- 
tario. 

Nada más. señor Presidente, y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Molins. 
Fijación de posiciones de los Grupos ParlamentariosPo- 

El se.ñor Sisó tiene la palabra. 
pular y Socialista. 

El señor SISO CRUELLAS: Señor Presidente, señorias, 
sin duda un Plan General de Carreteras es algo muy im- 
portante en cualquier pais. Ahora bien, presentar el mis- 
mo plan tres veces ante esta Cámara, dos en Comisión y 
una tercera ahora, quizá sea demasiado. 

El señor PRESIDENTE: Señor Sisó, fue una decisión 
de la Mesa de la Cámara, respecto de la cual el Ejecutivo 
no tiene nada que ver. 

El señor SISO CRUELLAS: En cualquier caso, mi Gru- 
po agradece al señor Ministro esta nueva oportunidad que 
nos brinda de debatir este plan de carreteras. 

Por lercera vez tenemos que analizar el Plan sin obrar 
en nuestro poder la necesaria documentación; no obstan- 
te, nuestro Grupo está de acuerdo con cualquier acción 
que suponga una mejora en la infraestructura v este plan, 
en conjunto. la mejora. Esta es nuestra primera afir- 
mación. 

Su señoría ha intentado demostrar que un Plan Gene- 
ral de Carreteras, en un pais como el nuestro, en donde 
por carretera se mueve el 89 por ciento del total del trá- 
fico interior de viajeros v el 91 por ciento de las mercan- 
cias, no necesita ser fruto de una planificación integral 
del transporte. Permítamc, señor Ministro, que no esté de 
acuerdo. 

Creo que un sector de tanta importancia, tanto econó- 
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mica como socialmente, debe ser coordinado mediante un 
plan nacional del transporte que cuantifique la actual y 
futura demanda de transporte y las necesidades de in- 
fraestructura de cada uno de los modos, pero contempla- 
dos en su conjunto, no cada uno por separado. O sea, que 
un Plan General de Carreteras debe ser un instrumento 
coordinado, no un instrumento coordinador. 

Con esto, no quiero quitarle importancia a este u otro 
Plan General de Carreteras, sino todo lo contrario. Estoy 
seguro que si tuviéramos los estudios que determinarán 
las necesidades reales de transporte en el futuro, vería- 
mos que es necesario acometer un Plan General de Carre- 
teras mucho más ambicioso, y cuando digo carreteras que 
se entienda que es carreteras de distintas plataformas, au- 
tovías y autopistas, según la demanda de cada uno de los 
corredores que se estudien. 

Si bien se han descrito los estudios que dicen han per- 
mitido determinar la demanda y la oferta de la red de in- 
terés general del Estado, así como los estudios comple- 
mentarios de accesibilidad, en ningún momento, en cam- 
bio, se ha dicho cuál ha sido el proceso de evaluación de 
las distintas alternativas que se podrían plantear para 
adecuar la oferta viaria a la demanda de transporte, y úni- 
camente, después de describir someramente el inventario 
de la red y la demanda de tráfico, se pasa a una progra- 
mación de actuaciones, quedando convertido, lo que de- 
bería ser un documento de planificación, en un simple 
programa de intención de inversiones. 

Entrando ahora a comentar cuestiones concretas de 
este plan empezaré por decir que las vías definidas como 
autovías no son tales. Muchos tramos de las mismas son 
simplemente un desdoblamiento de calzada. Este punto 
es muy importante resaltarlo, ya que se justifica la no 
creaci6n de una nueva red de autopistas en base a la fuer- 
te diferencia de inversión que requieren éstas en compa- 
ración con las autovías, cuando el coste de una autovía 
construida según lo especifica la actual Ley de Carreteras 
es tan solo entre un 15 o un 20 por ciento menor que la 
construcción de una autopista e, inclusive, en algunos ca- 
sos, de un 10 por ciento. 

Corresponde al Gobierno fijar y,  sin duda, definir qué 
tipo de vías terrestres quiere construir, pero, una vez de- 
finida;, hay que denominarlas de acuerdo a los términos 
indicados en la ley de Carreteras al objeto de no confun- 
dir a los usuarios, ni tampoco a la opinión pública. 

Evidentemente estos simples desdoblamientos de cal- 
zada previstos en el Plan General de Carreteras requieren 
mucha menos inversión que la construcción de una red 
de verdaderas autovías. Ahí está la diferencia de coste en- 
tre lo que se ha programado y las autopistas y no entre 
éstas y las autovías, aunque los inconvenientes que pre- 
sentan, como S .  S .  sabe, son importantes. 

Una de las razones por las cuales creemos que será di- 
fícil aplicar este plan, es que si hacemos desdoblamien- 
tos de calzadas, entonces no podremos tener un control 
de accesos, puesto que las calzadas que existen actual- 
mente tienen una serie de accesos que no pueden en estos 
momentos reducirse a n9 ser que se construyan calzadas 
de servicio. Por tanto, la imposibilidad de convertirlas en 

verdaderas autovías es clara, a no ser que se hagan inver- 
siones parecidas a las que ahora no queremos, que son las 
autopistas. 

Otro fallo de este Plan General de Carreteras es que ha 
sido concebido y redactado sin estudiar a fondo las con- 
secuencias derivadas de la integración de España en la 
Comunidad Económica Europea, y esto es grave porque 
no sólo nuestra disponibilidad de la red, evaluada por el 
número de kilómetros de carreteras y autopistas por ki- 
lómetro de superficie, figura en los puestos de cola de Eu- 
ropa occidental, sino que, además, nuestra red está muy 
deteriorada y agravará aún más los efectos negativos que 
sobre nuestra economía produce el déficit de infraes- 
tructura. 
Por otra parte, debemos tener en cuenta que el resto de 

los países europeos disponen de una red ferroviaria más 
importante que la española e, incluso, algunos tienen una 
red fluvial para el transporte pesado. 

Se hace urgente, por tanto, adecuar nuestra red a la ac- 
tual y futura demanda de transporte por carretera, cu- 
briendo las muchas insuficiencias no sólo de densidad, 
sino también de reposición y conservación. En este senti- 
do, hay que tener en cuenta el hecho de que una conser- 
vación de la carretera no efectuada en su momento se tra- 
duce casi de forma exponencial en unas necesidades de in- 
versión muy superiores en años sucesivos. 

Y este es otro gran fallo del plan, las previsiones de in- 
versiones para conservación, las dotaciones para conser- 
vación de nuestras carreteras deben ser superiores; de lo 
contrario, España no logrará equiparar el índice de cali- 
dad de sus carreteras al resto de los países de Europa oc- 
cidental y nos costará más tiempo y será más cara nues- 
tra recuperación. No olvidemos que puede hacer no ren- 
tables desde ahora aquellas actividades en las que el cos- 
to del transporte afecta sensiblemente al precio final del 
producto ofertado y está claro también que con mayor 
densidad y mejores índices de calidad de nuestras vías de 
comunicación. nuestra oferta turística, de tanta impor- 
tancia para nosotros, sería mucho más amplia y mejor re- 
partida por toda la geografía espanola. 

Soy de los que creen que el déficit y baja calidad de 
nuestras infraestructuras fue uno de los factores que más 
influyeron en la llamada {{Calabaza de Disney». 

Otra prueba de que al redactar el plan no se tuvo en 
cuenta nuestro ingreso en el Mercado Común, es el que se 
haya dejado a Madrid como única capital de la Europa oc- 
cidental, junto con Lisboa, sin un enlace con las restantes 
capitales mediante autopista. 

Es necesario pensar pues, en una ruta rápida Madrid 
resto de las capitales europeas que, sin duda, pasa por 
unir Madrid-Zaragoza mediante autopista, y una vez en 
Zaragoza, la forma de enlazar con las autopistas france- 
sas con un recorrido mínimo, con un gran ahorro de tiem- 
PO y costes para nuestros transportes por carretera, es 
continuar con una autovía o autopista, a través de la pro- 
vincia de Huesca y cruzar los Pirineos. Si no se hace así, 
el recorrido de cualquier transporte pesado de Zaragoza 
hay que multiplicarlo por tres o cuatro veces. 

En nuestro vecino país el tema también preocupa. Así 
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la revista francesa aLe Moniteurn recoge las impresiones 
de las partes afectadas en su número de febrero pasado. 

Se puede comprobar cómo los vecinos franceses están 
sensibilizados por la creación de una nueva autopista. El 
Consejo General de los Altos Pirineos presentó en agosto 
del pasado año, por medio de su Presidente Hubert Pe- 
you, una moción relacionada con el posible enlace inter- 
nacional Madrid-París. 

Francisco Abadie, Senador por Lourdes, ha manifesta- 
do: la unión internacional París-Madrid, por la región de 
Midi-Pyrénées, sería provechosa casi tanto para las regio- 
nes afectadas por la crisis económica francesa, como tam- 
bién para la Comunidad de Aragón. 

En lo que respecta a los incumplimientos, no voy a re- 
lacionarlos, porque siempre me podrá contestar el señor 
Ministro que se cumplirán todos los plazos programados, 
puesto que hasta el año 1987 no termina la primera fase; 
sólo diré que una cosa es licitar una obra, y otra muy dis- 
tinta es ponerla en servicio, y me parece que los plazos 
que se han dado son de licitación y no de puesta en 
servicio. 

Por último, pienso que lo correcto hubiese sido redac- 
tar, en primer lugar, una nueva Ley de Carreteras y se- 
guidamente la del Plan Nacional de Carreteras. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Sisó. 
El señor Sáenz Lorenzo, en ndmbre del Grupo Parla- , 

mentario Socialista, tiene la palabra. 

El señor SAENZ LORENZO: Señor Presidente, señoras 
y señores Diputados, en nombre del Grupo Socialista voy 
a consumir un turno de apoyo al Plan de Carreteras for- 
mulado por el Gobierno, de apoyo también al resto de re- 
soluciones aprobadas en la Comisión por unanimidad de 
la misma, por parte de los Grupos Parlamentarios presen- 
tes en aquella sesión. y voy a consumir un turno de ex- 
plicación de la posición de nuestro Grupo respecto de las 
propuestas aquí defendidas y presentadas en el día de 
hoy. 

En primer lugar, quisiera señalar que nos parece muv 
importante, que nos parece incluso imprescindible que en 
el terreno de las carreteras exista un Plan General de 
Carreteras en vigor, que exista un criterio planificador. 
Sin la planificación las actuaciones se convierten en ais- 
ladas, hay presiones localistas v normalmente se suelen 
atender solamente las necesidades de la demanda de ma- 
yor tráfico. 

Pensamos que a través de un Plan, a través de un cri- 
terio planificador se pueden abordar simultáneamente 
esos dos grandes objetivos, que son, por una parte aten- 
der la demanda y las necesidades del país y ,  por otra par- 
te, atender al mismo tiempo al necesario equilibrio terri- 
torial. 

Solamente desde un Plan General, desde un criterio pla- 
nificador se pueden atender adecuadamente desde nues- 
tra opinión, estos dos objetivos. Nosotros estamos satis- 
fechos de que este criterio en favor de la planificación 
haya sido manifestado hoy aquí por los distintos Grupos 

Parlamentarios y también pensamos que es bueno que 
haya una planificación general del transporte, aunque 
pensamos que esta planificación necesita de un período 
de maduración más largo, que se está empezando a dis- 
cutir en estos momentos en Europa, y que será convenien- 
te que ese criterio más general esté presente, pero que lo 
que no puede hacerse es negar la validez de un plan en 
función de que no exista un plan más general. 

Este es el primer Plan de Carreteras en veinticinco anos. 
Creo que eso es muy positivo para las comunicaciones en 
nuestro país y que, por tanto, tiene que ser saludado con 
alegría. El criterio de que muchas veces lo mejor -dice 
un refrán castellan- es enemigo de lo bueno, yo pienso 
que éste podría ser perfectamente un caso que lo ilustra. 

Por tanto, en primer lugar, hacer una valoración posi- 
tiva del plan e instar al Gobierno a que siempre exista un 
plan en vigor, a que antes de que se termine el período 
de vigencia de este plan se dote de nuevos mecanismos 
planificadores que sean similares o distintos del actual, 
pero que el país siempre tenga una perspectiva de futuro 
en cuanto a sus comunicaciones y en cuanto a sus carre- 
teras. Esa es una de las primeras resoluciones que apro- 
bamos en Comisión y junto a ella la de que exista un con- 
trol para que se vavan cumpliendo las previsiones del 
plan. En este sentido pretendemos que el Gobierno, al ter- 
minar cada una de las fases del plan, presente un infor- 
me, haga una valoración de en qué medida se está cum- 
pliendo, si hav que hacer modificaciones para cumplir los 
objetivos que se pretenden, v que ese informe se presente 
y se discuta ante el Congreso. 

Sin embargo, en estos momentos ya podemos decir que 
tenemos una cierta perspectiva de la medida en la que se 
está cumpliendo el plan y de si son verdad algunas de las 
afirmaciones que se han hecho desde aquí en el sentido 
de que es muy fácil presentar los planes, pero no parece 
tan fácil cumplirlos. 

Creo que este plan va tiene un par de años de funcio- 
namiento v podemos valorar que hasta el momento se vie- 
nen cumpliendo las previsiones, lo cual, desde nuestro 
punto de vista, es altamente satisfactorio. No  solamente 
disponemos de un plan, sino que disponemos de un plan 
realista que en los dos primeros años de vigencia provi- 
sional está cumpliendo las previsiones de inversiones y 
las previsiones de realizaciones que se plantearon, 

El plan afronta con eficacia, desde nuestro punto de VIS- 

ta, una necesidad que tenía nuestro país, cada vez más 
evidente, de ser dotado de una red de vías rápidas de co- 
municaciones que responde a una demanda natural exis- 
tente y qu'e, al mismo tiempo, es acorde con nuestras po- 
sibilidades presupuestarias. 

Algunos de los portavoces han hablado aquí de no 
cerrar las posibilidades de las autopistas. Yo pienso que 
al final del plan se plantea una situación radicalmente 
distinta de los itinerarios más importantes en el país de 
la que existía al principio. En estos momentos, al comien- 
zo del plan, existen unas deficiencias evidentes que están 
en buena medida cumplimentadas, en buena medida sa- 
tisfechas al final del plan. Por tanto, la situación la mo- 
difica de forma sustancial v no de forma parcial, no afron- 
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tando solamente determinadas actuaciones, sino desde un 
punto de vista globalizado. Pienso que esto sería impres- 
cindible plantearlo con el sistema de autopistas y en par- 
ticular con el sistema de autopistas en régimen de conce- 
sión, que creo que está claro que ha fracasado en este país 
por las enormes deudas que ha generado y a las que, en 
buena medida, ha tenido y está teniendo que hacer frente 
el Estado, teniendo que distraer fondos que serían sufi- 
cientes -algunos de ellos-, para poder tener actuacio- 
nes más rápidas y más eficaces en el terreno de las 
carreteras. 

Por tanto, pensamos que se afronta esa necesidad de 
vías rápidas con realismo y con eficacia. Las autovías 
- q u e  en muchos casos tienen prestaciones muy simila- 
res a las autopistas, puesto que buena parte de esas auto- 
vías van a tener itinerarios nuevos-, van a limitar los ac- 
cesos, van aumentar la seguridad, van a aumentar la ra- 
pidez de circulación de una forma importante, pero, al 
mismo tiempo, no tienen el enorme coste de las autopis- 
tas, que nos llevaría a tener que limitar enormemente las 
posibilidades de actuación para cubrir las necesidades de 
todo el territorio español. Por tanto, es un programa de 
autovías que afronta los problemas, que los resuelve con 
eficacia y con realismo. 

Nos parece interesante también serlalar la importancia 
del programa de conservación. Si hay que resolver esos 
grandes itinerarios, esas vías rápidas de comunicación en 
el país, es importante tener unas mínimas condiciones en 
toda la plataforma de competencia del Estado. Esa pla- 
taforma ha quedado reducida a 20.000 millones, y una de 
las características muy positivas del Plan, desde nuestro 
punto de vista, es que la actuación se extiende a todos y 
cada uno de esos kilómetros de competencia del Estado, 
es decir, que al programa de autovías y al de acondicio- 
namiento se une un programa de conservación que pen- 
samos que no debe faltar, que debe estar siempre presen- 
te en cualquier Plan de Carreteras, puesto que es impres- 
cindible asegurar unas condiciones mínimas, tanto de se- 
guridad como de la plataforma, para que esa red nacio- 
nal se mantenga en unas condiciones adecuadas. Por tan- 
to, valoración positiva, también, del programa de con- 
servación. 

El resto de las propuestas de resolución aprobadas se 
refieren a que haya una adecuada financiación, coinci- 
diendo en ello con la preocupación mostrada por el Gru- 
po Centrista; en que haya una coordinación con las Co- 
munidades Autónomas, preocupación que también ha 
sido manifestada hoy en esta tribuna: de que se cuide es- 
pecialmente el medio ambiente y que se reforme la actual 
Ley de Carreteras para adaptarla a este plan. Ese conjun- 
to de propuestas fue aprobado en Comisión y va a ser, por 
tanto, también mantenido y votado por nuestro Grupo en 
este trámite. 

En cuanto a las nuevas propuestas planteadas por los 
Grupos Parlamentarios que no estuvieron presentes en ese 
debate de Comisión, vamos a serlalar nuestra posición. Al- 
gunas de ellas entendemos que pueden considerarse asu-- 
midas dentro de las propuestas que ya están incorpora- 
das al dictamen de la Comisión, entre ellas alguna del 

Grupo Centrista, la que hemos señalado respecto a la ne- 
cesidad de la financiación. Nuestro Grupo y la Comisión 
plantean su preocupación de que haya una financiacibn 
adecuada. La experiencia existente hasta ahora, de todas 
formas, es positiva, puesto que efectivamente se están 
cumpliendo las previsiones, se están afrontando las pre- 
visiones desde el punto de vista presupuestario. Por tan- 
to, hasta ahora la experiencia existente es positiva, pero 
pensamos que ese esfuerzo debe mantenerse en el futuro. 

También pensamos que es asumible el espíritu de al- 
gunas de las propuestas del Grupo Parlamentario Vasco. 
No consideramos adecuada la supresión de la frase que 
ellos pretenden, por las razones que antes he señalado, y 
vamos a votar a favor de su propuesta de que también la 
autovía de Madrid a Burgos tenga el mismo carácter, di- 
gamos unas especificaciones más estrictas, para que en 
un futuro pueda llegar a convertirse en autopista, igual 
que la de Madrid a Zaragoza. Vamos a apovar esa pro- 
puesta porque pensamos que son las dos vías naturales 
de comunicación con Europa y parece lógico que no se 
haga distinción entre una y otra. 

En cuanto a las propuestas de resolución que aquí se 
hacen, fundamentalmente por parte de Minoría Catalana 
y alguna del Grupo Centrista, algunas de ellas son asumi- 
das en el propio proyecto; lo que pasa es que no están 
como actuaciones urbanas, sino dentro de programa del 
acondicionamiento, puesto que afectan a ciudades de me- 
nos de 50.000 habitantes, pero pensamos que se distan- 
cian del planteamiento que aquí se hace de las propues- 
tas de resolución; propuestas de resolución que hemos 
procurado que sean valoraciones globales de objetivos v 
planteamientos del plan v no reivindicaciones más loca- 
les o con interés más local. Si cada uno de los Grupos, si 
cada uno de los Diputados hiciéramos planteamientos 
respecto de nuestra propia circunscripción, creo que se 
desvirtuaría en gran medida el contenido de este plan. 

Pensamos que la mayor parte de las propuestas de Mi- 
noría Catalana están en buena medi'da asumidas por el 
plan o están contempladas como posibilidad dentro del 
programa de acondicionamiento de cada una de esas ciu- 
dades que señalan. Pensamos que es imprescindible una 
actuación especial respecto a los accesos a Barcelona en 
relación con la celebración de la Olimpiada, pero enten- 
demos que este tipo de resoluciones se distancia del cri- 
terio que hemos adoptado, de que tengan carácter gene- 
ral y no carácter de modificación de propuestas locales. 
Pensamos que ese no  es el camino del debate y de las pro- 
puestas de resolución y, por tanto, no vamos a votar a fa- 
vor de las mismas, aunque repito que.la mayor parte de 
ellas son asumibles, desde el punto de vista del propio 
plan y en la situación en que está en estos momentos. Por 
tanto, nuestra posición va a ser desfavorable, contraria a 
la mayor parte de las propuestas de resolución que se van 
a votar aquí. 

Vamos a votar a favor de las propuestas consensuadas 
con el Grupo Popular en Comisión y que ya están incor- 
poradas al dictamen de la Comisión, y vamos a votar tam- 
bién a favor de la propuesta que hemos señalado del Gru- 
po Vasco, estimando que algunas otras propuestas, a las 
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que me he referido, están o se pueden considerar acepta- 
das en espfritu dentro de las propuestas de resolución que 
ya están contenidas en el dictamen de la Comisión. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias. 
Tiene la palabra el señor Ministro de Obras Públicas y 

Urbanismo. 

El señor MINISTRO DE OBRAS PUBLICAS Y URBA- 
NISMO (Sáenz Cosculluela): Señor Presidente, permíta- 
me intervenir, con la máxima brevedad, para hacer tres 
o cuatro precisiones sobre cuestiones que me parece bá- 
sico concretar en torno a este debate y sin perjuicio de los 
comentarios que ya se han producido sobre el contenido 
de las distintas mociones. 

Se ha alegado que no puede ser un instrumento de pla- 
nificación y sí de previsión de inversiones este Plan ce-  
neral de Carreteras, en la medida en que no hay preexis- 
tente un Plan General de Coordinación de los Transportes. 

Debo setialar a S. S., que ha mencionado esta cuestión, 
que el Plan General de Carreteras, que constituye un ins- 
trumento de planificación (de lo que no se ha dado tras- 
lado naturalmente a la Cámara los instrumentos técnicos, 
que tienen a su disposición), tiene en cuenta hechos pal- 
pables y claros que permiten dar una respuesta planifica- 
da que es la demanda de tráfico, la estructura del tráfico, 
de usuarios y de mercancías que se produce en España y 
que el portavoz del Grupo Parlamentario Popular ha se- 
nalado ya con cifras que creo son bastante expresivas. 

La naturaleza y el alcance de la demanda que tiene la 
carretera española en su conjunto es perfectamente cono- 
cida v es, por tanto, posible dar una respuesta aislada y 
puntual o global para la estructura de las carreteras. 

El Plan General de Transportes, que comienza a discu- 
tirse ahora en la Comunidad Europea será posible, sin 
perjuicio del avance del Plan General de Carreteras, cuan- 
do esta Cámara pueda discutir la Ley de Ordenación de 
Transportes que ha traído el Gobierno a discusión de la 
Cámara. 

Lo que es evidente es que no podemos aplazar un ins- 
trumento de planificación porque no se disponga de un 
instrumento más global para la política de transportes. 
En todo caso, debo señalar que es la primera vez que se 
trae a la Cámara un instrumento que va a permitir glo- 
balizar la respuesta de la política de transportes, sea por 
vía férrea, sea por vía fluvial o marítima, sea por vía de 
carretera. Por tanto, va a ser posible una política de trans- 
portes en la medida en que prosperen los instrumentos 
que van a facilitar esa planificación que en Europa es in- 
cipiente, pero ello nunca debía impedir la existencia de 
una planificación en carreteras que diagnostica necesida- 
des muy conocidas. 

Creo que S S .  S S .  no deben profundizar demasiado en 
esta cuestión para coincidir con la sociedad en la necesi- 
dad de dar una respuesta global al tema de las carrete- 
ras, que es apreciada por los usuarios, que es perfecta- 
mente conocida y que cualquiera capta en sus necesida- 
des globales. 

Segunda precisión. Se ha dicho que este instrumento 
no es adecuado para equilibrar los territorios. Quizá se 
ha dicho desde una perspectiva en la que las satisfaccio- 
nes viarias son más cumplidas, y en la que la infraestruc- 
tura, aunque la concentración urbanística hace graves los 
problemas, no permite apreciar la gravedad de los dese- 
quilibrios territoriales que hay en otros territorios es- 
pañoles. 
, Permítanme SS. SS. que les recuerde que hay regiones 

como Galicia, como Extremadura, como Andalucía o 
como Cantabria, donde la aparición del Plan General de 
Carreteras, con sus instrumentos, todo lo perfectibles que 
se quiera, abre un horizonte de clarificación de sus posi- 
bilidades. incluso en la inversión industrial de la que ca- 
recían hasta la aparición del Plan General de Carreteras, 
y que mi evidencia es que los contactos con las autorida- 
des autonómicas de Galicia, de Cantabria, de Extremadu- 
ra y Andalucía han abierto unas enormes expectativas a 
la hora de lograr una política que equilibre territo- 
rialmente. 

El fracaso de muchos núcleos de industrialización, pre- 
vistos en esos territorios, se ha debido históricamente a 
la falta de infraestructura. De manera que la aparición de 
este Plan General de Carreteras -ya lo creo- facilita un 
progreso en el equilibrio territorial, especialmente en 
aquellas regiones que históricamente han padecido el más 
grave desequilibrio y que, afortunadamente, para otros 
no existía con esos detalles o aspectos. 

Tercera precisión que me gustaría ofrecer a SS. SS. 
para situar las criticas en sus justos términos. Se ha'ha- 
blado de la necesidad de perfeccionar nuestros contactos 
con el ámbito de la Comunidad Europea, es decir, con Por- 
tugal y Francia, que son nuestros países limítrofes. 

Ya tuve ocasión de manifestar en la Comisión (quizá.al- 
guno de los Diputados que ha intervenido a lo largo de 
esta mañana no había tenido ocasión de poder escuchar 
esas manifestacionrs) que todos los contactos con Portu- 
gal se han establecido previas las conversaciones técnicas 
y políticas con las autoridades portuguesas, de manera 
que hemos logrado definir diagnosticar perfectamente 
cuáles son las necesidades de ambos paises. Asimismo he- 
mos mantenido contactos con las autoridades francesas 
que excluyen un posible contacto transpirenaico a traves 
de Aragón que tenga las características de conectar las ca- 
pitales de España y Francia. De manera que no es el Plan 
General de Carreteras el que excluye esa vía transpirenai- 
ca por el macizo central, sino que son las propias autori- 
dades francesas quienes dcscan que esa conexión se esta- 
blezca en los extremos de los Pirineos en la región de la 
Comunidad Autónoma Catalana y en la frontera de la Co- 
munidad Autónoma Vasca y,  por tanto, los planes de 
carreteras del Gobierno español se adaptan a las previsio- 
nes y a las expectativas de inversión que se producen en 
la República francesa. 

Sería absurdo que planteáramos una autovía que pasa- 
se por Aragón, desde Madrid hasta Francia, atravesando 
los Pirineos cuando sabemos que al otro lado de ellos no 
va a haber autopista, no va a haber una inversión de esas 
características. ¿Es lógico que hagamos cse esfuerzo? No 
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excluye, señorías, que cuando el Plan esté mediado en tor- 
no a los años 1987, 1988 ó 1989, quien ostente las respon- 
sabilidades de estas materias en el Gobierno plantee las 
perspectivas de un segundo plan que seguramente podrá 
acometer objetivos que hoy no son tan extraordinaria- 
mente urgentes como los que se acometen en este Plan Ge- 
neral de Carreteras, y quizá para entonces las autorida- 
des francesas hayan evolucionado en sus posiciones. Yo 
en este momento no estoy en condiciones de adivinarlo; 
sí estoy en condiciones de manifestar con toda claridad 
que no es posible ese planteamiento, aunque sólo sea por 
el hecho de que la República Francesa, las autoridades 
francesas, no admiten ese planteamiento. 

El Diputado que me ha hablado en nombre del Grupo 
Socialista ha hecho una manifestación en la que quiero in- 
sistir. Cómo está la red actual en las grandes rutas, en los 
grandes recorridos desde Madrid hasta las distintas Co- 
munidades Autónomas y cómo queda al final de la apli- 
cación del Plan General de Carreteras. 

Esa es la valoración que hay que hacer. Podemos asu- 
mir como un instrumento casi mágico la expresión de que 
una autopista es mejor que una autovía. Señorías, se tra- 
ta de remodelar profundamente las actuales rutas que 
unen la capital de España con la periferia de manera que 
garanticemos unas buenas condiciones para los tráficos 
de largo recorrido, pero asegurando a la vez que el im- 
porte tráfico intermunicipal, no de largo recorrido, que se 
produce en esas rutas, disponga también de una apropia- 
da estructura. De manera que la autovía no puede con- 
vertirse en una autopista, salvo si renunciamos a que la 
actual previsión dé solución, mantenga la continuidad en 
los contactos entre los diversos municipios que hav a lo 
largo de la ruta. (El señor Vicepresidente, Torres Boursault, 
ocupa la Presidencia.) 

La opción autopista puede ser planteable históricamen- 
te una vez resolvamos la necesidad de que todos los mu- 
nicipios conectados a lo largo de la ruta reciban una in- 
fraestructura digna, adecuada, segura y capaz. Esa es la 
primera necesidad. Yo no excluyo que en el futuro, que 
en el horizonte histórico quepan otras actuaciones. 

Por último, estas autovías que satisfacen las necesida- 
des de largo recorrido -y a quienes también debemos 
ofrecer esta infraestructura,y que son seguramente todos 
los puntos de saturación de los tráficos interurbanos, esos 
tráficos de corto recorrido- van a tener no solamente un 
desdoblamiento sino que van a tener un nuevo trazado 
aproximadamente en un cuarenta por ciento de su re- 
corrido, lo cual es significativo. Van a tener separación. 
Van a tener control de acceso y vías de servicio para ga- 
rantizar el control de acceso. Por tanto, no estamos ante 
un mero desdoblamiento en el que se aumenta la anchu- 
ra de la ruta y no se introducen todos aquellos elementos 
que permiten configurar la carretera como un hecho com- 
pletamente nuevo desde el punto de vista estructural. Hay 
una corrección geométrica, se hace una variación del tra- 
zado, aunque manteniendo las conexiones intermunicipa- 
les sin entrar en los núcleos urbanos, se hacen doscientas 
variantes de población, se establece la separación entre 
las calzadas, se limitan los accesos y se abren vías de ser- 

vicio que garanticen la limitación de accesos. En una pa- 
labra, estamos en presencia de una opción que desde lue- 
go no es la autopista, que cierra fundamentalmente los ci- 
clos de largo recorrido y nada más, y que presupone una 
inversión que se transfiere al usuario a través del peaje, 
que ha fracasado y que demuestran las estadísticas que 
no es viable en este momento, pero ofreciendo una infraes- 
tructura distinta, profundamente diferente a la que hoy 
tenemos que soportar (y creo que la expresión es gráfica 
de lo que opina el usuario, el ciudadano, y al que hay que 
dar una salida con este Plan de Carreteras) y que no ex- 
cluye, insisto, posteriores instrumentos de planificación o 
una adaptación a las necesidades, cuando el avance de las 
inversiones nos permita calibrar los impactos que se han 
producido. 

Sus señorías me permitirán que termine recordando 
que el Plan General de Carreteras no menciona aquellas 
carreteras que están en territorios de comunidades Autó- 
nomas que han recibido el cien por cien de las transfe- 
rencias. Nadie piense que el Plan de Carreteras ignora la 
realidad de las Comunidades Balear, Canaria, Navarra v 
Vasca. Es que en estas Comunidades sus instituciones au- 
tonómicas han recibido el cien por cien de las transferen- 
cias, no dispone el Estado en ellas de ninguna carretera 
de su competencia, v ello, naturalmente. obliga a mante- 
nernos, frente a esa realidad autonómica. en la actitud de 
la cooperación v de la coordinación. pero sin la posibili- 
dad de intervención que está vetada por una realidad ju- 
rídica que, por otra parte, satisface a las Comunidades en 
la medida en que han sido las Comunidades quienes han 
demandado ese nivel de transferencias, nivel de transfe- 
rencias que ustedes conocen y que nosotros tenemos que 
respetar, como es lógico. 
Y, por último, se ha hecho una mención a las difercn- 

tes valoraciones de ¡o que va a suponec el Plan de Inv,er- 
siones. Su señoría debe tener en cuenta quc hav unas 
aportaciones en especie que se producen en todas las ac- 
tuaciones de medio urbano que las aportan las Comuni- 
dades y los Ayuntamientos v que no se valoran en las pre- 
visiones económicas del Plan, v que son de una cuantía cx-  
traordinariamente importante, porque son actuaciones en 
medio urbano, en medio con calificación urbanística, v 
que, por tanto, son de un alto coste a la hora de las apor- 
taciones de esos terrenos. 

De manera que ello explica los matices de diferencia 
que S .  S .  ha captado en algunas de las cifras, pero que tic- 
nen, naturalmente, la correspondencia en esas valoracio- 
nes que no hace el Ministerio de Obras Públicas v ürba- 
nismo ni el Gobierno, sino otros entes. 

Nada más, muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Mu- 
chas gracias, señor Ministro. (El señor Ortiz González pide 
la palabra.) Está cerrado el debate, entiendo. 

El señor ORTIZ GONZALEZ: Existe un turno de rec- 
tificación. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): iHa 
sido contradicho por el senor Ministro? 
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El señor ORTIZ GONZALEZ: No por el señor Ministro, 
sino por el portavoz socialista que le ha precedido en el 
uso de la palabra, senor Presidente. El Ministro ha mati- 
zado determinadas cosas, pero el portavoz socialista evi- 
dentemente ha contradicho tanto las propuestas de reso- 
lución en Europa, que no ha aceptado ninguna, fíjese si 
no es contradecirlas, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Ade- 
lante. 

El senor ORTIZ GONZALEZ: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Realmente, ni la intervención amable del señor Minis- 
tro con sus matizaciones ha dado más luz de la que esta- 
ba dentro de  nuestras propuestas de resolución, ni el por- 
tavoz socialista tampoco, que con la habilidad v la ama- 
bilidad que le caracteriza ha escamoteado absolutamen- 
te el planteamiento de las propuestas de resolución. 

En una primera propuesta de resolución se plantea la 
cónveniencia de que se elabore cuanto antes un Plan Ge- 
neral de Transportes, v que cuando esté elaborado (se fija 
el plazo de  un año) se acomode a él el Plan General de 
Carreteras. 
Yo no he dicho que sea válida una planificación de 

carreteras que no tenga en cuenta un Plan General de 
Transportes, pcro, evidentemente. como hc afirmado. esta 
planificación será arriesgada y parcial. 

Yo quiero que el señor Ministro de Obras Públicas y Ur- 
banismo se ponga de acuerdo con el senor Ministro de 
Transportes para ver qué inversiones son prioritarias, si 
las de RENFE o las carreteras, cuando se producen en 
geografías coincidentes. 

Me parece que no es mucho pedir que haya una asig- 
nación de medios-v de recursos en términos de auténtica 
planificación. Es decir. fijación de prioridades y asigna- 
ción en base a esas prioridades de recursos y de medio. 
Lo contrario es hacer lo que me temo que está siendo este 
Plan General de  Carreteras, que no es más que un listado 
de inversiones, una relación de provectos o compromisos 
de inversiones, sin valoración, por cierto, de cada uno de 
ellos, va que si el tema se ha planteado si quc hay, diga- 
mos, una valoración de conjunto que da ese billón en nú- 
meros redondos de pesetas de 1983, pero n o  hay una va- 
loración de los tramos uno a uno. 

N o  quiero ser descortes, pero de verdad, señor Minis- 
tro, un Plan General de Carreteras sin un listado de in- 
versiones tramo a tramo, sin unos compromisos vinculan- 
tes de Gobierno, sin el marco de un plan general de trans- 
portes, no digo que lo haga cualquiera, pero es bastante 
fácil hacerlo, porque estov seguro que en  el Ministerio de 
Obras Públicas v Urbanismo hav una relación de inver- 
siones que basta encuadernar convenientemente y poner 
a eso el letrero de  Plan General de Carreteras. 

Si no hay un plan general de transportes, si no hav unas 
dotaciones vinculantes en los Presupuestos Generales del 
Estado realmente vinculantes y no una mera instancia al 
Gobierno para que lo tenga en cuenta en los Presupues- 
tos Generales del Estado de cada ano, estamos en presen- 

cia, repito, de un puro listado de relaciones de inversión, 
y esto no es un Plan General de Carreteras, o al menos no 
es el Plan General de  Carreteras que esa planificación, que 
está recogida en el programa socialista de las elecciones 
de 1982, incorporó o así se entiende. 

Respecto a las autovías y a las autopistas, se ha dicho 
por el portavoz socialista que va a haber autovías con un 
nivel de prestaciones muy semejante al de las autopistas. 
Entonces, senorías. el problema es más bien semántico: 
parece que el Grupo Socialista prefiere hablar de auto- 
vías e n  lugar de hablar de autopistas. En todo caso, me 
gustaría conocer cuál es el milagro para que estas auto- 
vías que son igual que autopistas, puesto que tienen las 
exigencias de seguridad, y puestos de SOS v áreas de ser- 
vicio, cómo se produce el milagro de que cuesten 100 mi- 
llones de pesetas kilómetro, según se desprende de la 
cuantificación del Plan. Aseguro v pronostico que es prác- 
ticamente imposible hacer un kilómetro de promedio de 
autopistas a 100 millones de pesetas kilómetro v sí de au- 
tovías. Desearía que ese obsequio de terrenos o bienes en 
especie, a los que ha aludido el señor Ministro, por parte 
de las Comunidades Autónomas y otros entes públicos sea 
lo más cuantioso posible para alcanzar esta cifra. 

De otra parte, no tengo más remedio que decir que en 
el fondo se está admitiendo la autopista de un modo ver- 
gonzante. porque dicen que las autovias Madrid-Burgos 
y Madrid-Zaragoza sí van a tener unas prestaciones aná- 
logas a las autopistas. Si esto no es admitir la autopista 
de un modo vergonzante, que venga Dios y lo vea. Entodo 
caso, creo que hay que congratularse de que haya un Plan 
General de Carreteras, siempre es mejor que la ausencia 
de un Plan General de Carreteras,! en esta línea no le re- 
gateo la felicitación al señor Ministro, pero. dc verdad, há- 
gase un Plan y no una mera relación de obras. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 

¿Hay alguna otra invervención? f P m . s a . l  
Tiene la palabra el señor Ministro de Obras Públicas. 

cias señor Ortiz. 

El señor MINISTRO DE OBRAS PUBLICAS Y URBA- 
NISMO (Saenz Cosculluela): Señor Presidente, en primer 
lugar, sólo voy a hacer una brevísima réplica a las pala- 
bras del portavoz del Grupo de Unión de Centro Demo- 
crático. El debería saber que la planificación en una in- 
versión pública a medio y largo plazo es un instrumento 
que orienta, pero no tiene carácter vinculantc, salvo que 
quieran perder la propia racionalidad de la planificación. 
que es desarrollar al máximo la capacidad de adaptación 
a las circunstancias en las inversiones necesarias. y su pc- 
tición de que sea vinculante el Plan es tanto como evitar 
la posibilidad de que el Plan se adapte a las necesidades 
conforme van siendo apreciadas, lo cual es una contradic- 
ción en sus propios términos que, naturalmente, vo no 
puedo aceptar. 
' En segundo lugar, no estamos en presencia de una co- 

lección de listas de provectos de inversión. Sus señorías 
han tenido ocasión de conocer todos los instrumentos téc- 
nicos de este Plan que ha sido muv difícil de realizar, tan 
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difícil que ha costado veinticinco años el primer Plan des- 
pués del anterior. Este primer Plan General de Carrete- 
ras, en su momento, podrá conectarse con otras políticas 
de transportes, pero no hace falta disponer del instrumen- 
to de la política de transportes ante el grado de perfecto 
diagnóstico de cuáles son las necesidades de las carrete- 
ras y del transporte de mercancías y usuarios en España. 
Esto es así, y en Europa ha sido así. La planificación de 
la acción de carreteras ha sido muy anterior a la previ- 
sión de la acción comunitaria de política de transportes 
que empieza a desarrollarse en estos años y a lo largo de 
estos meses. 

Por tanto, en toda Europa ha habido una planificación 
de las inversiones de carreteras mucho antes que la coor- 
dinación de la política de transportes que se va a hacer, 
y que se va  a hacer gracias al esfuerzo de un Gobierno 
que ha acometido los instrumentos de planificación por 
primera vez. 

N o  creo que fuera tan fácil hacer estos instrumentos de 
planificación cuando ha costado exactamente veinticua- 
tro años disponer de un nuevo Plan General de Carreteras. 

Efectivamente ha habido milagros, señor Presidente. 
Por ejemplo, el milagro de que se haya realizado un dise- 
ño de construcción de autopistas para territorios reduci- 
dos con respecto al total del territorio nacional que nos 
cuesta, en este momento, solamente en su seguro de cam- 
bio, 54.000 millones de pesetas y que por la estructura ta- 
rifaria y por la estructura económica a que respondieron 
han tenido que ser absorbidos por la economía nacional 
que absorbe así las pérdidas derivadas de esa estructura 
financiera y así han tenido que producirse procesos de fu- 
sión de autopistas o procesos de nacionalización. Natu- 
ralmente en esa concepción no queremos caer. Nosotros 
no  queremos producir el milagro de las pérdidas, sino el 
milagro de una respuesta racional a las necesidades via- 
rias del conjunto español. (Muy bien.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 

Vamos a efectuar las votaciones. 
Tiene la palabra el señor Echeberría. 

El señor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: Señor Presi- 
dente, rogaría que se votasen aparte en un grupo la pro- 
puesta de resolución numerada con el número primero en 
la Comisión; en otro grupo la quinta y la séptima y en 
otro grupo el resto, por favor. 

cias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): En 
cuanto a las propuestas de su Grupo presentadas ante el 
Pleno, jalguna votación separada? 

El señor MARTIN TOVAL: De la tercera. 

El señor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: De la terce- 
ra, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): En 
cuanto a las de la Comisión, jsolicita votación separada 
de la primera, sexta v séptima? 

El señor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: De la prime- 
ra; de la quinta y séptima y luego el resto. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): ¿Con- 
juntamente entre sí? 

El señor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: La primera 
separada de la quinta y la séptima. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 
cias, senor Echeberría. 

Vamos a votar, en primer lugar, las propuestas de re- 
solución presentadas al Pleno y en un momento posterior 
las aprobadas en Comisión. 

Así pues, de las propuestas de resolución presentadas 
al Pleno votamos, en primer lugar, conjuntamente, las del 
Grupo Parlamentario Centrista. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada ‘la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 220; a favor, 66;  en contra, 147; abstenciones, 
seis; nulos. uno. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Que- 
dan rechazadas, por consiguiente, las propuestas de reso- 
lución del Grupo Parlamentario Centrista. 

Votamos la propuesta número uno del Grupo Parla- 
mentario Vasco (PNV). 

Comienza la votación. íPausa.) 

Efectuada la votucióri. dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos. 219; u favor, 30; en contra, 182; abstenciones, 
siete. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Queda 
rechazada, por consiguiente, la propuesta de resolución 
presentada por el Grupo Parlamentario Vasco (PNV). 

Propuesta de resolución número tres de las presenta- 
das a Pleno por el Grupo Parlamentario Vasco (PNV).  

Comienza la votación. íPausa.l 

Efectuada la votación. dio el siguienre resultado: Votos 
emitidos, 221; a favor, 21 4 :  en contra, seis: abstenciones. 
una. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Queda 
aprobada la propuesta de resolución número trcs, prcsen- 
tada por el Grupo Parlamentario Vasco (PNV). 

Votamos seguidamente la número dos, igualmente del 
Grupo Parlamentario Vasco (PNV). 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 221; a favor. 66; en contra, 154; abstenciones. 
una. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Qucda 
rechazada la propuesta de resolución número dos, del 
Grupo Parlamentario Vasco (PNV).  
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Propuestas de  resolución presentadas a Pleno por el 

Comienza la votación. (Pausa.) 
Grupo Parlamentario Minoría Catalana. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 220; a favor, 63; en contra, 154; abstenciones, dos; 
nulos, uno. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Que- 
dan rechazadas las propuestas de resolución del Grupo 
Parlamentario Minoría Catalana. 

Votamos seguidamente la propuesta de resolución 
aprobada en Comisión con el número primero. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación. dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 219; a favor. 200; en contra. 14; abstenciones, 
cinco. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Queda 
aprobada, por consiguiente, la primera de las propuestas 
de resolución aprobadas en Comisión. 

Propuestas de  resolución quinta y séptima aprobadas 
en Comisión. 

Comienza la votación. íPausa.J 

Efectuada la votaciór1, dio el siguiente resultado: Voios 
emitidos, 21 9; a favor, 199; en contra, 19; abstenciones, 
una. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Que- 
dan aprobadas las propuestas de resolución quinta y sép- 
tima aprobadas previamente en Comisión. 

Votamos, por ultimo, el dictamen de la Comisión y las 
restantes propuestas de resolución aprobadas en la mis- 
ma. (El senor Sáenz Lorenzo pide la palabru.) 

Tiene la palabra el señor Sáenz LtrenZo. 

El señor SAENZ LORENZO: Señor Presidente, entien- 
do  que la propuesta de  resolución número once ha sido 
va prácticamente votada, puesto que ha sido el mismo 
texto que se ha aprobado con la tercera del Grupo Parla- 
mentario Vasco. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): ¿Se 
entiende así, señor Echeberría? 

El señor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: Yo no tengo 
inconveniente, señor Presidente, pero creo que, atendien- 
do al ruego del Grupo Parlamentario Popular, habría que 
considerarla incluida en las que no se han votado todavía. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Así 
pues, votamos el dictamen de la Comisión v las restantes 
propuestas de  resolución de  la Comisión no votadas has- 
ta ahora en Pleno. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 219; a favor, 212; en contra, seis; nulos, uno. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Que- 
da,  por consiguiente, aprobado el dictamen de la Comi- 
sión y las propuestas de resolución de la misma no vota- 
das anteriormente. 

DEBATES DE TOTALIDAD SOBRE INICIATIVAS LE- 
GISLATIVAS: 

- PROYECTO DE LEY DE ORDENACION DE LOS 
TRANSPORTES TERRESTRES 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Punto 
segundo del orden del día, Debates de totalidad sobre ini- 
ciativas legislativas. 

Enmienda de totalidad del Grupo Parlamentario Popu- 
lar al proyecto de ley de ordenación de los transportes 
terrestres. 

Tiene la palabra el señor Ministro de Transportes, Tu- 
rismo y Comunicaciones. 

El señor MINISTRO DE TRANSPORTES, TURISMO Y 
COMUNICACIONES (Caballero Alvarez): Señor Presiden- 
te, señorías, el provecto de ley de ordenación de los trans- 
portes terrestres que hoy presento ante esta Cámara re- 
presentará. una vez aprobado por las Cortes. la ruptura 
con la anacrónica situación en que se ha venido movien- 
do el transporte terrestre en su conjunto y,  de forma más 
significativa, el transporte por carretera. desde su ,va le- 
jana legislación de ordenación y coordinación de 1947. 

Los avances técnicos, realmente revolucionarios alcan- 
Lados desde que dicha legislación fue dictada, así como 
los drásticos cambios sociológicos y económicos operados 
desde entonces, hacían que, no ya desde hace años, sino 
desde hace décgdas, constituyera un verdadero tópico ha- 
blar de la obsqlescencia de la legislación reguladora del 
transporte terrestre y de la urgente necesidad de su 
renovación. 

A las citadas circunstancias técnicas, económicas y so- 
ciológicas, se añaden ahora, además. otras de carácter PO- 
lítico: nuevo régimen constitucional, nueva organización 
territorial. integración en la Comunidad Económica Eu- 
ropea, etcétera, que hacen que la citada renovación resul- 
te autenticamente inaplazable. 

El proyecto de ley de ordenación de los transportes 
terrestres no surge aisladamente ni en el vacío, sino que 
viene a concluir el camino de profundas modificaciones y 
ajustes que se han realizado recientemente v que han per- 
mitido un cambio notable en el sector del transporte 
terrestre. Estos cambios han repercutido en una mejora 
de la renta de los transportistas, una mejora de la situa- 
ción de progresivo envejecimiento de la flota de vehicu- 
los, con signos más que esperanzadores de  que dicha ten- 
dencia ha sido rota, y con una inflexión en el funciona- 
miento de  un sector caracterizado por su atomización v 
dispersión v que con el esfuerzo de todos, empresarios, 
trabajadores y Administración, ofrece una perspectiva de 

:futuro muv alejada de los tintes sombríos que se perci- 
bían a final del año 1982. 



- 

CONGRESO 
12463 - 

20 DE MARZO DE 1986.-NU~. 277 

La regulación de un sector que incide fortísimamente 
en el desarrollo económico y social del Estado, que da tra- 
bajo directo al 10 por ciento de la población ocupada es- 
pañola, no es una cuestión que pudiera hacerse solamen- 
te a través de estudios técnicos de gabinete, sino que for- 
zosamente tenía que basarse en un consenso social en el 
que los destinatarios de la ley, transportistas y usuarios, 
conociesen los cambios que se pretenden, diesen su opi- 
nión sobre los mismos y participasen, en suma, en la ela- 
boraci6n de una norma de la importancia de ésta. 

Si hubiera que destacar un único aspecto del proceso 
de elaboración de este proyecto de ley, éste sería el con- 
tacto mantenido durante todo este proceso, que ha dura- 
do más de un año, en una discusión continua sobre su con- 
tenido con las asociaciones de transportistas y de usua- 
rios, con las Administraciones autonómicas y locales y 
con todos los sectores sociales interesados. El resultado 
de todo este proceso de discusi6n ha sido la consecución 
de un amplio consenso social sobre su contenido, que se 
constituye así en una garantía adicional de la eficacia de 
la Ley. 

Refiriéndonos ya a su contenido concreto, hay que se- 
ñalar que frente a la concepción intervencionista, hasta 
el límite casi de lo absurdo, de la legislación de 1947, este 
proyecto de ley contrapone una filosofía marcadamente 
liberalizadora que permite la realización de políticas muy 
diversas, pero que, en última instancia, garantiza que la 
intervención de la Administración, cuando ello sea abso- 
lutamente imprescindible, se limitará exclusivamente a 
los grandes parámetros macroeconómicos del sector, de- 
jando libertad operativa a los empresarios para que, den- 
tro del más estricto respeto a las reglas del juego, puedan 
operar con total libertad dirigiendo y gestionando sus 
empresas. 

Frente a una concepción rígida de esta actividad, este 
proyecto de ley supone la introducción de parámetros de 
flexibilidad hasta ahora desconocidos en un sector con el 
dinamismo tan enorme como el del transporte por carre- 
tera, posibilitando que dicho sector pueda desarrollar éste 
sin ninguna cortapisa. De este modo, y dentro de un mar- 
co ordenado y coherente, se potencia una capacidad real- 
mente operativa de cara al horizonte previsto de creación 
de un mercado interior único en la Comunidad Económi- 
ca Europea. 

igualmente, el proyecto de ley plantea un mecanismo 
participativo del conjunto de los agentes sociales que ope- 
ran en el sector, empresarios, sindicatos y el conjunto de 
todas las Administraciones públicas competentes, al mis- 
mo tiempo que realiza una adaptación a las directrices 
de la Comunidad Económica Europea. 

Cabe señalar también que el proyecto de ley, y no po- 
día ser de otra forma, nace totalmente adaptado al Esta- 
do autonómico, operando bajo el principio de la ventani- 
lla única, en línea con las tendencias administrativas más 
desarrolladas que se vienen dando en materia de trans- 
porte por carretera en los distintos países, sean estos de 
estructura federal o regional. 

La Ley de Ordenacibn de los Transportes Terrestres ten- 
drá una gran importancia para la correcta y adecuada 

coordinación en materia de transporte terrestre entre las 
distintas Administraciones Públicas. En este sentido cabe 
señalar la posibilidad que ofrece de creación de un mar- 
co de adecuada coordinación y cooperación participativa 
entre la Administración del Estado, las Comunidades Au- 
tónomas y las entidades locales, dentro del más estricto 
respeto al marco constitucional, permitiendo que, a tra- 
vés del juego de la delegación de competencias del Esta- 
do a las Comunidades Autónomas y la libre, voluntaria y 
soberana decisión de éstas de ajustar con sentido de Es- 
tado sus competencias al logro de un marco legislativo 
único, que no uniforme, se eliminen las distorsiones que 
el ejercicio separado de competencias, en la práctica fuer- 
temente conexionadas, podrían ocasionar. 

Se trata, por tanto, y como dice la exposición de moti- 
vos del proyecto, de establecer un sistema lo suficiente- 
mente flexible para que las características propias de las 
diversas Comunidades Autónomas puedan ser desarrolla- 
das por éstas, dentro del marco general de la ley, acep- 
tándose voluntariamente la aplicación de ésta por vía su- 
pletoria. De este modo se respetan escrupulosamente las 
competencias de las Comunidades Autónomas. 

En este sentido hav que destacar las soluciones que 
plantea la Ley de Ordenación de los Transportes Terres- 
tres, a través del desarrollo de la Conferencia Nacional de 
Transportes, constituida por el Ministro de Transportes 
del Gobierno central v los Consejeros de Transportes de 
las Comunidades Autónomas, así como la creación de los 
grupos de trabajo que sean precisos, al igual que Ilevan- 
do adelante la más completa delegación de lacultades del 
Estado de las Comunidades Autónomas, delegación refe- 
rida no sólo a la gestión propiamente dicha, sino, tam- 
bién, a ciertos aspectos normativos, posibilitando el de- 
sarrollo diversificado de soluciones, atendiendo a las di- 
ferencias que puedan darse en los subsistemas territoria- 
les de transportes. 

En esta línea se crea también la Comisión de Directo- 
res Generales del Estado v de las Comunidades Au- 
tónomas. 

Por lo que se refiere al mantenimiento de la concerta- 
ción social, que ha inspirado a la política de los transpor- 
tes terrestres desarrollada últimamente, el proyecto de 
ley crea un Consejo Nacional de Transportes, donde es- 
tán representados, además del conjunto de las Adminis- 
traciones públicas competentes en estos temas, las aso- 
ciaciones profesionales del sector, a través del Comité de 
Transportes que representan éstas: los sindicatos y aque- 
llos otros sectores afectados por el funcionamiento del 
sector, como son los usuarios, los cargadores y ,  en gene- 
ral, los representantes de los otros modos de transporte. 

Es importante señalar cómo la ley de'ordenacion de los 
transportes terrestres viene a representar la adaptación 
de nuestro marco jurídico al de las Comunidades Euro- 
peas, a través de la introducción de figuras tan caracte- 
rísticas en ordenación, como son las del acceso al alqui- 
ler de vehículos, hasta ahora prácticamente desconocido 
en nuestra legislación en materia de transporte por carre- 
tera; la definición precisa y ajustada del concepto de 
transporte privado o transporte por cuenta propia, frente 
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al confusionismo que tradicionalmente ha venido operan- 
do en el marco legislativo; la profesión del empresario 
transportista, etcétera. 

Es conveniente en este momento hacer una breve refe- 
rencia al proceso de información que este proyecto de ley 
está siguiendo en la Comisión de las Comunidades Euro- 
peas. El procedimiento establecido por la decisión del 
Consejo de 21 de marzo de 1962, modificada por la de 22 
de noviembre de 1973,73/402 de la Comunidad Económi- 
ca Europea, establece la obligación de informar a la co- 
misión y a los Estados miembros, en el caso de que un Es- 
tado miembro tenga intención de adoptar en materia de 
transportes por ferrocarril, carretera o vía navegable, dis- 
posiciones susceptibles de interferir de forma sustancial 
con la realización de la política común de transportes. 

Para cumplir este requisito se depositó el proyecto de 
lev por funcionarios de la Secretaría General Técnica del 
Ministerio de Transportes, Turismo y Comunicaciones en 
la representación permanente de España ante las Comu- 
nidades Europeas el dia 28 de enero de 1986. El 14 de fe- 
brero la Secretaría General Técnica v el Director General 
de Transportes del Ministerio presentaron e n  Bruselas el 
proyecto de ley al Director General de Transportes de la 
Comisión, al tiempo que se le entregó una lista de los ar-  
tículos que afectaban directamente a la normativa comu- 
nitaria, poniendo de manifiesto que el provecto de ley in- 
tenta adaptar la legislación española a la normativa 
comunitaria. 

El siguiente paso, siguiendo el procedimiento habitual, 
tia consistido en el envío, a través de la representación 
permanente espanola, del provecto a todos los Estados 
miembros de la Comunidad. 

Quizá sea oportuno poner de manifiesto que hemos se- 
guido escrupulosamente el procedimiento habitual en la 
tramitación de normas que se puedan ver afectadas por 
la decisión citada anteriormente, va que, en todo caso, los 
provectos se envían después de haber entrado en los Par- 
lamentos nacionales e ,  incluso, en algún caso. se envían 
despuCs de su aprobación v publicación. En ningún caso 
ningún provecto de lev de ningún país ha visto paraliza- 
da su tramitación parlamentaria por carecer del informe 
de la Comisión, por no ser este preceptivamente previo a 
tal tramitación. 

La Ley de Ordenación de los Transportes Terrestres 
abre cauces importantes de desarrollo a la actividad coo- 
perativa e n  el sector, de forma perfectamente coordinada 
con el anteprovecto de ley de cooperativas, y posibilita 
un adecuado desarrollo de estas fórmulas, que en  el sec- 
tor del transporte, hasta ahora, se han encontrado con 
múltiples obstáculos v reservas corno consecuencia de la 
inadecuación legislativa existente. 

Por otro lado, el provecto de lev, al trasladar el sujeto 
de autorización a la unidad motora, va a permitir acabar 
con muchas prácticas irregulares de las que, tradicional- 
mente, venían dándose en el sector, permitiendo una ho- 
mogeneidad v una armonización de las condiciones de 
concurrencia entre las empresas que, sin duda alguna, va 
a permitir una mavor clarificación del mercado, en la l i -  
nea dc la política mantenida en los últimos anos. 

Se contemplan, asimismo, en el proyecto, con la finali- 
dad de establecer una regulación global y homogénea de 
los distintos aspectos que conjuntamente configuran la 
actividad del transporte, las actividades auxiliares y com- 
plementarias del mismo, tales como las de agencias de 
transportes, centros de información y distribución de car- 
gas, transitarios, etcétera. 

Por lo que se refiere al transporte por carretera, el pro- 
yecto distingue entre los de viajeros y mercancías. En 
cuanto al transporte de viajeros, se regulan de forma di- 
ferenciada los transportes regulares de viajeros de uso ge- 
neral, los tradicionales de líneas regulares -que son los 
únicos a los que expresamente se les atribuye la condi- 
ción de servicios públicos-, los servicios regulares de uso 
especial, los transportes regulares temporales v los trans- 
portes discrecionales, que se caracterizan por la eventua- 
lidad de su prestación v por tener que realizarse, a dife- 
rencia de lo que ocurre con los regulares anteriormente 
mencionados, una contratación global de la capacidad del 
transporte del correspondiente vehículo. estando prohibi- 
do. como regla general, la contratación individual o por 
asiento. 

El provecto regula, asimismo, los transportes turísticos, 
que son los que contratan las agencias de viaje, juntamen- 
te con otros servicios complementarios. 

Por lo que se refiere a los transportes de mercancías, la 
totalidad de los mismos tienen el carácter de discrecio- 
nales, si bien se admite la posibilidad de realizarlos con 
reiteración o n o  de itinerario y en rkgimen de carga com- 
pleta o carga fraccionada, lo que supondrá una importan- 
tísima liberalización en las condiciones de prestación, quc 
redundará en una mayor eficacia en su realización. 
Por lo que se refiere al campo del transporte terrestre 

ferroviario, cabe senalar que el proyecto de ley supone 
una modificación de las ya centenarias leyes ferroviarias, 
adaptándolas a la realidad actual, posibilitando de este 
modo un cambio de los estatutos de las empresas ferro- 
viarias \ muy especialmente de RENFE. 

A traves de la creación de lo que la Ley de Ordenación 
de los Transportes Terrestres denomina red nacional in- 
tegrada, cuya gestión se encomienda a RENFE, se da un 
paso'importante en la adaptación del sistema ferrwiario 
español a un nuevo marco, ya que los servicios, que por 
no tener un carácter básico no forman parte de la misma, 
podrán ser prestados por las Comunidades Autónomas o 
empresas privadas, como fórmulas alternativas a su es- 
plotación por RENFE. 

En cuanto a la gestión de RENFE y FEVE, el proyecto 
de ley introduce importantes elementos de clarificacion 
en la relación de dichas empresas con el Estado, en la l i -  
nea de las experiencias de los contratos-programa o fipu- 
ras similares. 

Por lo que se refiere a la inspección de la actuación dc 
las referidas empresas públicas ferroviarias, a fin de ga- 
rantizar los intereses de los usuarios, la inspección que 
hasta ahora realizaban dichas empresas por sí mismas, la 
LOTT la traslada v hace la recuperación de la misma por 
la Administración, impidiendo así la coincidencia hasta 
ahora csistentc entre quienmaliza la defensa de los inte- 
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reses de la empresa y la de los usuarios, fórmula que no 
puede decirse que haya sido excesivamente afortunada. 

La Ley de Ordenación de los Transportes Terrestres 
prevé, asimismo, una clarificación en cuanto a los servi- 
cios de transportes de viajeros por carretera que actual- 
mente realizan RENFE y FEVE, estableciendo que los 
mismos se prestarán por una empresa pública, con per- 
sonalidad jurídica propia, especializada exclusivamente 
en el transporte por carretera. 

Por todo ello, y como señalaba al principio, este pro- 
yecto de ley de ordenación de los transportes terrestres 
viene a representar la consolidación de la ruptura defini- 
tiva con el modelo de funcionamiento de los transportes 
terrestres de los últimos cuarenta años, consagrando las 
reformas introducidas y sentando unas bases más flexi- 
bles en el funcionamiento del sector, confiando más en la 
capacidad gerencia1 de las empresas y apostando por lo 
que es una gran y afortunada realidad: la mayoría de edad 
del sector del transporte terrestre. 

El planteamiento que se hace desde el principio es el 
del ejercicio de la libre competencia dentro de un marco 
legal perfectamente adaptado a los tiempos actuales, y 
donde el papel de la Administración se reserva al elemen- 
tal de hacer cumplir las reglas del juego a todos para evi- 
tar ventajas relativas basadas en competencias desleales. 

Al  mismo tiempo que en los casos en que sea preciso, 
y únicamente en ellos, esa intervención configurará un 
ajuste entre la oferta y la demanda de transporte, princi- 
pio inexcusable para un adecuado y correcto funciona- 
miento del conjunto del sector. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 
cias, señor Ministro. 

Enmienda de totalidad y de devolución al Gobierno, del 
Grupo Parlamentario Popular. Para su defensa, tiene la 
palabra el señor Trillo y López-Mancisidor. 

El señor TRILLO Y LOPEZ MANCISIDOR: Señor Pre- 
sidente, señorías, quizá en un país como el nuestro, con 
una red de carreteras estatales que acabamos de escuchar 
que supera los 2 1 .O00 kilómetros, con una red aeropor- 
tuaria que se acerca al 50 por ciento del total de los ae- 
ropuertos de Europa occidental, con más de 5.000 kiló- 
metros de costas, con más de 12.000 kilómetros de red 
ferroviaria, hubiera sido lo lógico (señor Ministro, se lo 
decía ayer mismo) elaborar un plan general de transpor- 
tes, de todos los modos del transporte; un plan simple, 
sencillo, pero que, de alguna manera, marcara las pautas 
de orientación que éste y sucesivos Gobiernos habrían de 
dar a la política del Transporte - c o n  mayúsculas- en 
España. 

El sector del transporte en España, como sabe muy bien 
el seíior Ministro, sigue en importancia a la integridad 
territorial, el orden constitucional, el abastecimiento de 
bienes esenciales, alimentos, materias primas, energía y,  
como es lógico, influye en todos ellos. 

Lamentablemente, el Gobierno, quizá por no haber te- 
nido el valor suficiente para afrontar los problemas del 

transporte en España con carácter integral, no ha hecho 
prácticamente nada en este tema para cumplir su progra- 
ma legislativo, hasta el extremo que éste se puede consi- 
derar el primer proyecto de ley que el Ministerio de Trans- 
portes trae a este Parlamento, ya que el anterior, la Ley 
sancionadora del transporte, queda derogada en este mis- 
mo proyecto de ley. 

N o  tendremos, señorías, una política de transporte 
mientras éste, el transporte, siga dividido entre varios Mi- 
nisterios y mientras los parches que se le están poniendo, 
como este proyecto de ley, el plan de transportes ferro- 
viarios o el plan de flota, tengan quizá una gestión tan 
prolongada y tan accidentada que, lógicamente, haga te- 
mer por su supervivencia. 

Cualquier proyecto de ley que no sea capaz de plantear- 
se en serio y de acuerdo con la Constitución las grandes 
directrices por las que camina el transporte en Europa, se- 
ñorías, es una ley que nace coja, sin sentido v cuya vida, 
desgraciadamente, ha de ser muy corta. 

La igualdad de condiciones de concurrencia al merca- 
do de los distintos modos de transporte terrestre; la liber- 
tad de acceso a dicho mercado, la igualdad en las condi- 
ciones de competencia y funcionamiento del mercado, la 
libre elección por los usuarios del modo v de la empresa 
del transporte; la autonomía de las empresas del trans- 
porte: la supresión de la discriminación intermodal hov 
existente, en virtud de la cual el ferrocarril tiene que es- 
tar soportando sus propios costos en el mantenimiento de 
su infraestructura, mientras que los otros modos de trans- 
porte terrestre no soportan los suyos; la igualdad de con- 
diciones de concurrencia de los diferentes modos de trans- 
porte terrestre en el mercado; la necesaria coordinación 
de las inversiones, etc?tera, son principios que el señor 
Ministro sabe muy bien que sc están considerando en Eu- 
ropa y que, desgraciadamente, en muchos casos brillan 
por su ausencia en este proyecto de ley en el que hoy nos 
encon tramos. 

España, como decía bien el señor Ministro, miembro de 
la Comunidad Económica Europea desde principios de 
este ano, debe alinearse clara y decididamente en favor 
de todas y cada una de las normas de la Comunidad. Debe 
impulsar, lógicamente, toda medida que tienda a su de- 
sarrollo, y debe colaborar al máximo para acelerar el len- 
to proceso que ha venido siguiendo el transporte en nues- 
tro país. 

El logro de un sistema de transporte regido por los prin- 
cipios de libre mercado, así como una distribución racio- 
nal del tráfico entre los diferentes modos, aprovechando 
las ventajas que cada uno ofrece, hubiera sido, señor 'Mi- 
nistro, una oportunidad excepcional que lamentablemen- 
te el Gobierno, ustedes, no han sabido aprovechar, ni si- 
quiera parcialmente, con el proyecto dc Ley de Ordena- 
ción del Transporte'Terrestre que hoy nos ocupa. Hubie- 
ra sido necesario con carácter previo, como decía ante- 
riormente, la creación de un marco que ordenara el sec- 
tor del transporte de forma que resultaran óptimas en to- 
dos los sentidos la asignación y la utilización de los re- 
cursos nacionales. 

El señor Ministro, quizás adelantándose a lo que supo- 
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nía que yo podía decir, nos acaba de exponer que el 28 de 
enero (el 14 de febrero, para ser más exactos) fue presen- 
tado este proyecto en las Comunidades Económicas Eu- 
ropeas, cumpliendo así un mandato de la Comisión, como 
decía muy bien, de 1962, corregido por otro de 1973. Se- 
nor Ministro, lo que quizá se le ha olvidado decir es que 
eso fue consecuencia de  un escrito que nuestro Grupo Par- 
lamentario presentó en la Mesa del Congreso, y de una re- 
solución de la Secretaría del Congreso, que leo textual- 
mente para conocimiento de S S .  SS. en la parte que afec- 
ta al cumplimiento de esa obligación. La resolución dice 
en su primer punto, contestando lógicamente a un escri- 
to nuestro, que corresponde el envío del proyecto de' Ley 
de Ordenación de los Transportes Terrestres a la Comi- 
sión de las Comunidades Económicas Europeas para que 
se dé el preceptivo cumplimiento a la decisión del Conse- 
jo de Ministros de 21 de marzo de 1962, texto revisado cl 
22 de  noviembre de 1973. En sus puntos tercero v quinto 
dice textualmente: c< N o  existe norma que determine el ór- 
gano estatal que debe hacer la remisión)). Se estima. sin 
embargo, que debe hacerla el Gobierno, pues es la auto- 
ridad que, según terminología del artículo 1 .II de la deci- 
sión de 1962, tiene la intención, es decir, quien ejerce la 
iniciativa legislativa de adoptar disposiciones Iegislati- 
vas. Finalmente dice: < (No  existe norma que determine el 
momento en que deba realizarse la remisión)). Unicamen- 
te se dispone, señor Ministro, que no podrá entrar e n  vi-  
gor el provecto de lev que hasta que expire el plazo de 
dos meses en el que deberá pronunciarse la Comisión, o, 
en  su caso, el de quince días si se declara que dicho pro- 
vecth tiene carácter de urgencia. Dice más cosas, una se- 
rie de considerandos. 

Y o  me alegro mucho dc que se haya enviado a la Co- 
misión dicho texto de lev. En cuanto a que las decisiones 
dirigidas a los Estados miembros no tienen efecto dircc- 
to, como en ocasiones han intentado defender algunos ju- 
ristas, quiero decirle. señor Ministro, y le ruego que lo re- 
pase, que hav jurisprudencia comunitaria abundante al 
respecto. Le vov a mencionar solamente la sentencia 
Grad, de 6 de octubre de 1970; la sentencia Sacc, de 17 
de diciembre de 1970; la sentencia Van Diym, de 4 de di- 
ciembre de 1974; la sentencia del caso Enka, de 23 de no- 
viembre de 1979, ctccitera, por las que el Tribunal de Jus- 
ticia se ha pronunciado de forma clara y tanativa sobre 
el efecto directo, vertical, de las decisiones y de las direc- 
tivas. Esperemos, pues, señor Ministro, que la Comisión 
informe al respecto es1.c provecto de ley, y luego veremos. 

Capítulo aparte merece el tratamiento que este proyec- 
to dc lev da a las competencias legislativas de nuestras 
comunidades Autónomas. Yo  comprendo. scnor Ministro, 
que algunas Comunidades Autónomas. por razones de to- 
dos conocidas, no havan ni siquiera estado interesadas en 
cambiar impresiones al respecto de este provecto de ley. 
Sin embargo, sí existen otras comunidades, señor Minis- 
tro, que realmente se ven o se sienten afectadas, y mucho 
me terno que 1ambii.n tendrán algo que dccir sobre este 

tema. Este provecto de lev, señor Ministro, al no limitar 
su regulación a los transportes que discurran por los terri- 
torios de más de una Comunidad Autónoma, es decir. los 

de competencia del Estado, desconoce el sistema de dis- 
tribución de competencias establecido en los artículos 
149.1.21 y 148.1.5 de la Constitución, invadiendo la com- 
petencia de las Comunidades Autónomas para legislar so- 
bre los transportes que se desarrollen íntegramente en su 
territorio. 

Esta situación no se llega a paliar con el artículo 2." de 
este proyecto de ley, que dice que la presente Ley se apli- 
cará con el carácter subsidiario o preferente que en cada 
caso resulte procedente, de conformidad con el ordena- 
miento constitucional, estatutario y legal. Tenemos la 
sensación de que este precepto introduce un deliberado 
confusionismo eludiendo la distinción de los transportes 
terrestres establecida en la Constitución y en los Estatu- 
tos de Autonomía, v provoca la vigencia de la ley estatal 
en los transportes intrarregionales, quizá planteando a los 
Parlamentos autonómicos una obligación que nosotros 
mismos n o  deseamos, que sería la de que ellos legislen su 
propia lev de transportes en lo sucesivo. 

Este provecto de ley es una lev sectorial u horizontal 
que, por dar una regulación total al sector, desconoce el 
sistema de competencia exclusiva establecido en los Es- 
iatutos de  Autonomía. A l  ser una le!, sectorial de los trans- 
portes terrestres parece que tiene la pretensión de regu- 
lar aquellos transportes que los diferentes Estatutos de 
Autonomía tienen atribuidos con competencia exclusiva, 
planteando al inicio una serie de conflictos que. si hubie- 
ra sido deseable, SG hibieran podido soslayar en el pro- 
pio proyecto de ley. 

Señorías, la ley (214 artículos. siete u ocho Disposicio- 
nes transitorias y adicionales) es un texto farragoso, mi- 
nucioso. confuso, reiterativo, y quizá en contra de la opi- 
nión que oíamos anteriormente, plantea un posible grado 
de intervencionismo mayor que la Ley de 1947. Curiosa 
y simultáneamente. un texto que desciende con frecuen- 
cia a niveles reglamentarios deja en manos de la Admi- 
nistración una enorme discrecionalidad que coloca a las 
empresas transportistas a merced de una Administración 
que tiene prácticamente facultades para todo. 

Una de las cosas que más se echan en falta en este pro- 
vecto de le! es la ausencia casi total dc directrices para 
la planificación de las infraestructuras del transporte, 
más concretamente para la evaluación y selección de las 
inversiones. La tasa para el uso de la infraestructura al es- 
tar supeditada a una reglamentación posterior, podria 
convertirse en una orientación de la oferta hacia uno u 
otro modo de transporte. 

Volviendo a aspectos tecnicos de la ley, nosotros, seño- 
rías, no podemos estar de acuerdo en la declaración que 
en ella se hace de que el transporte regular de viajeros es 
un servicio esencial reservado a la competencia de la Ad- 
ministración. La lectura de la Constitución pone en evi- 
dencia el encargo a los poderes públicos de un gran nú- 
mero de obligaciones, pero cntrc ellas, señorías, no está 
el transporte de personas. 

Por otro lado, la filosofía de la Constitución es la pro- 
tección y amparo a los más dcibiles, sea por razones per- 
sonales, sea por razones geográficas. entendiéndose que 
es precisamente en las zonas más debiles donde sí se de- 
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riva un encargo de actuación de los poderes públicos; es 
decir, de la filosofía de la Constitución se deriva una in- 
terpretación de la participación de los poderes públicos 
en el transporte diametralmente opuesta a la que contem- 
pla, en principio, este proyecto de ley. 

Voy a terminar, señorías, diciéndoles que quizá hubie- 
ra sido bastante más sencillo.preparar una ley similar a 
la LOTI francesa (la Ley de Ordenación de los Transpor- 
tes Interiores), de no más de 40 ó 49 artículos. Pero no 
quiero terminar sin mostrarles la extrañeza que nos pro- 
voca que en la época actual se legisle sobre la posibilidad 
de construir y explotar un ferrocarril, y que se mantenga 
unsistema de concesiones que quizá parezca una refun- 
dición de la antigua Ley de 1877. El Título VI de este pro- 
yecto de ley es rotundamente genérico y cuando entra en 
detalle en numerosas ocasiones hay conflicto con lo dicho 
en otras partes del mismo. En ninguna parte se establece 
la necesaria obligación de un plan de ferrocarriles cohe- 
rente con otros planes del sector del transporte de carre- 
tera, aéreo, etcétera. La obligatoriedad de este plan -PO- 

dría ser el plan de transporte ferroviario, pero habría que 
esperar a que llegara y ,  en cualquier caso, no se contem- 
pla en la ley- la consideramos fundamental dado los lar- 
gos períodos que necesitan las inversiones en el ferrocarril 
para su amortización. 

Creación de ENATCAR, señor Ministro. Usted me decía 
ayer que debíamos apoyarla. Lo siento, señor Ministro. 
Usted ha hablado del consenso que ha supuesto la elabo- 
ración de esta ley, pero yo le puedo asegurar que puede 
haber consenso en muchas cosas, pero en lo que hay ab- 
soluto disenso es precisamente en la creación de ENAT- 
CAR. 

La Empresa Nacional de Transportes dc Viajeros por 
Carretera (para aquellas señorías que no me hayan enten- 
dido al mencionar la palabra ENATCAR) era uno de los 
objetivos más claros que tenía el actual Gobierno socia- 
lista desde antes de acceder al poder. Según constaba en 
su propio Libro Blanco, decía textualmente en aquel l i -  
bro titulado uBases para una estrategia)): Una empresa 
que garantizase la accesibilidad a los pequeños núcleos 
rurales y posibilitara la mejora de las condiciones en que 
se realizaba actualmente la explotación de las múltiples 
concesiones existentes ... 

Contrasta curiosamente este planteamiento de ustedes 
con la afirmación que se hace en el mismo documento, pá- 
ginas anteriores, donde dice: Se considera que la deficien- 
te gestión de las empresas públicas es el principal deter- 
minante de los malos resultados de la explotación y de la 
baja calidad de los servicios. 

Señorías, sinceramente, ¿podría calificarse de honesto 
y congruente promover una empresa nacional de trans- 
portes de viajeros por carretera cuando, en conciencia, 
prevemos unos resultados de explotación poco halagüe- 
ños? ¿Es que piensan ustedes, de verdad, que al someter 
a la nueva empresa a los complejos y farragosos requisi- 
tos que exige la Ley General Presupuestaria en su artícu- 
lo 87.1, y la Orden de 23 de abril de 1984 por la que se 
dictan normas sobre la estructura y elaboración de los 

Presupuestos Generales del Estado, la futura ENATCAR 
tendría asegurada su autonomía financiera? 

N o  pongo en duda que todas sus señorías conocen la 
normativa anterior, y lamento muy de veras que entre us- 
tedes no se encuentre algún empresario transportista al 
que pudiera dirigirme, pero sí me gustaría; de verdad, me 
gustaría. Podría preguntar a cualquiera de los grandes 
empresarios cuál sería su opinión si, de acuerdo con el 
apartado 4.3.1 de la Orden anterior tuviera que remitir 
anualmente al Ministerio de Economía y Hacienda para 
gerenciar esta empresa las siguientes cosas: programas de 
actuación, inversiones y financiación; cuentas de previ- 
siones de explotación de perdidas y ganancias adaptadas 
a la cstructura que figura en el anexo 111; balance prcvis- 
to para el ano siguiente; propuesta del contrato-progra- 
ma que, de acuerdo con el contenido del Libro Blanco, de- 
berán presentar todas las empresas de transportes, cl cual 
deberá contener una memoria con su preámbulo, el diag- 
nóstico de la situación de la empresa, once apéndices 
complemcntarios, las alternativas estratégicas, el plan de 
empresa, la cuantificación de sus objetivos, productivida- 
des, precios, recursos humanos, desarrollo de las tkcnicas 
de gestión, inversiones, financiación, etcktera. 

Por otra parte, me da la sensación, señorías, de quc es- 
tamos inventando una nueva RENFE en este caso de la 
carretera. N o  crean que estamos inventando algo nuevo, 
señorías. Están ustedes copiando, como siempre; pero co- 
piando mal, también como siempre. N o  st2 si sabrán que 
esta fiebre nacionalizadora en el sector es antigua. En 
1968 la Ministra laboralista de Transportes inglesa Bár- 
bara Castlc inició un proceso de nacionalización del trans- 
porte en su país que abocó a una situación tal que, inclu- 
so, provocado por siguientes gobiernos laboralistas, co- 
menzaron a privatizarse nuevamente los servicios a pc- 
sar de los enormes problemas que suponía dar marcha 
atrás en el proceso anterior. En estos momentos, concrc- 
tamente, está en fase de discusión un provccto de ley en 
el que se ha propuesto la privatización de la National Bus 
Company. Como siempre. señorías. vamos desfasados. 

Es curioso que el propio Gobierno sea el que afirme que 
se trata de un proyecto de lev consensuado cuando en 
cualquiera de las declaraciones de asociaciones y fedcra- 
ciones nacionales, de todos conocidas que figuran recopi- 
das en diversas revistas -y seguro que el senor Ministro 
las conoce-, se afirma que la solución de esta empresa 
nacional no es la adecuada. 

La iniciativa privada, señor Ministro, ha demostrado su 
eficacia y su bien hacer en este terreno, siendo innecesa- 
ria la aparición de una empresa nacional de transporte 
que sólo estaría justificada cuando el transporte privado 
no funcionara, como no es el caso. Otra cosa distinta se- 
ría garantizar quizás, el acceso a los pequeños núcleos ru- 
rales. Es ahí, cuando no es necesario estatalizar para pres- 
tar un servicio público, precisamente donde tiene sentido 
el régimen concesional y donde debe implantarse un sis- 
tema de compensaciones por el mantenimiento de obli- 
gaciones de servicio público, como claramente recomien- 
da la Comunidad Europea, pero no es preciso una empre- 
sa nacional, sino que la estructura de este subsector acon- 
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seja sistemas de transportes flexibles v adaptadosa las nc- 
cesidades rurales no contemplados en la legislación v 
nunca más opuestos a lo que puede ser una empresa 
nacional. 

Señorías, yo tengo la sensación de que ustedes están Ic- 
gislando para pasado mañana v no para el futuro. Y cuan- 
do se legisla para pasado mañana, quizá porque no ten- 
gan confianza en el futuro, hav que legislar deprisa; v 
cuando se legisla deprisa, no se legisla bien. 

A pesar de todo, señor Presidente, a la vista del consen- 
so al que ha aludido el señor Ministro, v que nosotros so- 
mos conscientes de que existe; a la vista de la necesidad 
a la que ha aludido el señor Ministro (nosotros somos 
conscientes de que debe existir de alguna manera, una re- 
glamentación), el Grupo Parlamentario Popular, teniendo 
en cuenta que a este provecto de lev que parece tan bien 
elaborado, solamente se han' presentado 785 enmiendas, 
de las que por lo menos mi Grupo sólo se responsabiliza 
de 300, lo cual supone que el resto de los Grupos Parla- 
mentarios de la Cámara -incluido su Grupo, senor Mi- 
nistro- por lo menos se responsabiliza del orden de 500, 
nosotros retiramos la enmienda de totalidad, esperando, 

.señor Ministro, que con la lectura de esas enmiendas v 
con la colaboración de todos, podamos hacer una ley que 
no solamente sea mejor que ésta, sino que, por lo menos, 
sea todo lo buena que la ley se merece. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 

Enmiendas a la totalidad y de devolución al Gobierno 

Tiene la palabra para su defensa el señor Xicov. 

cias, señor Trillo. 

del Grupo Parlamentario Minoría Catalana. 

El señor XICOY BASSEGODA: Señor Presidente, seño- 
rías, supongo que no se van a sorprender si afirmo que 
no siempre acierta el Gobierno al presentar sus proyectos 
de ley. Precisamente estamos ante un supuesto en que no 
ha acertado. El Gobierno no ha estado acertado al pre- 
sentar este proyecto de ley. Por esta razón, dados los gra- 
ves defectos de que adolece, nuestro Grupo ha presenta- 
do dos enmiendas a la totalidad, una de devolución y otra 
de texto alternativo. 

En este proyecto de ley concurren los requisitos que el 
artículo 110 del Reglamento seAala para interponer en- 
miendas a la totalidad. Es decir, razones de inoportuni- 
dad y discrepancias sobre los principios y sobre el espíri- 
tu del proyecto de ley. Por esta razón, con los máximos 
fundamentos, se han interpuesto estas enmiendas de 
totalidad. 

Dicho esto, y en atención a las palabras del señor Mi- 
nistro, que yo he interpretado como conciliadoras de un 
espíritu de buena voluntad para llegar a un texto lo más 
aceptable posible por los distintos Grupos Parlamenta- 
rios, y toda vez que caso de que no se llegue a estos con- 
sensos o acuerdos quedan ulteriores trámites parlamen- 
tarios, incluso queda el trámite del recurso de inconstitu- 
cionalidad (no quiero ocultarle señor Ministro, que nues- 
tro Grupo tiene muy serias reservas acerca de la consti- 

tucionalidad de este provecto de lev), nuestro Grupo rcti- 
ra en este acto las dos enmiendas de totalidad; las retira 
con la confianza que he expresado del buen ánimo por 
parte dcl señor Ministro, por parte del Grupo mayoritario. 

Como nosotros hemos presentado 236 enmiendas a los 
214 artículos de este provecto dc lev, SS. SS. juntamente 
con nosotros tendremos 236 oportunidades para una feliz 
cohabitación. Esto es lo que vo deseo. 

Muchas gracias, señor presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 
cias, señor Xicov. 

Retiradas las enmiendas, no procedería el turno en con- 
tra, pero tampoco sería equitativo privar al Grupo Parla- 
mentario Socialista de un turno de réplica. 

Tiene la palabra el señor Abejón. 

El señor ABEJON ADAMEZ: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

En primer lugar, quiero agradecer muy vivamente a los 
señores enmendantes el gesto que han tenido de retirar 
sus enmiendas en aras a que en el posterior trámite par- 
lamentario podamos acercar posiciones v tener en cuenta 
sus muchas enmiendas parciales en aquello que sea per- 
feccionamiento del texto que ha presentado el Gobierno. 

Nuestro Grupo Parlamentario también ha contribuido 
a ese elenco de enmiendas con numerosos perfecciona- 
mientos de detalle v de tipo práctico. Creo que hav que 
agradecerles a los señores enmendantes este gesto, sobre 
todo en nombre del sector que veía con honda preocupa- 
ción estas enmiendas a la totalidad, v la posibilidad de 
que hubiera dudas sobre el progresivo desarrollo del trá- 
mite que permita que en lo que queda de esta legislatura 
este provecto de lev se convierta en una ley que están re- 
clamando la sociedad española y también todos los agen- 
tes sociales que se mueven en el transporte. 

Muy brevemente, y para no entrar en polémicas con los 
señores intervinientes que han tenido la amabilidad de re- 
tirar sus enmiendas, vov a hacer unos brevísimos comen- 
tarios sobre cómo ve nuestro Grupo este provecto de lev 
del Gobierno. 

En primer lugar, entendemos que, tras unas leves que 
datan en lo básico de 1877, en lo que respecta a ferrocarri- 
les, y de 1947, en lo que respecta a carreteras, esta ley su- 
pone un esfuerzo de modernización y de puesta a punto 
de la legislación a lo que es la realidad de nuestros tiem- 
pos. Se han producido en este siglo v pico, para los ferro- 
carriles, o casi medio siglo, para las carreteras, numero- 
sas innovaciones tecnolbgicas, cambios profundos en las 
infraestructuras; un desarrollo econbmico tremendo del 
transporte; nuevas realidades sociológicas que hacían ab- 
solutamente necesario darle un nuevo marca legal al 
transporte español. Creemos también que se produce con 
este proyecto de ley (que esperamos que dentro de unos 
meses sea una ley) un intento serio y riguroso de sistema- 
tizar, de integrar, de coordinar, los distintos modos de 
transporte. 
No quiero entrar en polémica con mi buen amigo el se- 

nor Trillo sobre si hubiera sido o no conveniente un texto 
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legal de tipo general que diera una normativa legal al sis- 
tema integrado de los trasnportes, previamente o no a este 
proyecto de ley. No quiero polemizar con él, pero sí de- 
seo insistir en que este proyecto de ley es una pieza más 
que va a contribuir a la coordinación intermodal, a la con- 
fección integrada de un sistema de transportes, a lame- 
jora de la seguridad, de la calidad y de la economía de 
nuestros transportes. 

El tercer elemento que introduce esta ley es un intento 
de racionalización y de superación de la crisis económica 
por la que atraviesa el sector; un instrumento para pro- 
ducir una mayor disciplina en el sector. En este sentido, 
no habría que decir que esta ley deroga la que aproba- 
mos no hace mucho tiempo sobre inspección, control, in- 
fracciones y sanciones, sino que lo que hace es integrarla 
y asumirla plenamente con los pequeños perfecciona- 
mientos que permite la corta experiencia que sob.re esa 
ley hemos tenido. 

El cuarto aspecto que me gustaría señalar es la adecua- 
ción de la normativa sobre transportes terrestres al nue- 
vo marco constitucional, al nuevo marco político del Es- 
tado democrático, del Estado de las Autonomías. Todas 
S S .  SS. son suficientemente versadas en los temas cons- 
titucionales y en los temas de política de transporte como 
para que merezca la pena que yo aburra a estas horas de 
la manana con consideraciones adicionales sobre el tema. 

El quinto aspecto -y me parece muy importante por 
algunas de las alusiones que se han hecho con anteriori- 
dad- es la adecuación de la economía y legislación del 
transporte por carretera español al actual marco de la 
economía social de mercado española, promoviendo de 
una forma muy clara la libertad de la iniciativa privada 
en un sector como el del transporte por carretera, donde 
las economías de escala y otros factores la hacen especial- 
mente conveniente para la satisfacción de las necesidades 
públicas, con el principio de la intervención pública cuan- 
do es necesaria y de la planificación, y yo me alegro y con- 
gratulo de que desde los bandos de la derecha, cuando es- 
tamos discutiendo este proyecto y hemos discutido antes 
el Plan de Carreteras, se reclame con tanta insistencia, y 
creo que es un punto de coincidencia fundamental, por- 
que el sector de los transportes es muy cualificado dentro 
de la economía, aunque se trate de una economía liberal 
y social de mercado, en la que el factor de planificación 
de las infraestructuras y de ciertos factores de interven- 
cionismo hacen que las distintas ideologías, las distintas 
filosofías políticas se aproximen en este terreno, en el re- 
conocimiento de que el principio de libertad de empresa, 
el principio de libertad de mercado debe ser complemen- 
tado con la acción planificadora de los poderes públicos 
en este terreno. 

El último aspecto en que quiero insistir es que esta ley 
supone una adecuación, una adaptación, una asimilación 
de la legislación del transporte espafiol, del transporte por 
carretera, a la normativa, a las reglas que rigen en la Co- 
munidad Económica Europea. 

Como todas SS. SS. saben, de las tres políticas comu- 
nes que en su día el Tratado de Roma lanzó, una de ellas 
era precisamente la política común de transportes. Dis- 

tintos avatares políticos y económicos europeos, las pro- 
pias peculiaridades de los sectores transportísticos en 
cada uno de los países de la Comunidad, ciertas reservas 
nacionalistas en cada uno de ellos han hecho que preci- 
samente sea la política común de transporte una de las 
políticas comunitarias que menos ha avanzado. España 
tiene, por tanto, la oportunidad de que en estos momen- 
tos seamos unos factores contribuyentes a la definición de 
esa política de transporte, pero, en lo poco en que se pue- 
de decir que existe una política común de transporte en 
la Comunidad Económica Europea, esta ley supone una 
adaptación a ella. Ruego a S S .  SS. que se lean, por ejem- 
plo, todo lo que en la ley hay referente al acceso a la pro- 
fesión, la clara distinción entre transporte público y pri- 
vado, las nuevas figuras en la legislación española sobre 
múltip\es temas, como el alquiler de vehículos, etcétera, 
para que comprendan el esfuerzo que han hecho el Go- 
bierno y los técnicos de la Administración para suminis- 
trar a esta Cámara un proyecto en el que todas esas cosas 
se tienen en cuenta. 

No quiero cansar más a SS. SS., no quiero aburrirles. 
y únicamente insistir en que, por las razones que antes 
he apuntado, esta es una ley absolutamente necesaria en 
estos momentos, es una ley oportuna, que antes hubiera 
sido dificil de hacer, por múltiples razones, entre otras la 
problemática por la que ha atravesado el sector, y que de- 
jarla para más tarde puede suponer dramáticos inconve- 
nientes para la economía nacional, para la sociedad es- 
panola y ,  por supuesto, para el propio desarrollo del 
sector. 

Como SS. SS. han  retirado sus enmiendas a la totali- 
dad, no puedo cantar las loas del voto positivo al provec- 
to de ley del Gobierno, es decir, el rechazo a las enmien- 
das de SS. SS. En lo que quisiera insistir es en una casi 
súplica, ante el cúmulo de enmiendas, algunas de ellas. 
vuelvo a insistir, de nuestro propio Grupo, v es que el trá- 
mite parlamentario, el trabajo parlamentario, se haga con 
la mayor celeridad y con el máximo espíritu de diálogo y 
tolerancia entre todos nosotros para que podamos produ- 
cir u n  texto legal que próximamente pueda servir de mar- 
co para el desarrollo de las actividades del transporte. 

Tampoco quiero caer en el ansia de polémica con 
SS. SS., pero no sería cortés por mi parte, por aquello de 
que se ha dicho alguna vez en esta misma Cámara que el 
que calla otorga, no hacer algunos levísimos comentarios 
sobre algunas de las observaciones de SS. SS. 

Evidentemente -y ya me he referido antes a ello-, en- 
tendemos que lo que es fundamental en nuestro progra- 
ma de política de transportes es la confccción de un sis- 
tema integrado de transportes; ése es un fin para el cual 
el que se haga la regulación legal del sector de transpor- 
tes con una ley general o con varias leyes modales, es una 
cuestión accidental. Lo sustantivo, lo fundamental, es la 
voluntad política de este Gobierno, y del Partido Socia- 
lista que lo apoya, de crear un sistema integrado de trans- 
portes en el que los distintos modos, de una forma coor- 
dinada y armoniosa, se integren, para contribuir a un me- 
jor servicio público, a un mínimo coste social. Y ese ob- 
jetivo se puede conseguir -y me imagino que el señoi- Tri- 



- 12470 - 
CONGRESO 20 DEMARZO DE 1986.-NúM. 277 

_ _  ~ 

110, que es muy entendido en estas materias, así lo reco- 
nocerá- con una ley marco previa y luego leyes moda- 
les, o bien por el procedimiento de producir las distintas 
leyes modales, y é l  tendrá oportunidad en su día de ver 
si se da ese factor de coordinación y armonía-que preten- 
den las leyes modales sobre transporte marítimo o aéreo. 

En cuanto al tema de la adaptación a la política común 
de transportes de la Comunidad Económica Europea, no 
puedo por menos de remitirme a mis anteriores palabras 
y hacer una observación al Grupo Popular - e n  el que hay 
tan eminentes juristas- para que, por favor, se distinga 
lo que hay de obligatorio en el derecho comunitario -es 
decir, los reglamentos, las directivas v las decisiones- 
para sus respectivos destinatarios de lo que no tiene ca- 
rácter vinculante en el derecho comunitario. 

Por ejemplo, en la decisión a la que ha hecho referen- 
cia el señor Ministro v el senor Trillo se alude a que so- 
bre esas consultas que hacen los gobiernos cuando tratan 
de hacer innovaciones en su legislación de transportes se 
producirá «a  posterior¡),, por parte de la Comunidad Eco- 
nómica Europea, un dictamen o una recomendación, 
pero, como SS. SS. saben muv bien, los dictámenes v las 
resoluciones no son vinculantes. Por lo tanto, las senten- 
cias del Tribunal de Justicia que tan agudamente nos ha 
citado el senor Trillo son solamente aplicables en el caso 
de los temas vinculantes v no de los otros. 

En cuanto al tema de las Comunidades Autónomas, v 
en relación un poco tambikn con el anuncio de posibles 
inconstitucionalidades, a las que se ha referido el señor 
Xicov, quiero tranquilizar muv vivamente a los señores 
Diputados de los grupos de oposición en la voluntad cla- 
ramente defensora del Estado de las Autonomías que ca- 
racteriza la política general de nuestro Gobierno v de 
nuestro Partido, muv especialmente en este tema tan de- 
licado del transporte. Si SS. SS. se leen con detenimiento 
v cuidado el texto del provecto de lev verán que en nin; 
gún caso se roza el tema de las posibles competencias de 
las comunidades Autónomas. que se legitiman las ante- 
riores delegaciones que había hecho la Administración 
central y que se cuida de ser exquisitamente delicados en 
un tema en el que el texto constitucional y los Estados dc 
4utonomía plantean serias dificultades para el manteni- 
miento de la unidad de mercado y de un  sistema integra- 
do de transportes. Se trata de conjugar esa necesidad de 
la unidad del mercado v de la existencia de un sistema in- 
tegrado de  transportes con el legítimo derecho de las Co- 
munidades Autónomas a legislar en sus respectivos ám- 
bitos, y ,  por supuesto, este texto legal no supondría nin- 
guna limitación para que en su día las comunidades Au- 
tónomas que lo estimasen pertinente legislaran, aunque 
tal vez el propio texto legal les invite a aceptar ese marco 
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no s610 para e1 transporte intercomunitario, sino para el 
intracomunitario; pero sería siempre una decisión volun- 
taria de las respectivas Comunidades Autónomas. 

Para terminar, sólo una breve alusión al tema de la pla- 
nificación y del intervencionismo. Entendemos que este 
texto legal se enmarca perfectamente en el sistema eco- 
nómico constitucional español, garantizando la armonía 
entre el derecho de libre empresa y la planificación. 

En cuanto a lo de que se cree una empresa nacionali- 
zada de transporte por carretera, yo ruego a SS. SS. que 
se lean las disposiciones adicionales del texto legal, para 
que se vea que lo único que se hace con la creación de esa 
empresa nacional es asumir el acervo -valga esta pala- 
bra tan de moda por el Derecho comunitari-, el acervo 
que tiene RENFE v FEVE en estos momentos en cuanto 
a concesión y au.torización de transporte por carretera, 
así como los medios materiales v humanos de que dispo- 
ne para convertirlos precisamente en esa empresa de 
transporte por carretera. Esto contribuirá, será un factor 
más en los temas a los que antes aludía de distinción, de 
armonización, de integración intermodal. v será un ele- 
mento de clarificación. 

Nosotros en nuestro programa -llevaba razón el senor 
Trillo- aludíamos a que la mala gestión de las empresas 
públicas era un elemento que contribuía a su déficit v que 
contribuía al detrimento de la economía nacional, pero 
no  olviden SS. SS. quc nos referíamos a las empresas pú- 
blicas gestionadas por gobiernos anteriores, gestionadas 
desde la derecha. Las empresas públicas gestionada& des- 
de la izquierda, las empresas públicas gestionadas desde 
una política socialista tienen una mejor gestión y son un 
elemento que contribuye al buen desarrollo de la econo- 
mía nacional, y así esperamos que se produzca este fenó- 
meno en el transporte por carretera y por ferrocarril. 

Muchas gracias. señor Presidente; muchas gracias. se- 
ñorías. (El senor Trillo y López-Mancisidor pide la pa1abru.i 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): N o  pa- 
rece haber motivo para la controversia en este momento, 
senor Trillo. 

Retiradas las enmiendas de totalidad, el proyecto será 
remitido a la Comisión competente para la designación 
de Ponencia y posterior tramitación. 

Comunico a SS. SS. que la reunión de las Comisiones 
Europeas, que estaba inicialmente convocada para maña- 
na, queda desconvocada y se reunirá el próximo día 9 de 
abril, a las 9.30 de la mañana. 

La próxima sesión plenaria se iniciará el día 8 de abril. 
Se levanta la sesión. 

Era la iiiia y ciiureiitü cirico t?iitziitos de la tarde. 


